
PERMISO PARA ACEPTAR CONDECORACIONES

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto por el que se concede permiso al ciudadano Fi-
del Herrera Beltrán, para que pueda aceptar y usar la con-
decoración “Vasco Núñez de Balboa” en grado de “Gran
Oficial”, que le otorga el gobierno de la República de Pa-
namá.

Atentamente

México, DF, a 15 de abril de 2009.— Senador José González Morfín
(rúbrica), Vicepresidente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta
Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Fidel
Herrera Beltrán, para que pueda aceptar y usar la condeco-
ración Vasco Núñez de Balboa en grado de Gran Oficial,
que le otorga el gobierno de la República de Panamá.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 15 de
abril de 2009.— Senadores: José González Morfín (rúbrica), Vicepre-
sidente y Adrián Rivera Pérez (rúbrica), Secretario.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Con fun-
damento en los artículos 59 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, consulte la Secretaría a la asamblea si
se dispensan todos los trámites y se pone a discusión y vo-
tación de inmediato.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Por instrucciones de la Presidencia, con fundamento
en los artículos 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se consulta a la asamblea si se dispensan todos los
trámites y se pone a discusión y votación de inmediato. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se dis-
pensan todos los trámites. Pasa para su discusión y vota-
ción al momento de abordar los dictámenes con proyecto
de decreto que concedan permisos, enlistados en el orden
del día.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se pide a
la Secretaría que instruya el cierre del sistema electrónico
de asistencia y dé cuenta del registro de diputadas y dipu-
tados.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: ¿Falta algún diputado o alguna diputada de registrar
su asistencia?

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Se informa a la Presidencia que hasta el momento hay una
asistencia de 405 diputadas y diputados.

Quienes no han registrado su asistencia disponen de 15 mi-
nutos para hacerlo por cédula.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Sonido a
la curul del diputado Othón Cuevas.
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LEY PARA REGULAR LAS ACTIVIDADES 
DE LAS SOCIEDADES COOPERATIVAS 

DE AHORRO Y PRESTAMO - 
LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS -

LEY DE AHORRO Y CREDITO POPULAR - 
LEY DE LA COMISION NACIONAL

BANCARIA Y DE VALORES - 
LEY DE INSTITUCIONES DE CREDITO

El diputado Othón Cuevas Córdova (desde la curul): Di-
putado presidente, para solicitar ampliación de turno, en
este caso, para que la minuta que ha llegado del Senado, la
cual aborda el tema de las cooperativas de ahorro y crédito
popular, sea turnada también a la Comisión de Fomento
Cooperativo y Economía Social, ya que es la que aborda de
manera directa este tema.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con opi-
nión de las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, y de Fomento Cooperativo.

LEY QUE REGULA EL USO DE LA FUERZA
POR LOS INTEGRANTES DE LAS 

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD PUBLICA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la primera lectura de dic-
támenes.

En virtud de que han sido publicados en la Gaceta Parla-
mentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se dispensa la lectura.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley que regula el
Uso de la Fuerza por los Integrantes de las Instituciones de
Seguridad Pública

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión de la LX Le-
gislatura, le fue turnada para su análisis y dictamen corres-
pondiente la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se expide la Ley que regula el Uso de la Fuerza por los In-
tegrantes de las Instituciones de Seguridad Pública Federal

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 70, 71, 72 y fracción XXII del artículo 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45,
numeral 6, incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60
y 88, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
la consideración de los integrantes de esta honorable asam-
blea el presente dictamen.

Antecedentes

1. En sesión celebrada en fecha 18 de septiembre de de
2008 por la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, el diputado Andrés Lozano Lozano,
en nombre propio y en representación de diversos dipu-
tados y diputadas del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, presentó iniciativa con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley que re-
gula  el Uso de la Fuerza por los Integrantes de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública Federal.

2. En esa misma fecha la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva acordó se turnara dicha iniciativa a la Comisión de
Seguridad Pública con opinión de la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública.

3. En sesión plenaria celebrada en fecha 14 de abril de
2009, se sometió a consideración de los diputados y di-
putadas integrantes de la Comisión de Seguridad Públi-
ca de la LX Legislatura el proyecto de dictamen, siendo
aprobado.

Contenido

De acuerdo con los diputados proponentes, la actuación de
cuerpos policiales no es ajena al estado de derecho. Sin
embargo, cuando se despliega la fuerza pública ésta debe
sujetarse a principios y normas para regular su actuación,
incluso en aquellos casos en los que las autoridades inter-
vienen para reestablecer el orden público. De lo contrario,



las acciones gubernamentales podrían configurar un uso
excesivo e ilegítimo de la fuerza pública. 

Durante años diversos movimientos sociales, en el ejerci-
cio de su derecho a la libre manifestación en México, han
tenido enfrentamientos con la policía. Organismos defen-
sores de los derechos humanos han documentado en múlti-
ples ocasiones el exceso en el uso de la fuerza por parte de
la policía para dispersar manifestaciones, los elementos de
policía en la mayoría de los casos no son sujetos de control
o sanción por el uso de la fuerza utilizada. Asimismo, las
investigaciones sobre las denuncias presentadas, excepcio-
nalmente concluyen en la imposición de sanciones. 

La ausencia de una normatividad en la materia, es particu-
larmente crítica con relación a la capacidad de usar la fuer-
za, deficiencia que se traduce en violencia, pues al carecer
de un fundamento legal para su regulación del uso de la
fuerza y de las armas de fuego, pareciera que es irrelevan-
te clasificar las conductas de los policías, lo que puede pro-
vocar afectación a los derechos humanos.

En el ámbito internacional, existen instrumentos que esta-
blecen principios básicos y criterios de actuación, como
son el Código de Conducta para Funcionarios Encargados
de hacer cumplir la Ley, adoptado por la Asamblea Gene-
ral de la Organización de las Naciones Unidas, el 17 de di-
ciembre de 1979, y los Principios Básicos sobre el Empleo
de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios En-
cargados de hacer cumplir la Ley, adoptados en por la
Asamblea General de la Organización de las Naciones Uni-
das, el 7 de septiembre de 1990, los cuales son referentes
de actuación para los mencionados funcionarios.

De acuerdo con los diputados proponentes, a pesar de ser
la defensa del orden público una función del Estado, que
implica la posibilidad de hacer cumplir las disposiciones
que regulan la conducta de los gobernados, incluso a través
del uso de la fuerza, en nuestro país no ha sido debida-
mente regulada, lo que ha ocasionado abusos en el ejerci-
cio de dicha facultad y ha derivado en violaciones a los de-
rechos humanos por parte de los miembros de las
instituciones de seguridad pública.

Por lo anterior, la iniciativa de ley que el Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática presenta
tiene como premisa que las funciones de aplicación de la
ley en defensa del orden público y la forma en que éstas se
ejercen por los funcionarios encargados de hacer cumplir la
ley, tienen una repercusión directa en la calidad de la vida

de los individuos y de la sociedad en su conjunto, es decir,
en el desarrollo social.

Se considera también que el uso de la fuerza por las insti-
tuciones de seguridad pública y policiales, con nivel dife-
renciado alto, es un extremo en el caso de una democracia.
Cuando se usa la fuerza excesiva o punitiva, no se respeta
la integridad personal y todo daño resultante es arbitrario. 

El objeto del proyecto de ley que se presenta es mantener
un equilibrio entre el papel de los funcionarios encargados
de hacer cumplir la ley, la administración de justicia y la
protección de los derechos humanos.

De acuerdo con los diputados proponentes, toda sociedad
se ve afectada por  infracciones a su orden jurídico, pero
por graves que sean éstas, no cabe admitir que el poder se
ejerza sin límite alguno.

Que en todo régimen democrático, sólo es aceptable el uso
de la fuerza por las instituciones de seguridad pública, en
circunstancias especiales y de forma proporcional a los ni-
veles de resistencia de las personas que resisten el acto de
autoridad y con respeto a los derechos humanos, el criterio
para ello debe ser la excepcionalidad, asumiéndose por es-
to el uso de la fuerza cuando sea estrictamente necesario y
en la medida en que lo requiera el desempeño de las fun-
ciones preventivas, de seguridad pública y procuración de
justicia, en su caso.

Por lo anterior, en la iniciativa se plantea establecer las re-
glas generales y los principios bajo los cuales debe ser uti-
lizada la fuerza por las instituciones de seguridad pública,
como son la legalidad, racionalidad, proporcionalidad,
congruencia y oportunidad, estableciendo claramente sus
alcances y limitaciones. Entre los principios, cabe destacar
la aplicación de técnicas de disuasión y negociación antes
de la utilización de medidas que requieren mayor fuerza o,
incluso el uso de las armas intermedias o incluso de fuego.

Asimismo, establece las obligaciones y facultades de los
miembros de las instituciones de seguridad pública y poli-
ciales que en razón de sus funciones se enfrentan a situa-
ciones que hacen necesario el uso de la fuerza, asimismo,
precisa responsabilidades para los servidores públicos que
toman las decisiones  operativas.

Se establecen claramente los diferentes niveles de actua-
ción de los miembros de las instituciones de seguridad pú-
blica y policiales, cuando se pretenda utilizar la fuerza pa-
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ra mantener el orden; en las detenciones, ya sean flagran-
tes o por orden de autoridad competente; para la protección
de instalaciones; cuando se pretenda cumplir las disposi-
ciones relacionadas con sanciones administrativas o regla-
mentos de buen gobierno; cuando se utilice en instituciones
de prevención y readaptación social; así como en caso de
desastres.

También se incluye un capítulo relativo a las armas y equi-
po de apoyo que pueden ser usadas por integrantes de las
instituciones de seguridad pública y policiales; las reglas
para la planeación de operativos en los que se presuma la
necesidad de usar las fuerza; la atención que debe darse a
las personas después de que se ha usado la fuerza en su
contra, así como las acciones que deben tomar en caso de
que haya lesionados.

Además de lo anterior, se establece la obligación de pre-
sentar informes específicos en los casos en que se haya re-
querido el uso de la fuerza y de la utilización de las armas
de fuego, con el propósito de que quede registro de la ac-
tuación, que permita su evaluación posterior.

Se establecen las reglas básicas sobre las cuales deberá re-
alizarse la formación para el uso de la fuerza a los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública.

Con la finalidad de establecer mecanismos de garantía y
protección a las personas e instrumentos para que las ins-
tancias asuman su responsabilidad, se establece la indem-
nización en caso de que se declare la existencia de uso ilí-
cito de la fuerza por parte de las instituciones de seguridad
pública.

Finalmente, se establecen disposiciones relativas a la coor-
dinación entre instituciones de seguridad pública federales,
estatales y municipales para el uso de la fuerza y de la par-
ticipación comunitaria respecto de la planeación y supervi-
sión del uso de la fuerza.

Fundamento

1. Que la fracción XXIII, del artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, estable-
ce la facultad del H. Congreso de la Unión para expedir
leyes que establezcan la coordinación de la federación,
el Distrito Federal, los estados y los municipios, en ma-
teria de seguridad pública.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXII. …

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases
de coordinación entre la federación, el Distrito Fe-
deral, los estados y los municipios, así como esta-
blecer y organizar a las instituciones de seguridad
pública en materia federal, de conformidad con lo
establecido en el artículo 21 de esta Constitución.

2. Que los párrafos sexto y séptimo del artículo 21 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
establecen a la seguridad pública como una función a
cargo de la federación, el Distrito Federal, los estados y
los municipios, y disponen la creación del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, en los siguientes términos:

Artículo 21. …

…

…

…

…

…

…

La seguridad pública es una función a cargo de la fe-
deración, el Distrito Federal, los estados y los muni-
cipios, que comprende la prevención de los delitos;
la investigación y persecución para hacerla efectiva,
así como la sanción de las infracciones administrati-
vas, en los términos de la ley, en las respectivas
competencias que esta Constitución señala. La ac-
tuación de las instituciones de seguridad pública se
regirá por los principios de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los
derechos humanos reconocidos en esta Constitución.

Las instituciones de seguridad pública serán de ca-
rácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio
Público y las instituciones policiales de los tres ór-
denes de gobierno deberán coordinarse entre sí para
cumplir los objetivos de la seguridad pública y con-
formarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública,
que estará sujeto a las siguientes bases mínimas:



a) La regulación de la selección, ingreso, formación,
permanencia, evaluación, reconocimiento y certifi-
cación de los integrantes de las instituciones de se-
guridad pública. La operación y desarrollo de estas
acciones será competencia de la Federación, el Dis-
trito Federal, los Estados y los municipios en el ám-
bito de sus respectivas atribuciones.

b) El establecimiento de las bases de datos crimina-
lísticos y de personal para las instituciones de segu-
ridad pública. Ninguna persona podrá ingresar a las
instituciones de seguridad pública si no ha sido de-
bidamente certificado y registrado en el sistema.

c) La formulación de políticas públicas tendientes a
prevenir la comisión de delitos.

d) Se determinará la participación de la comunidad
que coadyuvará, entre otros, en los procesos de eva-
luación de las políticas de prevención del delito así
como de las instituciones de seguridad pública.

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pú-
blica, a nivel nacional serán aportados a las entida-
des federativas y municipios para ser destinados ex-
clusivamente a estos fines.

3. Que en fecha 2 de enero de 2009, se publicó en el
Diario Oficial de la Federación, la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, reglamentaria del
artículo 21 constitucional en materia de seguridad pú-
blica.

4. Que el último párrafo del artículo 41 de la ley citada,
establece los principios básicos para el uso de la fuerza,
al señalar:

Artículo 41. Además de lo señalado en el artículo
anterior, los integrantes de las instituciones policia-
les, tendrán específicamente las obligaciones si-
guientes:

I. a XI. …

Siempre que se use la fuerza pública se hará de ma-
nera racional, congruente, oportuna y con respeto a
los derechos humanos. Para tal efecto, deberá ape-
garse a las disposiciones normativas y administrati-
vas aplicables, realizándolas conforme a derecho.

Consideraciones

1. Esta comisión dictaminadora, se identifica con el in-
terés de los diputados proponentes del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática de avan-
zar en la estructuración de un marco jurídico que regule
con responsabilidad los aspectos relativos al uso de la
fuerza por parte de los elementos de las instituciones po-
liciales del ámbito federal, para avanzar en el fortaleci-
miento de estado de derecho y cumplimiento de las ga-
rantías individuales y sociales.

2. Que la estructuración de un marco jurídico específico
relativo al Uso de la Fuerza por parte de los elementos
de las instituciones policiales federales, contribuirá a
brindar mayor seguridad a la sociedad, respecto a la ac-
tuación de los elementos de las instituciones policiales,
pero también dotará a éstos de lineamientos y principios
de actuación.

3. Esta comisión dictaminadora, tiene presente que a
partir del establecimiento de obligaciones específicas a
los integrantes de las instituciones policiales, entre las
que se ubica los principios básicos para el uso de la fuer-
za pública, descritos en el último párrafo del artículo 41,
se considera necesario avanzar en la estructuración de
una ley en la materia.

4. Que esta comisión dictaminadora, considera viable la
iniciativa que regula el uso de la fuerza de las institu-
ciones de seguridad pública federal, no obstante, respe-
tando la esencia de ésta, se realizan diversas modifica-
ciones y adiciones a efecto de darles mayor alcance y
precisión a sus disposiciones.

5. En cuanto a las modificaciones realizadas, se destaca
el retiro de diversas disposiciones que corresponden a
otros ordenamientos, como la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos, la Ley Federal de Seguridad Priva-
da, así como la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

Con base en lo anterior, se considera conveniente retirar
las disposiciones contenidas en el Capítulo VII, Planea-
ción de Operativos en los que se presuma la necesidad
del uso de la fuerza, toda vez que uno de los objetivos
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública es, precisamente, el establecer la distribución de
competencias y las bases de coordinación entre la fede-
ración, los estados, el Distrito Federal y los municipios.
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Asimismo, se tiene presente que el objetivo de la inicia-
tiva de ley que se analiza, es la regulación del uso de la
fuerza por los integrantes de las instituciones de seguri-
dad pública federal.

En este sentido, también se considera conveniente tras-
ladar el contenido del artículo 41 de la Iniciativa que se
analiza, relativo al derecho a la protección de la vida e
integridad física de los integrantes de las instituciones
de seguridad pública, así como el respeto a su dignidad
como personas y representantes de la autoridad, para in-
corporarlo como una obligación general de las institu-
ciones de seguridad pública en el artículo 5.

En otro aspecto, se considera viable retirar las disposi-
ciones contenidas en el Capítulo XIII, De la Coordina-
ción entre las Instituciones de Seguridad Pública Estata-
les, Municipales y Federales para el Uso de la Fuerza,
toda que como se señaló anteriormente, uno de los ob-
jetivos de la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública es el establecimiento de las bases de co-
ordinación, entre la federación, los estados, el Distrito
Federal y los municipios.

Por otra parte, se estima conveniente retirar lo dispues-
to en el Capítulo XIV, De la Participación Comunitaria
respecto al Uso de la Fuerza, toda vez que la participa-
ción comunitaria, establecida como una base mínima en
el inciso d), del artículo 21 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra regula-
da en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública.

Esta comisión dictaminadora, tiene presente que la Ley
General citada, establece en el artículo 20, el estableci-
miento del Centro Nacional de Prevención del Delito y
Participación Ciudadana, con atribuciones amplias, en-
tre otras, la de proponer al Consejo Nacional de Seguri-
dad Pública, lineamientos de prevención social del deli-
to, a través del diseño de políticas de prevención; así
como promover la cultura de la paz, la legalidad, el res-
peto a los derechos humanos, la participación ciudada-
na y una vida libre de violencia.

Finalmente, en cuanto a las modificaciones propuestas
en este apartado, se estima viable modificar lo dispues-
to en el Capítulo IX, De la Capacitación y Certificación
para el Uso de la Fuerza a los Integrantes de las Institu-
ciones de Seguridad Pública, a efecto de señalar este as-

pecto como un elemento de deberá ser desarrollado en
los programas de profesionalización, actualización y
certificación regulados en la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

6. En cuanto al Capítulo III, Reglas para el Uso de la
Fuerza en Detenciones, esta Comisión Dictaminadora,
considera técnicamente correcto desarrollar las reglas pa-
ra el uso de fuerza previo y durante alguna detención, en
un solo artículo a efecto de darle mayor claridad y preci-
sión.

7. Esta comisión dictaminadora, ha realizado una revi-
sión técnica con el objeto de retirar disposiciones cuya
regulación corresponde a otros ordenamientos federa-
les. Asimismo, respetando la esencia de la iniciativa que
se analiza, con el objeto de dar mayor precisión y clari-
dad, se han sintetizado diversas de sus disposiciones en
los apartados y artículos relacionados.

8. Que durante la vigésima sexta reunión plenaria de fe-
cha 31 de marzo de 2009, la diputada Ma. de los Ánge-
les Jiménez del Castillo, secretaría de la comisión, pro-
puso diversas modificaciones y adiciones a los artículos
2, 3, 4, 6, 8, 9, 13, 16, 20, 21.

Asimismo, propone la incorporación de un capítulo X,
relativo a la actuación del policía frente al asegurado o
detenido y reformas al Capítulo VIII. En este último, pa-
ra modificar el mecanismo de indemnización y estable-
cer que el uso ilícito de la fuerza, constituye una activi-
dad administrativa irregular del Estado, en términos del
segundo párrafo del artículo 1o. de la Ley Federal de
Responsabilidad Patrimonial del Estado.

Las propuestas y adiciones señaladas, expresan:

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se en-
tenderá por

I. Armas de fuego: Aquellas a las que hace referen-
cia la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos
y su Reglamento;

II. Armas intermedias: Los instrumentos y equipo de
apoyo en la función policial, que permiten controlar a
una persona, dejarlo inmovilizado o repeler una agre-
sión;



III. Armas letales: Aquellas que ocasionan o pueden
ocasionar daños físicos, que van desde las  lesiones
a la muerte de una persona;

IV. Armas no letales incapacitantes: Aquellas que se
utilizan para disminuir la capacidad de movilidad de
una persona, preservando su integridad física o que
ocasionan el menor daño posible;

V. Detención: La restricción de la libertad de una
persona, realizada por algún integrante de las insti-
tuciones de seguridad pública federal con el propó-
sito de ponerla a disposición de alguna autoridad
competente; 

VI. Instituciones de seguridad pública: En términos
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, a las instituciones policiales, de procu-
ración de justicia, del Sistema Penitenciario, del ám-
bito federal;

VII. Ley: la Ley que regula  el Uso de la Fuerza por
los Integrantes de las Instituciones de Seguridad Pú-
blica;

VIII. Policía: Servidor público certificado que cuen-
ta con nombramiento  o asignación mediante otro
instrumento jurídico autorizado, perteneciente a al-
guna de las instituciones de seguridad pública fede-
ral;

IX. Reglamento: al Reglamento de la Ley que regu-
la  el Uso de la Fuerza por los Integrantes de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública Federal; 

X. Resistencia pasiva: Cuando una o varias personas
se niegan en forma pacífica a obedecer una orden le-
gítima, comunicada en forma directa por algún inte-
grante de las instituciones de seguridad pública fe-
deral, quien previamente se identificó como tal; 

XI. Resistencia activa: Cuando una o varias perso-
nas se niegan a obedecer una orden comunicada por
un elemento de la policía, realizando acciones u
omisiones que ocasionan o pueden ocasionar daños
o lesiones a sí mismo, a un tercero o a la policía, con
el objeto de evitar su detención;

XII. Resistencia activa agravada: cuando las accio-
nes u omisiones de una persona representan una

agresión real, actual o inminente y sin derecho a la
vida o integridad física de terceros o del elemento de
policía;

XIII. Sometimiento: la contención o actividad física
que realiza un policía ejerce sobre los movimientos
de una persona con el fin de inmovilizarla y asegu-
rarla;

XIV. Tortura: Para los efectos de la presente ley, se
entenderá por tortura las conductas descritas en la
Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, y

XV. Uso legítimo de la fuerza: la aplicación de téc-
nicas, tácticas y métodos de sometimiento sobre las
personas que se ubican en algunos de los supuestos
establecidos en la presente ley, así como en otras
disposiciones aplicables. 

Artículo 4. La utilización del uso de la fuerza, en los
casos que sea necesario, se hará atendiendo a los
principios de legalidad, racionalidad, proporcionali-
dad, congruencia, oportunidad y respeto a los dere-
chos humanos. El uso de la fuerza es:

I. Legal, cuando se realiza en los supuestos previs-
tos y conforme a los procedimientos descritos en la
presente ley o demás disposiciones aplicables de
manera expresa.

II. Racional, cuando es el producto de una decisión
que valora el objetivo que se persigue, las circuns-
tancias del caso y las capacidades tanto del sujeto a
controlar, como del Agente. 

III. Proporcional, cuando se aplica en el nivel nece-
sario para lograr el control del sujeto de la forma en
que menos le perjudique y corresponda al nivel de
resistencia o agresión que tenga contra terceros.

IV. Congruente, cuando es utilizada de manera ex-
clusiva para lograr los objetivos de la autoridad o de
la actuación del elemento de policía, en ejercicio de
sus funciones en materia de seguridad pública,

V. Oportuna, cuando se aplica en el momento en que
se requiere para lograr   los fines de la seguridad pú-
blica o evitar el daño a la integridad, derechos y
bienes de las personas, las libertades o el orden pú-
blico,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009197



Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados198

VI. Necesario, cuando sea estrictamente inevitable
por las Instituciones de Seguridad Pública Federal,
sus elementos emplearán la fuerza para impedir la
perturbación del orden público y para reestablecerlo,
y 

VII. Idónea, cuando el armamento, equipo y técnica
policial empleados son los adecuados y aptos para
repeler la agresión y mantener la defensa y protec-
ción de las personas y la sociedad, siendo utilizados
solamente ante una acción violenta de parte de los
infractores y no como una demostración de fuerza
excesiva en su intervención.

Artículo 6. Los distintos niveles en el uso de la fuer-
za, en los casos de resistencia o enfrentamiento son:

I. y II. …

III. Utilización de armas no letales incapacitantes, a
fin de someter la resistencia de una persona, y 

IV. …

Artículo 8. … 

a) …

b) Con la utilización de armas no letales incapaci-
tantes, cuando para neutralizar la resistencia activa
de una persona haga uso del equipo e instrumentos
autorizados, con excepción de las armas de fuego, y 

c) …

Artículo 9. Son obligaciones de los integrantes de
las instituciones de seguridad pública federal des-
pués de usar la fuerza, las siguientes: 

a) a d) …

e) Asistir a los tratamientos sicológicos, médicos u
otros especializados que resuelva la institución, co-
mo consecuencia del uso de la fuerza.

Artículo 13. Concretada la detención, el integrante
se asegurará de que la persona no se provocará nin-
gún daño y que no representa un peligro. Asimismo,
le practicará una revisión corporal, preferentemente
por un agente de su mismo sexo, con el fin de veri-

ficar que no tiene ningún objeto que pueda ser utili-
zado como arma.

…

Artículo 16. En caso de desastres naturales o emer-
gencias,  en que existan situaciones graves que pon-
gan en peligro la integridad física o la vida de las
personas, las instituciones de seguridad pública fe-
deral, en su caso, se coordinarán con las autoridades
de protección civil para apoyarlas en el cumplimien-
to de sus objetivos. 

En caso de que sea necesario usar la fuerza para eva-
cuar, controlar o limitar el acceso, se seguirán las si-
guientes reglas:

I. a III. …

Capítulo VI
Del cuidado de las personas 

después de que se ha usado la fuerza

Artículo 20. Es obligación de los integrantes de las
instituciones de seguridad pública federal, procurar
los cuidados necesarios a las personas sobre las cua-
les se ha ejercido la fuerza. Para estos efectos se re-
querirán de manera inmediata la asistencia médica.

En caso de ser posible, se deberá informar a los fa-
miliares que la persona señale sobre su estado de sa-
lud y, en su caso, del lugar donde será atendido, a
través del medio de comunicación disponible.

Artículo 21. Los informes policiales correspondien-
tes deberán contener, en su caso, una descripción su-
cinta de los hechos  y circunstancias que exigieron el
uso de la fuerza, así como la justificación que sus-
tentó el nivel de uso de la fuerza, armas y municio-
nes empleadas.

El informe policial deberá incluir al menos los si-
guientes aspectos.

I. Fecha, hora y lugar donde se efectuaron los dispa-
ros;

II. Unidad que participa;

III. Causas de la acción;



IV. Motivo por el cuál el personal abrió fuego;

V. Sobre que personas u objetos se efectuaron los
disparos;

VI. Tipo de armas y municiones empleadas; 

VII. Las consecuencias visibles de los disparos, y

VIII. Un diagrama de la escena del incidente.

Capítulo X

Actuación del policía frente al asegurado o dete-
nido

Artículo 28. Una vez que es asegurada la persona a
la que se tenía que detener de la que se aplicó la
fuerza o en su caso se hizo uso del arma de fuego de
cargo, se le comunicarán los derechos siguientes:

I. Derecho a guardar silencio;

II. Derecho a la asistencia de una abogado defensor
cuando rinda sus declaraciones ya sea ante el Minis-
terio Público o el juez, y

III. Derecho a tener un trato digno y respetuoso.

9. Asimismo, con el objeto de enriquecer el dictamen el
diputado David Mendoza Arellano, secretario de la co-
misión, presentó durante la misma reunión plenaria las
siguientes reformas y adiciones a los artículos 3 y 19 del
dictamen.

Artículo 3. Son circunstancias que permiten el uso
de la fuerza a los integrantes de las instituciones po-
liciales o de seguridad pública federal, las siguien-
tes: 

I. Legítima defensa;

II. Cumplimiento de un deber;

III. Someter a la persona que se resista a la deten-
ción ordenada por una autoridad competente o luego
de haber infringido alguna ley o reglamento;

IV. Prevenir la comisión de conductas ilícitas; y

V. Proteger o defender bienes jurídicos tutelados.

VI. Quedan excluidas de la aplicación de esta ley
las personas que en uso de su derecho formen
parte de manifestaciones sociales en los términos
del artículo 9o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 19. Se consideran armas intermedias, para
los efectos de la presente ley, los instrumentos y
equipo de apoyo en la función policial, que permiten
controlar a un individuo, dejarlo inmovilizado o re-
peler una agresión.

Son armas intermedias

I. El bastón policial con empuñadura lateral;

II. El bastón policial recto;

III. El bastón policial corto;

IV. Los dispositivos eléctricos de control;

V. Las armas o pistolas noqueadoras; y 

VI. Las demás que autoricen el reglamento y demás
disposiciones jurídicas aplicables.

Las esposas de sujeción de muñecas o tobillos, son
considerados equipo de apoyo.

10. Que las modificaciones y adiciones propuestas for-
talecen el sentido del dictamen, además de que lo armo-
nizan con los Principios Básicos sobre el Empleo de la
Fuerza y de Armas de Fuego por los funcionarios en-
cargados de hacer cumplir la ley, adoptados por el octa-
vo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención
del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado del
27 de agosto al 7 de septiembre de 1990.

11. En cuanto a los artículos que se proponen adicionar,
sin precisar numeral, esta comisión, estima que por tra-
tarse de disposiciones de carácter general pueden incor-
porarse como artículos 2 y 3, recorriéndose los subse-
cuentes.

12. No obstante lo anterior, recuperando la esencia de
las propuestas y adiciones, se considera conveniente
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realizar algunas modificaciones en las propuestas for-
muladas a los artículos 4.

En el caso de las adiciones al artículo 4º, se considera
viable incorporar los principios citados, de necesidad e
idoneidad, armonizándolos al momento de su descrip-
ción, con los contenidos en éste.

En el caso de la reforma propuesta a la parte final del in-
ciso e) del artículo 9, que tiene como objeto precisar la
obligación de los integrantes de las instituciones de se-
guridad pública federal de asistir a los tratamientos si-
cológicos, médicos u otros especializados que resuelva
la institución, como consecuencia del uso de la fuerza.
Esta Comisión considera innecesaria la adición, toda
vez que conforme al primer párrafo del artículo 9, las
obligaciones descritas en éste tendrán lugar después de
usar la fuerza.

En cuanto al texto propuesto al artículo 20, que tiene por
objeto establecer la obligación de procurar los cuidados
necesarios a las personas sobre las cuales se ha ejercido
la fuerza y la posibilidad de informar a los familiares del
estado de salud de las personas. Esta comisión tiene pre-
sente que la obligación citada ya esta considerada en el
inciso b) del artículo 9.

No obstante, se considera viable lo relativo a informar a
los familiares del estado de salud de las personas, pero
como un párrafo final del artículo 9.

Respecto a la adición que se propone al artículo 21, es-
ta comisión identifica que la propuesta se refiere de ma-
nera específica al informe que deberá presentarse en los
casos en que se haya disparado un arma de fuego, lo
cuál debe ser precisado.

Asimismo, al incorporarse el texto propuesto, resulta
necesario retirar del párrafo primero del artículo 21 del
Dictamen, lo relativo a las armas y municiones emplea-
das.

En cuanto a la adición de un Capítulo X y en conse-
cuencia un artículo 28, para describir los derechos de
una persona asegurada, esta comisión lo considera inne-
cesario, toda vez que se refiere a garantías de seguridad
jurídica reguladas de manera amplia en el apartado B)
del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en el artículo 128 del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales vigente.

Respecto a la modificación del mecanismo de indemni-
zación y establecer que el uso ilícito de la fuerza, cons-
tituye una actividad administrativa irregular del Estado,
en términos del segundo párrafo del artículo 1o. de la
Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado,
esta comisión lo considera viable, sin embargo y tratán-
dose de los hechos que dan origen a los daños, estiman
conveniente mantener la obligación de asumir la debida
responsabilidad, contenida en el artículo 24, el recono-
cimiento del derecho a la indemnización, incluyendo el
reconocimiento y disculpa públicas establecido en el ar-
tículo 26, así como la obligación de las instituciones de
seguridad pública de celebrar un contrato de seguro, que
permite garantizar el cumplimiento de la obligación de
indemnización.

Esta comisión, estima que los aspectos antes señalados,
no son contradictorios de la Ley Federal de Responsa-
bilidad Patrimonial del Estado y son acordes a las ga-
rantías de seguridad jurídica dispuestas en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En cuanto a la adición de una fracción VI, al artículo 3,
que tiene por objeto excluir de la aplicación de la Ley
que regula  el Uso de la Fuerza por los Integrantes de las
Instituciones de Seguridad Pública Federal a las perso-
nas que formen parte de manifestaciones, esta comisión
considera conveniente recuperar lo dispuesto la fracción
VI del artículo 40 de la Ley General del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública, a efecto de armonizar ambas
disposiciones. Asimismo, tomando en cuenta el sentido
de la prohibición, se considera conveniente incorporar-
la como una fracción tercera al artículo 9.

Por lo anteriormente expuesto y, después de estudiar dete-
nidamente el contenido de la Iniciativa con Proyecto de
Decreto por el que se expide la Ley que regula  el Uso de
la Fuerza por los Integrantes de las Instituciones de Segu-
ridad Pública Federal, los integrantes de la Comisión de
Seguridad Pública de la Cámara de Diputados, sometemos
a la consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley que regula el Uso de
la Fuerza por los Integrantes de las Instituciones de Se-
guridad Pública

Artículo Único. Se expide la Ley que regula  el Uso de la
Fuerza por los Integrantes de las Instituciones de Seguridad
Pública:



Ley que regula el Uso de la Fuerza por los Integrantes
de las Instituciones de Seguridad Pública 

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público y de ob-
servancia en todo el territorio nacional y tiene por objeto
regular el uso de la fuerza que ejercen los integrantes de las
instituciones de seguridad pública federal, en los casos que
resulta necesario en cumplimiento de sus funciones.

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entende-
rá por

I. Armas de fuego: las autorizadas para el uso de los in-
tegrantes de las instituciones de seguridad pública fede-
ral de conformidad con la Ley Federal de Armas de Fue-
go y Explosivos y su Reglamento;

II. Armas intermedias: Aquellas que se utilizan para dis-
minuir la capacidad de movilidad de una persona, pre-
servando su integridad física o que ocasionan el menor
daño posible;

III. Armas letales: Aquellas que ocasionan o pueden
ocasionar daños físicos, que van desde las  lesiones a la
muerte de una persona;

IV. Detención: La restricción de la libertad de una per-
sona, realizada por algún integrante de las instituciones
de seguridad pública federal con el propósito de poner-
la a disposición de alguna autoridad competente, de
conformidad de las disposiciones legales aplicables;

V. Instituciones de seguridad pública: En términos de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, a las instituciones policiales, de procuración de jus-
ticia, del sistema penitenciario, del ámbito federal;

VI. Ley: La Ley que regula  el Uso de la Fuerza por los
Integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública;

VII. Integrante: Servidor público certificado que cuenta
con nombramiento  o asignación mediante otro instru-
mento jurídico autorizado, perteneciente a alguna de las
instituciones de seguridad pública federal;

VIII. Reglamento: Al Reglamento de la Ley que regula
el Uso de la Fuerza por los Integrantes de las Institucio-
nes de Seguridad Pública Federal;

IX. Resistencia pasiva: Cuando una o varias personas se
niegan en forma pacífica a obedecer una orden legítima,
comunicada en forma directa por algún integrante de las
instituciones de seguridad pública federal, quien previa-
mente se identificó como tal;

X. Resistencia activa: Cuando una o varias personas se
niegan a obedecer una orden comunicada por un ele-
mento de la policía, realizando acciones u omisiones
que ocasionan o pueden ocasionar daños o lesiones a sí
mismo, a un tercero o a la policía, con el objeto de evi-
tar su detención;

XI. Resistencia activa agravada: Cuando las acciones u
omisiones de una persona representan una agresión real,
actual o inminente y sin derecho a la vida o integridad
física de terceros o del elemento de policía;

XII. Sometimiento: La contención que realiza un inte-
grante sobre los movimientos de una persona con el fin
de inmovilizarla y asegurarla;

XIII. Tortura: Para los efectos de la presente ley, se en-
tenderá por tortura las conductas descritas en la Ley Fe-
deral para Prevenir y Sancionar la Tortura, y

XIV. Uso legítimo de la fuerza: la aplicación de técnicas,
tácticas y métodos de sometimiento sobre las personas
que se ubican en algunos de los supuestos establecidos en
la presente ley, así como en otras disposiciones aplica-
bles.

Capítulo II
Reglas Generales para el Uso de la Fuerza

Artículo 3. Son circunstancias que permiten el uso de la
fuerza a los integrantes de las instituciones policiales o de
seguridad pública federal, las siguientes:

I. Legítima defensa;

II. Cumplimiento de un deber;

III. Someter a la persona que se resista a la detención
ordenada por una autoridad competente o luego de ha-
ber infringido alguna ley o reglamento; 
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IV. Prevenir la comisión de conductas ilícitas; y 

V. Proteger o defender bienes jurídicos tutelados.

Artículo 4. La utilización del uso de la fuerza, en los casos
que sea necesario, se hará atendiendo a los principios de
congruencia, idoneidad, legalidad, necesidad, oportunidad,
proporcionalidad, racionalidad y respeto a los derechos hu-
manos. El uso de la fuerza es:

I. Congruente: Cuando es utilizada de manera exclusi-
va para lograr los objetivos de la autoridad o de la ac-
tuación del elemento de policía, en ejercicio de sus fun-
ciones en materia de seguridad pública,

II. Idónea: Cuando el armamento, equipo y técnica po-
licial empleados son los adecuados y aptos para repeler
la agresión y mantener la defensa y protección de las
personas y la sociedad, siendo utilizados solamente an-
te una acción violenta de parte de los infractores y no
como una demostración de fuerza excesiva en su inter-
vención.

III. Legal: Cuando se realiza en los supuestos previstos
y conforme a los procedimientos descritos en la presente
ley o demás disposiciones aplicables de manera expresa.

IV. Necesaria: Cuando sea estrictamente inevitable por
las Instituciones de Seguridad Pública Federal, sus ele-
mentos emplearán la fuerza para impedir la perturba-
ción del orden público y para reestablecerlo.

V. Oportuna: Cuando se aplica en el momento en que
se requiere para lograr   los fines de la seguridad públi-
ca o evitar el daño a la integridad, derechos y bienes de
las personas, las libertades o el orden público,

VI. Proporcional: Cuando se aplica en el nivel necesa-
rio para lograr el control del sujeto de la forma en que
menos le perjudique y corresponda al nivel de resisten-
cia o agresión que tenga contra terceros, y 

VII. Racional: cuando es el producto de una decisión
que valora el objetivo que se persigue, las circunstancias
del caso y las capacidades tanto del sujeto a controlar,
como del agente.

Artículo 5. Son obligaciones generales de las instituciones
de la seguridad pública respecto del uso de la fuerza por
sus integrantes:

I. Establecer procedimientos internos para regular el uso
de la fuerza, sustentados en la infraestructura técnica y
material necesaria, planeación y  principios especializa-
dos de operación;

II. Elaborar manuales e instructivos operativos y de
evaluación, control y supervisión especializados relati-
vos al uso de la fuerza;

III. Establecer mecanismos de control, almacenamiento
y asignación de armas de fuego, así como procedimien-
tos para asegurar que los funcionarios encargados de ha-
cer cumplir la ley respondan de las armas de fuego o
municiones que les hayan entregado;

IV. Establecer los mecanismos para proteger la vida e
integridad física de sus integrantes;

V. Implementar acciones permanentes para evitar cual-
quier acto de tortura o trato cruel y/o degradante, rela-
cionado con el uso de la fuerza;

VI. Determinar los avisos de advertencia que deberán
darse a las personas cuando sean necesarios por motivo
de sus funciones;

VII. Investigar y evaluar los incidentes en que se use la
fuerza por sus integrantes desde la óptica de cómo afec-
tan o cómo sus consecuencias pueden afectar la función
de seguridad pública, con la finalidad de aplicar las me-
didas preventivas, que resulten procedentes;

VIII. Implantar, regular y controlar el uso de armas no
letales, a fin de reducir al mínimo el riesgo de causar da-
ño a personas ajenas a actos delictivos;

IX. Dotar a sus integrantes de armamento, municiones y
equipo adecuado para el cumplimiento de sus funciones;

X. Proporcionar atención especializada  a los elementos
que intervengan en situaciones en las que se emplee la
fuerza o armas de fuego, para superar situaciones de
tensión u otras afectaciones de tipo psicológico;

XI. Adoptar las medidas necesarias, para que los man-
dos policiales o funcionarios superiores asuman la debi-
da responsabilidad cuando tengan conocimiento, o de-
bieran haberlo tenido, de que los funcionarios a sus
órdenes recurren, o han recurrido, al uso ilícito de la
fuerza y de armas de fuego;



XII. Garantizar el respeto de sus derechos y brindar la
asistencia necesaria, a los elementos que en cumpli-
miento del Código de Ética y de los principios y res-
ponsabilidades establecidos en esta ley y en otras leyes
relativas, se nieguen a ejecutar una orden de emplear la
fuerza o armas de fuego en situaciones que no la justifi-
can, o denuncien ese empleo por otros funcionarios;

XIII. Atender oportunamente las solicitudes de infor-
mación o recomendaciones de las autoridades u orga-
nismos competentes respecto del uso de la fuerza por
sus integrantes, y 

XIV. Preservar en lo posible, los indicios en el caso de
uso de fuerza.

Artículo 6. Los distintos niveles en el uso de la fuerza, en
los casos de resistencia o enfrentamiento son:

I. Persuasión o disuasión: a través de órdenes o instruc-
ciones directas, verbales o señales de los integrantes de
las instituciones de seguridad pública, en ejercicio de
sus funciones;

II. Reducción física de movimientos: mediante tácticas
especializadas, métodos o instrumentos que permitan
someter a las personas; 

III. Utilización de armas intermedias, a fin de someter
la resistencia de una persona, y 

IV. Utilización de armas de fuego o de fuerza letal, a
efecto de someter la resistencia activa agravada.

Artículo 7. La actuación de los integrantes de las institu-
ciones de seguridad pública, respecto al uso de la fuerza,
estará sujeta a las siguientes prohibiciones:

I. No usar la fuerza con fines punitivos o de venganza,

II. No infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, y

III. Abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar inde-
bidamente las acciones o manifestaciones que en ejerci-
cio de sus derechos constitucionales y con carácter pa-
cífico realice la población.

Las demás que establezca la presente ley, su reglamento y
demás disposiciones aplicables.

Artículo 8. Con el propósito de neutralizar la resistencia o
agresión de una persona que está infringiendo o acaba de
infringir alguna disposición jurídica; para cumplir las ór-
denes lícitas giradas por autoridades competentes, así co-
mo para prevenir la comisión de delitos e infracciones y
proteger o defender bienes jurídicos, los elementos de po-
licía podrán, en primera instancia, dar órdenes verbales di-
rectas y en caso de desobediencia o resistencia, implemen-
tarán el uso de la fuerza, a partir de las siguientes
directrices:

I. Sin utilizar armas, cuando para vencer la resistencia
pasiva de las personas realice acciones necesarias para
tal propósito; 

II. Con la utilización de armas intermedias, cuando pa-
ra neutralizar la resistencia activa de una persona haga
uso del equipo e instrumentos autorizados, con excep-
ción de las armas de fuego, y 

III. Con el uso de armas de fuego, cuando se presente el
caso de resistencia activa agravada.

Artículo 9. Son obligaciones de los integrantes de las ins-
tituciones de seguridad pública federal después de usar la
fuerza, las siguientes:

I. Proteger al destinatario del uso de fuerza, respetando
en todo momento sus derechos humanos;

II. Solicitar inmediatamente los servicios médicos,
cuando el uso de fuerza haya producido lesiones o
muerte;

III. Presentar inmediatamente a las personas detenidas
ante la autoridad competente;

IV. Informar de inmediato a su mando superior de los
eventos ocurridos y resultados del uso de la fuerza, y

V. Asistir a los tratamientos sicológicos, médicos u otros
especializados que resuelva la institución.

En caso de ser posible, se deberá informar a los familiares
que la persona señale sobre su estado de salud y, en su ca-
so, del lugar donde será atendido, a través del medio de co-
municación disponible.

Artículo 10. Las disposiciones de la presente ley son apli-
cables dentro de las instalaciones de reinserción social, por
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lo que las decisiones respecto del uso de la fuerza no se ve-
rán influidas por el hecho de que los destinatarios se en-
cuentren dentro de éstas.

Capítulo III
Reglas para el Uso de la Fuerza en 

Detenciones

Artículo 11. En los casos de detención en los que se pre-
suma la necesidad del uso de la fuerza, los elementos de
policía evaluarán la situación para determinar inmediata-
mente el nivel de fuerza que utilizará, consultando de ser
posible a sus superiores jerárquicos.

Artículo 12. Cuando en la detención de una persona sea
necesario usar la fuerza, de ser posible, se observará lo si-
guiente:

I. En principio se preferirán medios y técnicas de per-
suasión y control distintos al enfrentamiento, tales co-
mo, la negociación o convencimiento, con el fin de re-
ducir al mínimo daños a la integridad física de las
personas, y

II. Al identificar niveles de resistencia menor o resis-
tencia activa, se utilizarán preferentemente armas inter-
medias y equipos de apoyo.

Para el uso de armas letales o de fuego, en su caso, se es-
tará a lo dispuesto en el artículo 4.

Artículo 13. Concretada la detención, el integrante se ase-
gurará de que la persona no se provocará ningún daño y
que no representa un peligro. Asimismo, le practicará una
inspección corporal, preferentemente por un agente de su
propio sexo, con el fin de verificar que no tiene ningún ob-
jeto que pueda ser utilizado como arma.

Las pertenencias y objetos que le sean encontrados al dete-
nido le serán retirados para su registro, custodia y entrega
a la autoridad ante la cual sea remitido, en términos de la
presente ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 14. Si el sujeto que se opone a la detención o al
cumplimiento de una orden legítima de la autoridad se en-
cuentra armado, el elemento policial realizará las acciones
necesarias para brindar la protección a terceros ajenos a la
situación y autoprotegerse.

Artículo 15. Las instituciones de seguridad pública elabo-
rarán los manuales, reglamentos  y protocolos de actuación
específica que permitan el ejercicio de sus funciones.

Capítulo IV
Reglas para el Uso de la Fuerza en 

Caso de Desastres o Emergencia

Artículo 16. En caso de desastres o emergencias,  en que
existan situaciones graves que pongan en peligro la inte-
gridad física o la vida de las personas, las instituciones de
seguridad pública, en su caso, se coordinarán con las auto-
ridades de protección civil para apoyarlas en el cumpli-
miento de sus objetivos.

En caso de que sea necesario usar la fuerza para evacuar,
controlar o limitar el acceso, se seguirán las siguientes re-
glas:

I. En principio se implementarán medios y técnicas de
persuasión o disuasión;

II. Si los medios y técnicas a que se refiere la fracción
anterior no lograran su objetivo, se utilizarán los princi-
pios del uso de la fuerza para la resistencia pasiva, y

III. En caso de peligro inminente de las personas y de
presentarse algún tipo de resistencia activa, se podrán
utilizar diferentes niveles de fuerza.

Capítulo V
De las Armas y Equipo de Apoyo que 
Pueden ser Usados por los Integrantes 

de las Instituciones de Seguridad Pública

Artículo 17. En términos de las leyes de la materia, las ins-
tituciones de seguridad pública, proveerán a los elementos
de policía de las armas intermedias y de fuego, instrumen-
tos y equipos  necesarios para el cumplimiento de sus fun-
ciones, actualizándolas conforme al desarrollo de diseños y
tecnologías que reduzcan sus niveles de riesgo.

Artículo 18. Las instituciones de seguridad pública, dis-
pondrán las medidas necesarias para mantener los niveles
de efectividad de las armas, instrumentos y equipos, a tra-
vés del mantenimiento especializado.

Artículo 19. Se consideran armas intermedias, para los
efectos de la presente ley, los instrumentos y equipo de



apoyo en la función policial, que permiten controlar a un
individuo, dejarlo inmovilizado o repeler una agresión.

Son armas intermedias 

I. El bastón policial con empuñadura lateral;

II. El bastón policial recto;

III. El bastón policial corto, y

IV. Las demás que autoricen el reglamento y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables.

Las esposas de sujeción de muñecas o tobillos, son consi-
derados equipo de apoyo.

Capítulo VI 
De los Informes del uso de la fuerza 
y de la utilización de armas de fuego

Artículo 20. Los informes policiales correspondientes de-
berán contener, en su caso, una descripción sucinta de los
hechos  y circunstancias que exigieron el uso de la fuerza,
así como la justificación que sustentó el nivel de uso de la
fuerza.

En los casos en que se haya hecho uso de armas de fuego,
el informe policial deberá incluir al menos los siguientes
aspectos:

I. Fecha, hora y lugar donde se efectuaron los disparos;

II. Unidad que participa;

III. Causas de la acción;

IV. Motivo por el cuál el personal abrió fuego;

V. Sobre que personas u objetos se efectuaron los dispa-
ros;

VI.Tipo de armas y municiones empleadas;

VII. Las consecuencias visibles de los disparos, y

VIII. Un diagrama de la escena del incidente.

Capítulo VII
De la capacitación y certificación para el 

uso de la fuerza a los integrantes 
de las instituciones de seguridad pública

Artículo 21. En el diseño de los programas de profesiona-
lización, capacitación y actualización que lleven a cabo las
instituciones de seguridad pública, deberán incluirse as-
pectos y temas especializados sobre el uso de la fuerza.

Artículo 22. Las instituciones de seguridad pública esta-
blecerán un programa de evaluaciones periódicas de acuer-
do a estándares de eficiencia sobre el uso de la fuerza.

Capítulo VIII
De la indemnización en caso de que 

se declare la existencia de uso ilícito de la fuerza

Artículo 23. Las instituciones de seguridad pública, debe-
rán asumir la debida responsabilidad cuando el personal a
su cargo recurra al uso ilegítimo de la fuerza y de las armas
de fuego, y no adopten las medidas correspondientes para
impedir, eliminar o denunciar ese uso.

Artículo 24. Los particulares que hayan sufrido un daño en
su persona o bienes, con motivo del uso ilícito de la fuerza
por parte de los integrantes de alguna institución de segu-
ridad pública, cuando así haya sido declarado por la auto-
ridad competente, tendrán derecho a que se les cubra una
indemnización, en términos de la Ley Federal de Respon-
sabilidad Patrimonial del Estado.

Esta indemnización también incluirá el reconocimiento pú-
blico de la institución de seguridad pública de que se trate,
de su responsabilidad por los hechos por el uso excesivo de
la fuerza, así como la emisión de una disculpa a los fami-
liares de las personas desaparecidas y privadas de su vida,
en su caso, por haber incumplido sus obligaciones de ga-
rantizar los derechos a la libertad personal, integridad per-
sonal y vida de tales personas.

Artículo 25. Las instituciones de seguridad pública cele-
brarán un contrato de seguro, de conformidad con la Ley
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, que
cubra los daños ocasionados por sus integrantes a personas,
bienes muebles o inmuebles públicos o privados, cuando se
declare por las autoridades competentes el uso ilícito de la
fuerza.
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Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal, dentro de un plazo de 180
días, contados a partir de la entrada en vigor de la presente
ley, deberá emitir el Reglamento de la Ley que regula el
Uso de la Fuerza por los Integrantes de las Instituciones de
Seguridad Pública Federal.

Palacio Legislativo en San Lázaro, a 15 de abril de 2009.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: Juan Francisco Ri-
vera Bedoya (rúbrica), presidente; Ma. de los Ángeles Jiménez del
Castillo (rúbrica), Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), Luis
Gerardo Serrato Castell, Armando Barreiro Pérez (rúbrica), David
Mendoza Arellano (rúbrica), secretarios; Jesús Sergio Alcántara Nú-
ñez, Miguel Ángel Arellano Pulido, Roberto Badillo Martínez (rúbri-
ca), Gregorio Barradas Miravete, Manuel Cárdenas Fonseca, Yary del
Carmen Gebhardt Garduza, Jorge Justiniano González Betancourt,
Agustín Leura González (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rúbrica),
Miguel Ángel Macedo Escartín (rúbrica), Carlos Madrazo Limón,
Efraín Morales Sánchez, José Luis Murillo Torres (rúbrica), Manuel
Salvador Salgado Amador (rúbrica), Josefina Salinas Pérez (rúbrica),
Francisco Javier Santos Arreola, José de Jesús Solano Muñoz, Martín
Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Carlos Alberto Torres Torres (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD 
ENTRE MUJERES Y HOMBRES

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de la Comisión de Equidad y Género, con pro-
yecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la
Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Equidad y Género fue turnada, para su
estudio y posterior dictamen, la minuta proyecto de decre-
to por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley
General para la igualdad entre Mujeres y Hombres.

Las y los integrantes de esta dictaminadora, con funda-
mento en los artículos 39, numerales 1o. y 3o., 43, 44, 45,

y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88,
89, 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete-
mos a consideración de los miembros de esta honorable
asamblea, el presente dictamen, que se realiza conforme a
la siguiente

Metodología

I. En el capítulo “Antecedentes” se da constancia del
proceso legislativo, en su trámite de inicio, recibo de
turno para el dictamen de la referida minuta y de los tra-
bajos previos de la comisión.

II. En el capítulo “Contenido” se exponen los motivos y
alcance de la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo “Consideraciones” la comisión dicta-
minadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de
respaldar o desechar la minuta en análisis.

I. Antecedentes

Con fecha 20 de septiembre de 2007, el senador Manuel
Velasco Coello, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, presentó una iniciativa por la que se
reforman diversas disposiciones de la Ley General para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

En la sesión plenaria del Senado de la República celebrada
el 22 de abril de 2008  se aprobó el dictamen presentado
por las Comisiones Unidas de Equidad y Género, y de Es-
tudios Legislativos Segunda.

En esa misma fecha se turnó a la Cámara de Diputados para
los efectos del inciso a) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El 24 de abril de 2008 se dio cuenta de la minuta en la Cá-
mara de Diputados y fue remitida para su análisis y poste-
rior dictamen a la Comisión de Equidad y Género.

II. Contenido

La minuta objeto de estudio tiene por objeto establecer la
obligación del Estado de implementar medidas que asegu-
ren la conciliación del trabajo y de la vida personal y fami-
liar de las mujeres y los hombres, así como el fomento de



la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la
atención a la familia.

Asimismo, establecer la implementación de acciones y
programas tendientes a fomentar el respeto de los dere-
chos, las libertades, la igualdad entre mujeres y hombres,
así como el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro
de los principios democráticos de convivencia; y la elimi-

nación de los obstáculos que dificultan la igualdad efectiva
entre hombres y mujeres.

Para efectos de estudio, esta dictaminadora estima oportu-
no realizar un cuadro comparativo entre las disposiciones
vigentes y las propuestas contenidas en la minuta:
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III. Consideraciones

La igualdad de género se logra cuando mujeres y hombres
tienen el mismo poder para ir construyendo la sociedad y
sus propias vidas; deben tener posibilidades, derechos y
responsabilidades iguales en todas las áreas de la vida, la
desigualdad no solamente cimienta un sistema no demo-
crático, sino contribuye también a un mal aprovechamien-
to de los recursos. 

El artículo 4o. constitucional establece que “el varón y la
mujer son iguales ante la ley”, éste es un principio general
que, entre otros, aspira a alcanzar el valor de la justicia le-
gal, es decir, que la legislación nacional debe observarlo
para que las leyes secundarias establezcan las disposicio-
nes necesarias que avanzar hacia la igualdad, subsanando
las deficiencias o lagunas existentes en el cuerpo normati-
vo de que se trate, o bien, reconociendo que hay una des-
igualdad existente por razones de género, que de manera
tradicional ha permeado en la sociedad mexicana y que se
ha visto reflejada en los diversos esquemas jurídicos, so-
ciales, económicos y culturales. 

Producto de la aprobación y adopción de diversos instru-
mentos internacionales que buscan eliminar la desigualdad
existente y discriminación por razones de género, se apro-
bó la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres.

Esta disposición tiene como objetivo regular y garantizar la
igualdad entre mujeres y hombres, además de proponer los
lineamientos y mecanismos institucionales que orienten a
la nación hacia el cumplimiento de una igualdad sustantiva
en los ámbitos público y privado.

La importancia de este instrumento jurídico estriba en que
sienta las bases para el diseño de una política nacional en
materia de igualdad entre los géneros, donde las instancias
y dependencias de la administración pública federal así co-
mo los estados y los municipios, en coordinación con or-
ganizaciones de la sociedad civil, deben realizar acciones
para promover la igualdad entre mujeres y hombres.

Con este ordenamiento, nuestro país ha estado dando los
pasos para dar cumplimiento a diversos instrumentos inter-
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nacionales que llaman a los estados a realizar acciones pa-
ra eliminar la brecha de desigualdad que aun existe por ra-
zones de género.

Por ello, coincidimos con la colegisladora de que las pro-
puestas contenidas en la minuta objeto del presente dicta-
men, amplíen los fines de la Ley de referencia.

Por lo que se procede a emitir valoración de cada una de las
reformas y adiciones contenidas en la minuta:

Artículo 1

Incorporar la igualdad de oportunidades y de trato como
objetivo de la Ley es acertado en función de que permi-
te ampliar los fines que persigue; de igual forma el es-
tablecer la lucha contra la discriminación basada en el
sexo.

Artículo 3

No se estima viable, toda vez que el artículo 1o. de la
ley ya establece que sus disposiciones son de orden pú-
blico, de observancia general en todo el territorio nacio-
nal, lo cual obliga a todas las personas, ya sean físicas o
morales que se encuentren dentro del territorio mexica-
no.

Artículo 5

Se coincide en la necesidad de introducir conceptos en
la ley, a efecto de homologar la legislación en la mate-
ria, con la finalidad de evitar confusiones en la aplica-
ción de la norma y que representen un menoscabo a los
derechos de las mujeres.

Sin embargo, no se estima viable modificar el concepto de
acciones afirmativas, ya que el vigente se retoma de lo es-
tablecido  en el artículo 4o., primer párrafo, de la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer; de igual forma, es innecesario
incluir el concepto de discriminación directa por razón de
sexo como lo propone la colegisladora, toda vez que la ley
que se reforma sólo hace mención de manera genérica al
concepto de discriminación.

Respecto al concepto de equidad de género que se propone
en la minuta objeto del presente dictamen, se considera in-
necesaria su inclusión, ya que la Ley de referencia no hace
referencia a dicho término, además de que en cumplimien-

to de las recomendaciones del Comité de Expertas de la
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer, esta LX Legislatura ha ve-
nido utilizando el término de igualdad en sustitución del de
equidad de género.

Por lo que hace a los conceptos de “igualdad sustantiva” y
“principio de igualdad”, se estima innecesaria su inclusión,
en función de que en el artículo 1o. de la Ley se encuentran
contemplados y en el artículo 6o. del mismo ordenamien-
to.

En otras definiciones se proponen las siguientes modifica-
ciones:

• Acoso sexual, se sugiere homologarlo a lo que esta-
blece la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencia, en su artículo 13, por lo que la de-
finición quedaría de la siguiente manera: 

“Acoso sexual. Es una forma de violencia en la
que, si bien no existe la subordinación, hay un
ejercicio abusivo de poder que conlleva a un esta-
do de indefensión y de riesgo para la víctima, in-
dependientemente de que se realice en uno o va-
rios eventos.”

• Discriminación, se sugiere homologarla a lo que dis-
pone el artículo 4o. de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, de tal suerte que quedaría
de la siguiente manera:

“Discriminación. Toda distinción, exclusión o res-
tricción que, basada en el origen étnico o nacional,
sexo, edad, discapacidad, condición social o eco-
nómica, condiciones de salud, embarazo, lengua,
religión, opiniones, preferencias sexuales, estado
civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o
anular el reconocimiento o el ejercicio de los dere-
chos y la igualdad real de oportunidades de las
personas.”

• Perspectiva de género, se sugiere armonizarla con lo
establecido en la Ley del Instituto Nacional de las Mu-
jeres y en la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, de tal forma quedaría de la
siguiente manera:

“Perspectiva de Género. Es una visión científica,
analítica y política sobre las mujeres y los hom-



bres. Se propone eliminar las causas de la opre-
sión de género como la desigualdad, la injusticia y
la jerarquización de las personas basada en el gé-
nero. Promueve la igualdad entre los géneros a
través de la equidad, el adelanto y el bienestar de
las mujeres; contribuye a construir una sociedad
en donde las mujeres y los hombres tengan el mis-
mo valor, la igualdad de derechos y oportunidades
para acceder a los recursos económicos y a la re-
presentación política y social en los ámbitos de to-
ma de decisiones.”

En las demás adiciones que se realizan al artículo en men-
ción se está de acuerdo, ya que se retoman elementos de
definiciones que se establecen en otras leyes de la materia.

Artículo 6

Se considera que no es necesaria, ya que dicho artículo
se refiere “a todas las formas de discriminación” en con-
tra de la mujer, por lo que dicho concepto engloba la
discriminación directa e indirecta.

Artículo 17

Se estima viable las adiciones propuestas para que la po-
lítica nacional en materia de igualdad entre mujeres y
hombres considere la adopción de medidas para logar
una conciliación de la vida laboral y las actividades de
las personas, con el fin de  brindar igualdad de oportu-
nidades en el empleo.

De igual forma es importante que se pueda avanzar en la
erradicación del lenguaje sexista en todos los ámbitos de la
vida; se incorporen en los principios con los que se impar-
te la educación el respeto de los derechos humanos, así co-
mo la erradicación de cualquier forma de discriminación.

Por lo que hace a la fracción VII propuesta en la minuta, se
considera que no es viable, ya que las acciones para preve-
nir y erradicar cualquier forma y modalidad de violencia de
género son facultades propias del sistema Nacional creado
en el marco de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia.

Se coincide en la necesidad de que en la formulación de las
políticas para la atención de la salud, se tomen en cuenta
las necesidades diferenciadas entre mujeres y hombres,
aunque se sugiere ampliar el contexto, de tal suerte la re-
dacción quedaría de la siguiente manera:

“Incluir en la formulación, desarrollo y evaluación
de las políticas en materia de salud, educación, de los
ámbitos laboral, económico, cultural y de cualquier
otro, las diversas necesidades de mujeres y hombres,
así como los mecanismos para abordarlas de manera
eficaz”

Artículo 33 y 34

Se considera oportuno introducir como uno de los obje-
tivos de la Política Nacional para el fortalecimiento de
la igualdad de género, el establecimiento de medidas
que aseguren el acceso de las mujeres al ámbito laboral
y el respeto de sus derechos; además de que se ponga es-
pecial atención en la promoción de medidas en contra
del acoso sexual y su prevención.

Sin embargo, por lo que hace al artículo 34, se propone re-
forzar la redacción para quedar de la siguiente manera:

“Artículo 34. Para los efectos de lo previsto en el ar-
tículo anterior, las autoridades correspondientes ga-
rantizarán el principio de igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hombres en el ámbi-
to del empleo, así como el derecho fundamental a la
no discriminación de aquellas en las ofertas laborales,
en la formación y promoción profesional, en las con-
diciones de trabajo, incluidas las retributivas, y en la
afiliación y participación en las organizaciones sindi-
cales, empresariales, o en cualquier organización cu-
yos miembros ejerzan una profesión concreta, para lo
cual desarrollarán las siguientes acciones:”

Artículo 37

Por lo que respecta a la Política nacional en materia de
igualdad para la promoción del acceso a los derechos
sociales, se estima conveniente que uno de sus objetivos
sea la modificación de patrones culturales que asignan
roles a las mujeres y hombres, basados en una idea de
inferioridad o superioridad o de estereotipos.

Artículo 40

De acuerdo con los objetivos de garantizar una igualdad
de trato en el ámbito laboral, se estima oportuna la adi-
ción propuesta en la minuta por lo que hace a este artí-
culo, a efecto de contribuir al reparto equilibrado de res-
ponsabilidades que surjan de las relaciones familiares, a
efecto de conceder permisos de paternidad.
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Artículo 42

Las adiciones para este artículo se estiman viables, ya
que sólo a través de la utilización de un lenguaje inclu-
yente y que tome en cuenta la perspectiva de género, es
como se pueden hacer visible las diferencias entre mu-
jeres y hombres: además de que se debe velar que los
medios de comunicación  no transmitan mensajes o di-
fundan imágenes con base a estereotipos o roles que se
le asignan a las personas en función de su sexo.

Por todo lo anteriormente expuesto, las y los integrantes de
la Comisión de Equidad y Género, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 72 fracción e) de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a
consideración de esta Honorable Asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres

Artículo Único. Se reforman los artículos 1; 5, fracciones
II, III y IV; 34, primer párrafo; y se adicionan los artículos
5, con las fracciones V, VI y VII; 17, con las fracciones VII,
VIII, IX y X; 33, con la fracción IV; 34, con la fracción
XII; 37, con la fracción IV; 40, con la fracción XI y 42, con
las fracciones IV y V a la Ley General para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto regular y ga-
rantizar la igualdad de oportunidades y de trato entre mu-
jeres y hombres, proponer los lineamientos y mecanismos
institucionales que orienten a la Nación hacia el cumpli-
miento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y
privado, promoviendo el empoderamiento de las mujeres y
la lucha contra toda discriminación basada en el sexo.
Sus disposiciones son de orden público e interés social y de
observancia general en todo el territorio nacional.

Artículo 5. ...

I. …

II. Acoso sexual. Es una forma de violencia en la que,
si bien no existe la subordinación, hay un ejercicio
abusivo de poder que conlleva a un estado de inde-
fensión y de riesgo para la víctima, independiente-
mente de que se realice en uno o varios eventos.

III. Discriminación. Toda distinción, exclusión o res-
tricción que, basada en el origen étnico o nacional,
sexo, edad, discapacidad, condición social o econó-
mica, condiciones de salud, embarazo, lengua, reli-
gión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o
cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el
reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la
igualdad real de oportunidades de las personas.

IV. Perspectiva de género. Es una visión científica,
analítica y política sobre las mujeres y los hombres.
Se propone eliminar las causas de la opresión de gé-
nero como la desigualdad, la injusticia y la jerarqui-
zación de las personas basada en el género. Promue-
ve la igualdad entre los géneros a través de la
equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres;
contribuye a construir una sociedad en donde las
mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la
igualdad de derechos y oportunidades para acceder
a los recursos económicos y a la representación polí-
tica y social en los ámbitos de toma de decisiones.

V. Transversalidad. Es el proceso que permite garan-
tizar la incorporación de la perspectiva de género
con el objetivo de valorar las implicaciones que tiene
para las mujeres y los hombres cualquier acción que
se programe, tratándose de legislación, políticas pú-
blicas, actividades administrativas, económicas y
culturales en las instituciones públicas y privadas.

VI. Sistema Nacional. Sistema Nacional para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

VII. Programa Nacional. Programa Nacional para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Artículo 17. ...

...

I. a IV. ...

V. Promover la igualdad entre mujeres y hombres en
la vida civil;

VI. Promover la eliminación de estereotipos estable-
cidos en función del sexo;

VII. El establecimiento de medidas que aseguren la
conciliación del trabajo y de la vida personal y fami-



liar de las mujeres y hombres, así como el fomento de
la corresponsabilidad en las labores domésticas y en
la atención a la familia;

VIII. La implementación de un lenguaje no sexista
en el ámbito administrativo y su fomento en la tota-
lidad de las relaciones sociales;

IX. En el sistema educativo, la inclusión entre sus fi-
nes de la formación en el respeto de los derechos y li-
bertades y de la igualdad entre mujeres y hombres,
así como en el ejercicio de la tolerancia y de la liber-
tad dentro de los principios democráticos de convi-
vencia; así como la inclusión dentro de sus principios
de calidad, de la eliminación de los obstáculos que di-
ficultan la igualdad efectiva entre hombres y muje-
res, y

X. Incluir en la formulación, desarrollo y evaluación
de las políticas en materia de salud, educación, de los
ámbitos laboral, económico, cultural y de cualquier
otro, las diversas necesidades de mujeres y hombres,
así como los mecanismos para abordarlas de manera
eficaz.

Artículo 33....

I. ...

II. Desarrollo de acciones para fomentar la integra-
ción de políticas públicas con perspectiva de género
en materia económica;

III. Impulsar liderazgos igualitarios, y

IV. Establecimiento de medidas para fortalecer el ac-
ceso de las mujeres al empleo y la aplicación efectiva
del principio de igualdad de trato y no discrimina-
ción en las condiciones de trabajo entre mujeres y
hombres.

Artículo 34. Para los efectos de lo previsto en el artículo
anterior, las autoridades correspondientes garantizarán
el principio de igualdad de trato y de oportunidades en-
tre mujeres y hombres en el ámbito del empleo, así co-
mo el derecho fundamental a la no discriminación de
aquellas en las ofertas laborales, en la formación y pro-
moción profesional, en las condiciones de trabajo, in-
cluidas las retributivas, y en la afiliación y participa-
ción en las organizaciones sindicales, empresariales, o

en cualquier organización cuyos miembros ejerzan una
profesión concreta, para lo cual desarrollarán las si-
guientes acciones:

I. a IX. ...

X. Diseñar políticas y programas de desarrollo y de
reducción de la pobreza con perspectiva de género;

XI. Establecer estímulos y certificados de igualdad
que se concederán anualmente a las empresas que
hayan aplicado políticas y prácticas en la materia, y

XII. Promover condiciones de trabajo que eviten el
acoso sexual y su prevención por medio de la elabo-
ración y difusión de códigos de buenas prácticas,
campañas informativas o acciones de formación.

Artículo 37....

I. ...

II. Supervisar la integración de la perspectiva de gé-
nero al concebir, aplicar y evaluar las políticas y ac-
tividades públicas, privadas y sociales que impactan
la cotidianeidad;

III. Revisar permanentemente las políticas de pre-
vención, atención, sanción y erradicación de la vio-
lencia de género, y

IV. Modificar los patrones socioculturales de con-
ducta de hombres y mujeres con miras a alcanzar la
eliminación de los prejuicios y las prácticas consue-
tudinarias y de cualquier otra índole que estén basa-
dos en la idea de la inferioridad o superioridad de
cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas
de hombres y mujeres.

Artículo 40. ...

I. a VIII. ...

IX. Establecer los mecanismos para la atención de
las víctimas en todos los tipos de violencia contra las
mujeres; 

X. Fomentar las investigaciones en materia de pre-
vención, atención, sanción y erradicación de la vio-
lencia contra las mujeres, y 
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XI. Contribuir a un reparto más equilibrado de las
responsabilidades familiares reconociendo a los pa-
dres el derecho a un permiso y a una prestación por
paternidad.

Artículo 42. ...

I. ...

II. Desarrollar actividades de concientización sobre
la importancia de la igualdad entre mujeres y hom-
bres; 

III. Vigilar la integración de una perspectiva de gé-
nero en todas las políticas públicas; 

IV. Promover la utilización de un lenguaje con pers-
pectiva de género en la totalidad de las relaciones so-
ciales, y

V. Velar por que los medios de comunicación trans-
mitan una imagen igualitaria plural y no estereoti-
pada de mujeres y hombres en la sociedad, promue-
van el conocimiento y la difusión del principio de
igualdad entre mujeres y hombres y eviten la utiliza-
ción no sexista del lenguaje.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2009.

La Comisión de Equidad y Género, diputados: Maricela Contreras
Julián (rúbrica), presidenta; Nelly Asunción Hurtado Pérez, Mirna Ce-
cilia Rincón Vargas (rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Salazar (rú-
brica), Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez (rúbrica), Martha Angélica
Tagle Martínez (rúbrica), Ana María Ramírez Cerda, secretarias; Alma
Xóchil Cardona Benavídez, María Mercedes Corral Aguilar, Beatriz
Eugenia García Reyes, María Hilda Medina Macías, Lizbeth Evelia
Medina Rodríguez (rúbrica), Rocío del Carmen Morgan Franco, María
Soledad Limas Frescas (rúbrica), Gerardo Priego Tapia, Ivette Jacque-
line Corral Ramírez (rúbrica), Laura Angélica Rojas Hernández, Mari-
bel Luisa Alva Olvera (rúbrica), Irene Aragón Castillo (rúbrica), Auro-
ra Cervantes Rodríguez, Claudia Lilia Cruz Santiago (rúbrica), Holly
Matus Toledo, David Sánchez Camacho (rúbrica), Guillermina López
Balbuena (rúbrica), Lilia Guadalupe Merodio Reza, Mayra Gisela Pe-

ñuelas Acuña (rúbrica), Martha Rocío Partida Guzmán (rúbrica), Blan-
ca Luna Becerril (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION - 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Fiscal de la Federación y de la
Ley del Impuesto sobre la Renta

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción I, y 72, inciso h) de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo federal sometió a
consideración del honorable Congreso de la Unión la ini-
ciativa de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

Los integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con base en las facultades que nos confieren los artí-
culos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

1. El 27 de marzo de 2009, el Ejecutivo federal presentó la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones del Código Fiscal de la Federación
y de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

2. El 31 de marzo de 2009, la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados turnó a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público la iniciativa en comento para estudio y dicta-
men.



Exposición de motivos de la iniciativa

A. Código Fiscal de la Federación

1. Declaraciones

La iniciativa del Ejecutivo federal señala que, a fin de con-
tinuar con las medidas de simplificación que se han venido
aplicando en los últimos años, se propone reformar al artí-
culo 32 del Código Fiscal de la Federación para establecer
que las declaraciones complementarias sustituirán a la de-
claración presentada anteriormente, por lo que dichas de-
claraciones complementarias deben contener no sólo la in-
formación que se modifica sino todos los demás datos
requeridos en la declaración original, lo cual permitirá al
contribuyente contar con un solo documento para conocer
su última declaración.

El Ejecutivo federal destaca que lo anterior no implicaría
mayor carga para el contribuyente, puesto que al presentar
su declaración por vía electrónica podrá recuperar la decla-
ración que pretende modificar sin que sea necesario volver
a capturar la información ni borrar los demás datos que no
pretende modificar.

2. Exportaciones

En la iniciativa que se dictamina se expone que se ha ob-
servado que uno de los casos más importantes de solicitu-
des de devolución fraudulentas es la aplicación de la tasa
de 0 por ciento del impuesto al valor agregado, al valor de
la enajenación de bienes que no se exportan o que se ex-
portan por valores menores a los declarados, por lo que a
fin de combatir esta práctica fiscal indebida, se propone
modificar el artículo 59 del Código Fiscal de la Federación
con la finalidad de que las presunciones contempladas en
dicho artículo también sean aplicables para la comproba-
ción de la realización de los actos o actividades por los que
se deban pagar contribuciones y, por ende, la actualización
de las hipótesis para la aplicación de las tasas establecidas
en las disposiciones fiscales.

Agrega la iniciativa que con las modificaciones señaladas
en el párrafo anterior, se propone establecer supuestos en
los que se presume que los bienes que el contribuyente de-
clare haber exportado fueron enajenados en territorio na-
cional, independientemente de que cuente con el pedimen-
to de exportación, ya que este último documento sólo
servirá para probar que el contribuyente cumplió las for-
malidades relativas a la salida de bienes del territorio na-

cional; sin embargo, la existencia material de la operación
de exportación recaerá en el propio contribuyente, cuando
exista requerimiento de las autoridades fiscales.

3. Participación en delitos fiscales

En la iniciativa sujeta a dictamen se señala que aun cuando
la autoría y participación de los sujetos activos en los deli-
tos fiscales se encuentra prevista en el artículo 95 del Có-
digo Fiscal de la Federación, actualmente muchos conta-
dores, abogados, agentes aduanales y otros profesionistas,
técnicos o sus auxiliares, evaden la acción de la justicia ba-
jo la excusa de la “reserva en la información o secreto pro-
fesional” o de que su intervención se limita a una sugeren-
cia u opinión, que puede o no ser tomada en cuenta por el
contribuyente.

Asimismo, en la citada iniciativa se indica que dichas con-
ductas constituyen un querer y entender el incumplimiento
de obligaciones fiscales de carácter patrimonial, por lo que
tal incumplimiento al amparo de la opinión, sugerencia, in-
ducción, ayuda o auxilio de las mencionadas personas de-
be ser reprochada penalmente a efecto de salvaguardar co-
mo bien jurídico tutelado a la hacienda pública o al sistema
tributario, ya que incluso se ha detectado que las referidas
personas han propuesto a los contribuyentes la utilización
de sociedades cooperativas a efecto de aplicar de manera
inadecuada el concepto de previsión social.

De acuerdo con lo anterior, el Ejecutivo federal propone
contar con un tipo penal específico que no sólo inhiba la
participación de asesores, consultores, agentes aduanales u
otros profesionistas, técnicos o auxiliares de los mismos,
en la comisión de los delitos de contrabando y defrauda-
ción fiscal y sus respectivos equiparables, sino también que
a los mismos se les aplique la pena prevista para dichos de-
litos.

B. Ley del Impuesto sobre la Renta

1. Previsión social

En la iniciativa sujeta a dictamen se señala que (i) la previ-
sión social como gasto estrictamente indispensable de las
empresas se sujeta a requisitos, modalidades y límites para
su deducción y, por otra parte, a montos máximos respecto
de la exención del ingreso que por dicho concepto perciben
los trabajadores; (ii) en 2002 se incorporó en la Ley del Im-
puesto sobre la Renta la definición de previsión social pa-
ra precisar su alcance, y (iii) conforme a lo que prevé el ar-
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tículo 8o. de la citada Ley se considera como previsión so-
cial a las erogaciones efectuadas por los patrones a favor de
sus trabajadores que tengan por objeto satisfacer contin-
gencias o necesidades presentes o futuras, así como el otor-
gar beneficios a favor de dichos trabajadores, tendientes a
su superación física, social, económica o cultural, que les
permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la de
su familia.

En la propia iniciativa se indica que para alcanzar el obje-
tivo de las sociedades cooperativas, la Ley General de So-
ciedades Cooperativas establece la constitución, entre
otros, del “fondo de previsión social” respecto del cual se
han venido aplicando en forma inadecuada las disposicio-
nes fiscales relacionadas con la previsión social; ya que no
se consideran los límites, requisitos y condiciones estable-
cidos en la Ley del Impuesto sobre la Renta para la deduc-
ción del gasto de la sociedad cooperativa y la exención del
ingreso de los socios.

La iniciativa que se dictamina agrega que lo señalado en el
párrafo anterior se ha instrumentado a través de la consti-
tución de sociedades cooperativas, que ofrecen la presta-
ción de sus servicios en forma directa o indirecta a las em-
presas, y que en dichas cooperativas los trabajadores de las
mencionadas empresas se convierten en socios cooperati-
vistas.

De igual forma, la iniciativa del Ejecutivo federal destaca
que los referidos fondos de previsión social se crean y en-
tregan a los socios cooperativistas periódicamente (sema-
nal, quincenal o mensualmente), sin contar con un periodo
razonable de permanencia de la reserva que se crea para
ello y sin que se acredite que los mismos se destinan a los
conceptos que en ellos se incluyen como previsión social;
asimismo, la propia iniciativa destaca el hecho de que las
cantidades entregadas a los socios regularmente son muy
superiores a las que por concepto de anticipos por rendi-
mientos reciben en los mismos periodos.

Aunado a lo anterior, en la iniciativa se señala que la ope-
ración antes descrita tiene una consecuencia fiscal adversa
para el socio cooperativista que recibe cantidades prove-
nientes de los fondos de previsión social, ya que para que
pueda considerarlas como ingresos exentos, además de es-
tar comprendidos en el límite previsto en el artículo 109 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta, se debe acreditar que
el ingreso percibido se destinó efectivamente a las eroga-
ciones de los distintos conceptos a que se refieren los fon-

dos de previsión social, de lo contrario, el ingreso es gra-
vable para el socio.

Asimismo, en la iniciativa se señala que se ha aplicado en
forma inadecuada lo establecido en los artículos 8o., 31,
fracción XII y 109, fracción VI y penúltimo párrafo, de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, argumentando que al re-
ferirse tales preceptos al término “trabajadores”, los requi-
sitos señalados para la deducción del gasto y el límite de la
exención no son aplicables a los “socios cooperativistas”.

En este sentido, en la iniciativa se propone aclarar el al-
cance que hoy en día tienen las disposiciones fiscales apli-
cables a los fondos de previsión social de las sociedades
cooperativas, mediante la incorporación de un tratamiento
fiscal específico para dichos fondos; aún y cuando las dis-
posiciones fiscales vigentes, incluyendo los requisitos y lí-
mites que éstas contienen, son las aplicables a los referidos
fondos.

Asimismo, en la iniciativa que se comenta se indica que,
atendiendo al mandato del artículo 5o. del Código Fiscal de
la Federación y a lo señalado por el Poder Judicial de la Fe-
deración en materia de la interpretación y aplicación de las
disposiciones fiscales, la adecuada interpretación de las
disposiciones fiscales en materia de previsión social es que
el ingreso por los servicios personales prestados por los so-
cios cooperativistas se regula dentro del Capítulo I, “De los
Ingresos por Salarios y en General por la Prestación de un
Servicio Personal Subordinado”, Título IV, “De las Perso-
nas Físicas”, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

En la iniciativa se agrega que el artículo 110 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta asimila a los ingresos por la pres-
tación de un servicio personal subordinado a los rendi-
mientos y anticipos que obtengan los socios cooperativis-
tas, por lo que no obstante que los socios cooperativistas no
son trabajadores, por disposición expresa de la ley los in-
gresos percibidos por los mismos, incluidas las prestacio-
nes, tienen el tratamiento de ingresos por la prestación de
un servicio personal subordinado.

En ese contexto, en la iniciativa se indica que, en resumen,
las reglas señaladas en la Ley del Impuesto sobre la Renta
para la previsión social son las siguientes:

i. Se considera previsión social a las erogaciones efec-
tuadas que tengan por objeto satisfacer contingencias o
necesidades presentes o futuras, así como el otorgar be-



neficios a favor de los trabajadores, tendientes a su su-
peración física, social, económica o cultural, que les
permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la
de su familia (artículo 8o.).

ii. Que las prestaciones correspondientes se otorguen en
forma general en beneficio de todos los trabajadores (ar-
tículo 31, fracción XII).

iii. Es ingreso exento del impuesto sobre la renta el per-
cibido con motivo de subsidios por incapacidad, becas
educacionales para los trabajadores o sus hijos, guarde-
rías infantiles, actividades culturales y deportivas, y
otras prestaciones de previsión social de naturaleza aná-
loga, que se concedan de manera general, de acuerdo
con las leyes o por contratos de trabajo (artículo 109,
fracción VI).

iv. La exención señalada en el inciso que antecede se li-
mita a siete veces el salario mínimo general del área ge-
ográfica del contribuyente, elevado al año (artículo 109,
sexto párrafo).

2. Alimentos

En la iniciativa que se dictamina, se indica que el artículo
109, fracción XXII de la Ley del Impuesto sobre la Renta
establece que no se pagará el impuesto sobre la renta por la
obtención de ingresos por concepto de alimentos, en los
términos de ley; sin embargo, se señala que es importante
precisar que la acepción a que se refiere la ley fiscal es la
relativa a la obligación de los adoptantes, adoptados, cón-
yuges, concubinos, padres, hijos, hermanos y parientes co-
laterales de otorgar alimentos al acreedor alimentario de
que se trate, contenida en el Código Civil Federal y en los
códigos civiles de las entidades federativas.

Asimismo, en la iniciativa se destaca que con la reforma
que se propone a la fracción XXII del artículo 109, de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, se pretende evitar confu-
siones y otorgar certeza a los contribuyentes, en el sentido
de que no deben pagar el impuesto sobre la renta los acre-
edores alimentistas que perciban ingresos por concepto de
alimentos en términos del Libro Primero, Título Sexto, Ca-
pítulo II, del Código Civil Federal y sus correlativos de los
códigos civiles de las entidades federativas y evitar que las
sociedades en nombre colectivo u otras personas morales o
figuras jurídicas, haciendo una incorrecta interpretación de
las disposiciones fiscales entreguen a sus socios ingresos

por los que no cubren el impuesto sobre la renta al deno-
minarles “alimentos”.

Así pues, el Ejecutivo federal aclara que las cantidades que
las personas morales eroguen por concepto de “alimentos”
en favor de otras personas no son ingresos exentos en tér-
minos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al no ser ése
el alcance que dicho concepto tiene para el Código Civil
Federal y para los códigos civiles de las entidades federati-
vas, sino que, por el contrario, en este caso constituyen
cantidades que se entregan a cuenta de utilidades de la so-
ciedad, tal como lo establece la Ley General de Sociedades
Mercantiles, las cuales, por ende, son cantidades sujetas al
impuesto sobre la renta.

Por las anteriores consideraciones, el Ejecutivo federal
propone reformar la fracción XXII antes señalada para pre-
cisar que los ingresos que se encuentran exentos del im-
puesto sobre la renta únicamente corresponden a los ali-
mentos a los que se refiere el Libro Primero, Título Sexto,
Capítulo II, del Código Civil Federal y sus correlativos de
los códigos civiles de las entidades federativas, es decir, los
que se dan entre personas físicas con alguna relación fami-
liar o de parentesco.

3. Erogaciones superiores a los ingresos declarados

En la iniciativa se plantea reformar el segundo párrafo del
artículo 107 de Ley del Impuesto sobre la Renta, relativo a
la facultad de las autoridades fiscales de determinar pre-
suntivamente ingresos omitidos, con la finalidad de otorgar
certeza jurídica al aclarar el alcance del término erogación
contenido en el mismo, ya que se ha interpretado que ese
concepto se limita únicamente a los gastos, a las adquisi-
ciones de bienes y a los depósitos en cuentas bancarias o en
inversiones financieras, cuando en realidad aplica a cual-
quier tipo de erogación que realice el contribuyente. Asi-
mismo, se propone reformar el tercer párrafo del referido
artículo a efecto de precisar que con independencia de que
el contribuyente presente su declaración, las autoridades
fiscales podrán determinar presuntivamente ingresos omi-
tidos en los términos previstos en dicho precepto.

4. Dividendos o utilidades

En la iniciativa que se dictamina se propone reformar el ar-
tículo 165, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta
a fin de considerar como dividendos o utilidades a los inte-
reses que perciban los socios respecto de sus aportaciones
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dentro de una sociedad de responsabilidad limitada duran-
te el inicio de operaciones, cuando así se estipule en el con-
trato social, haciendo remisión para esos efectos al artícu-
lo 85 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, así
como para aclarar que, por ende, les resulta aplicable el
mismo tratamiento que se prevé en dicha fracción I.

Consideraciones de la comisión

A. Código Fiscal de la Federación

1. Declaraciones

Los integrantes de la comisión dictaminadora concuerdan
con la iniciativa objeto de dictamen en que es necesario
continuar con las medidas de simplificación tributaria, por
lo que se considera adecuado reformar el artículo 32 del
Código Fiscal de la Federación, a fin de establecer que las
declaraciones complementarias sustituyen a la declaración
presentada anteriormente por lo que deben contener todos
los demás datos requeridos en la declaración original y no
solamente la información que se modifica.

2. Exportaciones

Esta comisión dictaminadora coincide con la propuesta del
Ejecutivo federal, en el sentido de que el propio contribu-
yente debe acreditar la existencia material de la operación
de exportación cuando exista requerimiento de las autori-
dades fiscales y con ello combatir la práctica fiscal indebi-
da consistente en aplicar, para los efectos del impuesto al
valor agregado, la tasa del 0 por ciento a mercancías que
fueron enajenadas y no exportadas. Así las cosas, la que
dictamina considera adecuada la propuesta del Ejecutivo
federal para modificar el artículo 59 del Código Fiscal de
la Federación, con la finalidad de que las presunciones
contempladas en dicho artículo también sean aplicables pa-
ra la comprobación de la realización de los actos o activi-
dades por los que se deba pagar contribuciones y, por ende,
la actualización de las hipótesis para la aplicación de las ta-
sas establecidas en las disposiciones fiscales, así como es-
tablecer supuestos en los que se presuma que los bienes
que el contribuyente declare haber exportado fueron enaje-
nados en territorio nacional, independientemente de que
cuente con el pedimento de exportación.

3. Participación en delitos fiscales

La que dictamina no coincide con la propuesta del Ejecuti-
vo federal en el sentido de adicionar al Código Fiscal de la

Federación el artículo 109 Bis y prever en el mismo san-
ciones para quien concierte, induzca, ayude o auxilie a los
contribuyentes a la realización de los delitos de contraban-
do y su equiparable o defraudación fiscal y su equiparable,
o a la presunción de estas conductas o hechos descritos en
tal ordenamiento.

Lo anterior, en virtud de que, como se indica en la propia
iniciativa, la autoría y participación de los sujetos activos
en los delitos fiscales ya se encuentra prevista en el artícu-
lo 95 del Código Fiscal de la Federación, por lo que quie-
nes concierten, induzcan, promuevan, recomienden o su-
gieran a los contribuyentes la realización de hechos
tipificados como delitos fiscales pueden y deben ser san-
cionados conforme a las disposiciones vigentes ya que el
recomendar, inducir, promover o sugerir a los contribuyen-
tes que apliquen algún esquema de elusión fiscal constitu-
ye un querer y entender el incumplimiento de obligaciones
fiscales de carácter patrimonial.

B. Ley del Impuesto sobre la Renta

1. Previsión social

En relación con la previsión social, se debe destacar que el
penúltimo párrafo del artículo 109 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta señala que la exención aplicable a los ingre-
sos por previsión social se limita a una cantidad equivalen-
te a un salario mínimo general del área geográfica del con-
tribuyente, elevado al año cuando la suma de los ingresos
por la prestación de servicios personales subordinados y el
monto de la exención exceda de siete veces el salario mí-
nimo general del área geográfica del contribuyente; de es-
ta manera, los ingresos que perciben los trabajadores por
dicho concepto fuera de dicho límite dan lugar al pago del
impuesto sobre la renta.

Por otra parte, la previsión social como gasto estrictamen-
te indispensable de las empresas se sujeta a requisitos, mo-
dalidades y límites para su deducción, en los términos del
artículo 31, fracción XII, de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

Así, la que dictamina coincide con el Ejecutivo federal en
que de una interpretación y aplicación correcta de las dis-
posiciones fiscales que regulan la previsión social se deri-
va que las mismas son aplicables a los fondos de previsión
social a que se refiere la Ley General de Sociedades Coo-
perativas, incluso las señaladas en los dos párrafos anterio-
res.



Ahora bien, se ha advertido que los recursos de los fondos
de previsión social son entregados en efectivo a los socios
cooperativistas, sin que se acredite que los mismos se des-
tinan y utilizan en los conceptos que en ellos se incluyen,
siendo que la previsión social no tiene un destino indefini-
do, como lo ha sustentado la Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia
2ª./J.58/2007, que por su importancia se transcribe a conti-
nuación:

Despensas en efectivo. No constituyen gastos de previ-
sión social para efectos de su deducción en la determi-
nación del impuesto sobre la renta.

De los antecedentes legislativos de los artículos 31,
fracción XII y 109, fracción VI, de la Ley del Impuesto
sobre la Renta vigente (24, fracción XII y 77, fracción
VI, de la Ley abrogada), así como de las consideracio-
nes vertidas por la Segunda Sala en la ejecutoria que dio
lugar a la jurisprudencia 2a./J. 39/97, publicada en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, nove-
na época, tomo VI, septiembre de 1997, página 371, con
el rubro “Vales de despensa. Deben considerarse como
gastos de previsión social para efectos de su deducción,
conforme al artículo 24, fracción XII, de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta”, se advierte que el concepto de
previsión social, tanto a la luz de la normatividad abro-
gada como de la vigente, es el que se estableció en la
ejecutoria referida y que fue adoptado por el legislador
en el artículo 8o. de la ley vigente. Así, para establecer
ese concepto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación tomó en cuenta que conforme a los
antecedentes legislativos del indicado artículo 24, frac-
ción XII, lo que inspiró al legislador para adicionar las
prestaciones de naturaleza análoga a las expresamente
previstas como de previsión social, esto es, a las becas
educacionales, servicios médicos y hospitalarios, fon-
dos de ahorro, guarderías infantiles y actividades cultu-
rales y deportivas, fueron los estímulos consagrados en
favor de los obreros en los contratos colectivos de tra-
bajo, consistentes en prestaciones en especie, tales co-
mo las “canastillas”, esto es, los productos de la canas-
ta básica; asimismo, estimó que los vales de despensa
son gastos análogos a los previstos en las normas cita-
das porque constituyen un ahorro para el trabajador que
los recibe al no tener que utilizar parte de su salario en
la adquisición de los bienes de consumo de que se trata,
pudiendo destinarla a satisfacer otras necesidades o fi-
nes. Por tanto, las despensas en efectivo no constituyen
una prestación análoga a las enumeradas en la ley para

efectos de su deducción en la determinación del im-
puesto sobre la renta a cargo de las personas morales,
pues sin desconocer que implican un beneficio econó-
mico para el trabajador, su destino es indefinido, ya que
no necesariamente se emplearán en la adquisición de los
alimentos y otros bienes necesarios que aseguren una
vida decorosa para el trabajador y su familia; por tanto,
no se traducen en un ahorro derivado de la no utilización
de parte del salario en su adquisición que produzca una
mejoría en su calidad de vida.

La comisión que dictamina coincide con el Ejecutivo fede-
ral respecto de que es necesario aclarar las disposiciones
fiscales relacionadas con la previsión social ya que se han
venido aplicando en forma inadecuada al no considerarse
los límites, requisitos y condiciones establecidos en la Ley
del Impuesto sobre la Renta para la deducción del gasto de
la sociedad cooperativa y la exención del ingreso de los so-
cios, así como en prever un tratamiento específico para el
fondo de previsión social constituido, en términos de la
Ley General de Sociedades Cooperativas, por dichas so-
ciedades.

La que dictamina coincide con el Ejecutivo federal en el
sentido de que los fondos de previsión social que se cons-
tituyen por ministerio de ley, comparten la misma natura-
leza de la previsión social definida y regulada en la Ley del
Impuesto sobre la Renta y en que, no obstante que los so-
cios cooperativistas no son trabajadores, por disposición
expresa de la ley, los ingresos percibidos por los socios co-
operativistas, incluidas las prestaciones, son asimilados a
ingresos por la prestación de un servicio personal subordi-
nado, por lo que los gastos de previsión social de dichas so-
ciedades se sujeta a los requisitos y condiciones de deduc-
ción previstos por la Ley del Impuesto sobre la Renta y a
los socios cooperativistas aplican los límites establecidos
en dicho ordenamiento respecto de la exención del ingreso
que reciben por concepto de previsión social.

De acuerdo con lo anterior, la que dictamina considera ade-
cuada la propuesta del Ejecutivo federal relativa a prever
en el quinto párrafo del artículo 8o de la Ley del Impuesto
sobre la Renta que en ningún caso se considerará previsión
social a las erogaciones efectuadas a favor de personas que
no tengan el carácter de trabajadores o, en su caso, de so-
cios o miembros de sociedades cooperativas; no obstante,
se considera conveniente eliminar la referencia a las perso-
nas morales, en virtud de que tales erogaciones tampoco se
consideran previsión social cuando se realicen por perso-
nas físicas, por lo que la reforma al quinto párrafo del artí-
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culo 8o. de la Ley del Impuesto sobre la Renta quedaría co-
mo sigue:

Artículo 8o. …

Para los efectos de esta ley, se considera previsión social
las erogaciones efectuadas que tengan por objeto satis-
facer contingencias o necesidades presentes o futuras,
así como el otorgar beneficios a favor de los trabajado-
res o de los socios o miembros de las sociedades coope-
rativas, tendientes a su superación física, social, econó-
mica o cultural, que les permitan el mejoramiento en su
calidad de vida y en la de su familia. En ningún caso se
considerará previsión social a las erogaciones efectua-
das a favor de personas que no tengan el carácter de tra-
bajadores o de socios o miembros de sociedades coope-
rativas.

…

Esta comisión dictaminadora considera apropiada también
la propuesta del Ejecutivo federal relativa a adicionar la
fracción XXIII al artículo 31 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta y prever los requisitos necesarios para deducir los
gastos que conforme a la Ley General de Sociedades Coo-
perativas se generen como parte del fondo de previsión so-
cial a que se refiere el artículo 58 de dicho ordenamiento y
se otorguen a los socios cooperativistas.

Adicionalmente, la comisión que dictamina considera que,
en congruencia con las modificaciones propuestas, resulta
conveniente también modificar el último párrafo del artí-
culo 125 de la Ley del Impuesto sobre la Renta para agre-
gar en su último párrafo, la referencia a la fracción XXIII
que se plantea adicionar al artículo 31 del referido ordena-
miento, que establece los requisitos para la deducción de
los fondos de previsión social de las sociedades cooperati-
vas.

Lo anterior es así toda vez que el artículo 85-A de la Ley
del Impuesto sobre la Renta prevé la opción para que las
sociedades cooperativas de producción que estén integra-
das únicamente por personas físicas, puedan calcular el im-
puesto que les corresponda con base en lo establecido en la
Sección I del Capítulo II del Título IV de dicho ordena-
miento, esto es, conforme a las disposiciones aplicables al
régimen general de las personas físicas que realizan activi-
dades empresariales y dentro de tales disposiciones, en el
artículo 125 se establecen los requisitos que deben reunir
las deducciones autorizadas, de ahí que sea necesario que

cuando dichas sociedades cooperativas ejerzan la opción
citada también se sujeten a los requisitos que se establecen
en la fracción XXIII que se propone adicionar al artículo
31 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por lo que se es-
tima conveniente reformar dicho precepto para quedar co-
mo sigue:

Artículo 125. …

Para los efectos de esta sección, se estará a lo dispuesto
en el artículo 31, fracciones III, IV, V, VI, VII, XI, XII,
XIV, XV, XVIII, XIX, XX y XXIII de esta ley.

Asimismo, en relación con las reformas que en materia de
previsión social se proponen, esta dictaminadora considera
adecuada la propuesta de adicionar un segundo párrafo a la
fracción VI del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, y reformar la fracción VIII de este precepto, así
como el penúltimo y último párrafo del mismo, y prever
que (i) la previsión social a que se refiere la fracción VI es
la establecida en el artículo 8o., quinto párrafo, de esta ley;
(ii) precisar que los ingresos exentos son los provenientes
de cajas de ahorro de trabajadores y de fondos de ahorros
establecidos por las empresas para sus trabajadores, siem-
pre que reúnan los requisitos de deducibilidad establecidos
en el Título II, o en su caso, en el Título IV de la citada ley;
y (iii) que en concordancia con las propuestas de reforma
antes dictaminadas, se estima necesario eliminar la refe-
rencia al término “subordinados” tratándose de los servi-
cios personales, con la finalidad de no limitarlo y contem-
plar todos aquéllos servicios que de facto ya en la
actualidad se proporcionan por los miembros o socios de
las distintas sociedades.

No obstante lo anterior, esta dictaminadora estima conve-
niente ajustar la redacción del sexto párrafo del citado artí-
culo 109 a efecto de que quede claro que los servicios per-
sonales a que el mismo se refiere son los que realizan los
trabajadores o, en su caso, los socios o miembros de las so-
ciedades cooperativas, por lo que la modificación al referi-
do precepto quedaría en los siguientes términos:

Artículo 109. …

VI. …

La previsión social a que se refiere esta fracción es la es-
tablecida en el artículo 8o., quinto párrafo, de esta ley.

…



VIII. Los provenientes de cajas de ahorro de trabajado-
res y de fondos de ahorro establecidos por las empresas
para sus trabajadores cuando reúnan los requisitos de
deducibilidad del Título II de esta ley o, en su caso, de
este título.

…

XXII. Los percibidos en concepto de alimentos por las
personas físicas que tengan el carácter de acreedores ali-
mentarios en términos de la legislación civil aplicable.

…

La exención aplicable a los ingresos obtenidos por con-
cepto de prestaciones de previsión social se limitará
cuando la suma de los ingresos por la prestación de ser-
vicios personales subordinados o aquellos que reciban,
por parte de las sociedades cooperativas, los socios o
miembros de las mismas y el monto de la exención ex-
ceda de una cantidad equivalente a siete veces el salario
mínimo general del área geográfica del contribuyente,
elevado al año; cuando dicha suma exceda de la canti-
dad citada, solamente se considerará como ingreso no
sujeto al pago del impuesto un monto hasta de un sala-
rio mínimo general del área geográfica del contribuyen-
te, elevado al año. Esta limitación en ningún caso debe-
rá dar como resultado que la suma de los ingresos por la
prestación de servicios personales subordinados o aque-
llos que reciban, por parte de las sociedades cooperati-
vas, los socios o miembros de las mismas y el importe
de la exención, sea inferior a siete veces el salario míni-
mo general del área geográfica del contribuyente, eleva-
do al año.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable tra-
tándose de jubilaciones, pensiones, haberes de retiro,
pensiones vitalicias, indemnizaciones por riesgos de tra-
bajo o enfermedades, que se concedan de acuerdo con
las leyes, contratos colectivos de trabajo o contratos ley,
reembolsos de gastos médicos, dentales, hospitalarios y
de funeral, concedidos de manera general de acuerdo
con las leyes o contratos de trabajo, seguros de gastos
médicos, seguros de vida y fondos de ahorro, siempre
que se reúnan los requisitos establecidos en las fraccio-
nes XII y XXIII del artículo 31 de esta ley, aun cuando
quien otorgue dichas prestaciones de previsión social no
sea contribuyente del impuesto establecido en esta ley.

2. Alimentos

Esta comisión dictaminadora considera adecuada la pro-
puesta del Ejecutivo federal de aclarar en el artículo 109,
fracción XXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que
únicamente se encuentran exentos los ingresos percibidos
en concepto de alimentos por los adoptantes, adoptados,
cónyuges, concubinos, padres, hijos, hermanos y parientes
colaterales en su carácter de acreedores alimentarios, en
términos del Libro Primero, Título Sexto, Capítulo II, del
Código Civil Federal y sus correlativos de los códigos ci-
viles de las entidades federativas.

Adicionalmente, esta dictaminadora advierte que el régi-
men fiscal de exención de alimentos no fue diseñado para
favorecer a los socios o integrantes de sociedades en nom-
bre colectivo u otras personas morales o figuras jurídicas,
ya que sus percepciones tienen una asociación indisoluble
con la distribución de dividendos o utilidades que efectúan
dichos entes, siendo incorrecto que los pagos a los socios o
integrantes se simulen a través de la entrega de “alimen-
tos”.

3. Erogaciones superiores a los ingresos declarados

Con objeto de otorgar certeza jurídica a los contribuyentes,
la que dictamina considera adecuada la propuesta del Eje-
cutivo federal de aclarar en el segundo y tercer párrafos del
artículo 107 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el al-
cance del término erogación contenido en dicho precepto,
así como aclarar que la autoridad fiscal tiene facultad para
determinar presuntivamente los ingresos omitidos en tér-
minos del citado artículo cuando no se haya presentado de-
claración.

4. Dividendos o utilidades

Los integrantes de esta comisión dictaminadora consideran
procedente la propuesta del Ejecutivo federal relativa a
prever en el artículo 165, fracción I, de la Ley del Impues-
to sobre la Renta que los intereses que perciban los socios
respecto de sus aportaciones dentro de una sociedad de res-
ponsabilidad limitada durante el inicio de operaciones,
cuando así se estipule en el contrato social deben conside-
rarse como dividendos o utilidades.

Por las razones expuestas, la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público somete a consideración del Pleno el siguiente
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Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta

Artículo Primero. Se reforman los artículos 32, cuarto
párrafo, y 59, primer párrafo; y se adiciona una fracción
IX al artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, para
quedar como sigue:

Artículo 32. …

La modificación de las declaraciones a que se refiere este
artículo se efectuará mediante la presentación de declara-
ción que sustituya a la anterior, debiendo contener todos
los datos que requiera la declaración aun cuando sólo se
modifique alguno de ellos.

…

Artículo 59. Para la comprobación de los ingresos, del va-
lor de los actos, actividades o activos por los que se deban
pagar contribuciones, así como de la actualización de las
hipótesis para la aplicación de las tasas establecidas en las
disposiciones fiscales, las autoridades fiscales presumirán,
salvo prueba en contrario:

…

IX. Que los bienes que el contribuyente declare haber
exportado fueron enajenados en territorio nacional y no
fueron exportados, cuando éste no exhiba, a requeri-
miento de las autoridades fiscales, la documentación o
la información que acredite cualquiera de los supuestos
siguientes:

a) La existencia material de la operación de adquisi-
ción del bien de que se trate o, en su caso, de la ma-
teria prima y de la capacidad instalada para fabricar
o transformar el bien que el contribuyente declare
haber exportado.

b) Los medios de los que el contribuyente se valió
para almacenar el bien que declare haber exportado
o la justificación de las causas por las que tal alma-
cenaje no fue necesario.

c) Los medios de los que el contribuyente se valió
para transportar el bien a territorio extranjero. En ca-
so de que el contribuyente no lo haya transportado,
deberá demostrar las condiciones de la entrega ma-

terial del mismo y la identidad de la persona a quien
se lo haya entregado.

La presunción a que se refiere esta fracción operará aún
cuando el contribuyente cuente con el pedimento de expor-
tación que documente el despacho del bien.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 8o., quinto
párrafo, 107, segundo y tercer párrafos, 109, fracciones
VIII y XXII, y sexto y séptimo párrafos, 125, segundo pá-
rrafo, y 165, fracción I; y se adicionan los artículos 31,
fracción XXIII, y 109, fracción VI, segundo párrafo, de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 8o. …

Para los efectos de esta ley, se considera previsión social
las erogaciones efectuadas que tengan por objeto satisfacer
contingencias o necesidades presentes o futuras, así como
el otorgar beneficios a favor de los trabajadores o de los so-
cios o miembros de las sociedades cooperativas, tendientes
a su superación física, social, económica o cultural, que les
permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la de
su familia. En ningún caso se considerará previsión social
a las erogaciones efectuadas a favor de personas que no
tengan el carácter de trabajadores o de socios o miembros
de sociedades cooperativas.

…

Artículo 31. …

XXIII. Tratándose de gastos que conforme a la Ley Ge-
neral de Sociedades Cooperativas se generen como par-
te del fondo de previsión social a que se refiere el artí-
culo 58 de dicho ordenamiento y se otorguen a los
socios cooperativistas, los mismos serán deducibles
cuando se disponga de los recursos del fondo corres-
pondiente, siempre que se cumpla con los siguientes re-
quisitos:

a) Que el fondo de previsión social del que deriven
se constituya con la aportación anual del porcentaje,
que sobre los ingresos netos, sea determinado por la
Asamblea General.

b) Que el fondo de previsión social esté destinado en
términos del artículo 57 de la Ley General de Socie-
dades Cooperativas a las siguientes reservas:



1. Para cubrir riesgos y enfermedades profesiona-
les.

2. Para formar fondos y haberes de retiro de socios.

3. Para formar fondos para primas de antigüedad.

4. Para formar fondos con fines diversos que cu-
bran: gastos médicos y de funeral, subsidios por in-
capacidad, becas educacionales para los socios o
sus hijos, guarderías infantiles, actividades cultura-
les y deportivas y otras prestaciones de previsión
social de naturaleza análoga.

Para aplicar la deducción a que se refiere este nume-
ral la sociedad cooperativa deberá pagar, salvo en el
caso de subsidios por incapacidad, directamente a
los prestadores de servicios y a favor del socio coo-
perativista de que se trate, las prestaciones de previ-
sión social correspondientes, debiendo contar con la
documentación comprobatoria expedida a nombre
de la sociedad cooperativa.

c) Acreditar que al inicio de cada ejercicio la Asam-
blea General fijó las prioridades para la aplicación
del fondo de previsión social de conformidad con las
perspectivas económicas de la sociedad cooperativa.

Artículo 107. …

Para los efectos de este artículo también se consideran ero-
gaciones los gastos, las adquisiciones de bienes y los de-
pósitos en cuentas bancarias o en inversiones financieras.
No se tomarán en consideración los depósitos que el con-
tribuyente efectúe en cuentas que no sean propias, que ca-
lifiquen como erogaciones en los términos de este artículo,
cuando se demuestre que dicho depósito se hizo como pa-
go por la adquisición de bienes o de servicios, o como con-
traprestación para el otorgamiento del uso o goce temporal
de bienes o para realizar inversiones financieras ni los tras-
pasos entre cuentas del contribuyente o a cuentas de su
cónyuge, de sus ascendientes o descendientes, en línea rec-
ta en primer grado.

Cuando el contribuyente obtenga ingresos de los previstos
en este título y no los declare se aplicará este precepto co-
mo si hubiera presentado la declaración sin ingresos. Tra-
tándose de contribuyentes que tributen en el Capítulo I del
Título IV de la presente ley, se considerarán, para los efec-

tos del presente artículo, los ingresos que los retenedores
manifiesten haber pagado al contribuyente de que se trate.

…

Artículo 109. …

VI. …

La previsión social a que se refiere esta fracción es la es-
tablecida en el artículo 8o., quinto párrafo de esta ley.

…

VIII. Los provenientes de cajas de ahorro de trabajado-
res y de fondos de ahorro establecidos por las empresas
para sus trabajadores cuando reúnan los requisitos de
deducibilidad del Título II de esta ley o, en su caso, de
este título.

…

XXII. Los percibidos en concepto de alimentos por las
personas físicas que tengan el carácter de acreedores ali-
mentarios en términos de la legislación civil aplicable.

…

La exención aplicable a los ingresos obtenidos por con-
cepto de prestaciones de previsión social se limitará
cuando la suma de los ingresos por la prestación de ser-
vicios personales subordinados o aquellos que reciban,
por parte de las sociedades cooperativas, los socios o
miembros de las mismas y el monto de la exención ex-
ceda de una cantidad equivalente a siete veces el salario
mínimo general del área geográfica del contribuyente,
elevado al año; cuando dicha suma exceda de la canti-
dad citada, solamente se considerará como ingreso no
sujeto al pago del impuesto un monto hasta de un sala-
rio mínimo general del área geográfica del contribuyen-
te, elevado al año. Esta limitación en ningún caso debe-
rá dar como resultado que la suma de los ingresos por la
prestación de servicios personales subordinados o aque-
llos que reciban, por parte de las sociedades cooperati-
vas, los socios o miembros de las mismas y el importe
de la exención, sea inferior a siete veces el salario míni-
mo general del área geográfica del contribuyente, eleva-
do al año.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009227



Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados228

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable tra-
tándose de jubilaciones, pensiones, haberes de retiro,
pensiones vitalicias, indemnizaciones por riesgos de tra-
bajo o enfermedades, que se concedan de acuerdo con
las leyes, contratos colectivos de trabajo o contratos ley,
reembolsos de gastos médicos, dentales, hospitalarios y
de funeral, concedidos de manera general de acuerdo
con las leyes o contratos de trabajo, seguros de gastos
médicos, seguros de vida y fondos de ahorro, siempre
que se reúnan los requisitos establecidos en las fraccio-
nes XII y XXIII del artículo 31 de esta ley, aun cuando
quien otorgue dichas prestaciones de previsión social no
sea contribuyente del impuesto establecido en esta ley.

Artículo 125. …

Para los efectos de esta sección, se estará a lo dispuesto en
el artículo 31, fracciones III, IV, V, VI, VII, XI, XII, XIV,
XV, XVIII, XIX, XX y XXIII, de esta ley.

Artículo 165. …

I. Los intereses a que se refieren los artículos 85 y 123
de la Ley General de Sociedades Mercantiles y las par-
ticipaciones en la utilidad que se paguen a favor de obli-
gacionistas u otros, por sociedades mercantiles residen-
tes en México o por sociedades nacionales de crédito.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 14 de abril de 2009.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro
Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica),
Carlos Alberto García González (rúbrica), Hugo Eduardo Martínez Pa-
dilla, José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez
(rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Horacio Garza Garza (rú-
brica), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio
Montaño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonse-
ca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; Samuel
Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), María del
Consuelo Argüelles Arellano (rúbrica), Valentina Valia Batres Guada-
rrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Cal-

zada Vázquez (rúbrica), Ramón Ceja Romero (rúbrica), José de la To-
rre Sánchez (rúbrica), Javier Guerrero García, Mariano González Za-
rur, Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), José Martín López Cisneros,
Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert
(rúbrica), Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del
Carmen Parra Jiménez (rúbrica), María Guadalupe Salazar Anaya (rú-
brica), Mario Alberto Salazar Madera, Jorge Alejandro Salum del Pa-
lacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE TRANSPARENCIA Y FOMENTO A LA
COMPETENCIA EN EL CREDITO GARANTIZADO

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público, y de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y dero-
ga diversas disposiciones de la Ley de Transparencia y
Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado

Honorable Asamblea:

Con fundamento en el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el
Senado de la República remitió la minuta proyecto de de-
creto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley de Transparencia y Fomento a la
Competencia en el Crédito Garantizado.

Estas Comisiones resultan competentes para dictaminar la
minuta presentada por la Cámara de Senadores, de confor-
midad con el artículo 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con lo dispuesto por los artí-
culos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, se abocaron al
análisis de la minuta antes señalada y conforme a las deli-
beraciones y el análisis que de la misma realizaron los
miembros de estas Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público y de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, se presenta a esta Honorable Asamblea el siguiente:



Dictamen

I. Antecedentes

1. En sesión ordinaria del Senado de la República, el 4
de diciembre de 2007, el senador Federico Döring Ca-
sar del Grupo Parlamentario del PAN, presentó la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley de Transpa-
rencia y Fomento a la Competencia en el Crédito Ga-
rantizado.

2. En sesión ordinaria del Senado de la República, el 9
de julio de 2008, la senadora Minerva Hernández Ra-
mos y el diputado Octavio Martínez, ambos del Grupo
Parlamentario del PRD, presentaron la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma, los artículos 3 fraccio-
nes I, IX, y XI, fracción XI del artículo 5, 6, 7, 7 bis, 7
ter, 9, 11, 18 y adiciona los artículos 20 y 21 de la Ley
de Transparencia y de Fomento a la Competencia en el
Crédito Garantizado.

3. El 9 de diciembre de 2008, en sesión ordinaria de la
Cámara de Senadores, se presentó el dictamen, el cual
fue aprobado por 82 votos y turnada a la Cámara de Di-
putados.

4. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del 11
de Diciembre de 2008, la Mesa Directiva, turnó a las
Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y
Educación Pública y Servicios Educativos la Minuta en
comento para su estudio y dictamen.

5. En la misma fecha, en sesión Plenaria de la Comisión
de Hacienda y Crédito Público se analizó la minuta en
comento.

6. Con fecha 4 febrero de 2009 diversos Diputados de la
Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
recibieron a la Federación de Colegios, Institutos y So-
ciedades de Valuadores de la República Mexicana (FE-
CISVAL), dónde ésta, expuso sus argumentos y obser-
vaciones a la minuta.

7. El día 17 de febrero de 2009, la Comisión de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos, en sesión plenaria,
continuó la discusión y análisis de la minuta, acordando
realizar diversas reuniones con las autoridades de la ad-
ministración pública federal y con los gremios de va-
luadores.

8. Con fecha del 19 de febrero de 2009, la Comisión de
Hacienda y Crédito Público recibió a los representantes
de los organismos valuadores y a las autoridades invo-
lucradas en el tema para escuchar sus planteamientos.

9. El día 11 de marzo de 2009, la Comisión de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos realizó reunión de
trabajo con la participación de la FECISVAL, la Aso-
ciación Nacional de Unidades de Valuación (ANU-
VAC), el Colegio de Ingenieros Civiles de la República
Mexicana, A.C., la Asociación de Bancos de México, la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), la
Asociación Mexicana de Entidades Financieras Espe-
cializadas (AMFE), la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y la Sociedad Hipotecaria Federal.

10. Como parte del proceso de análisis de la presente
minuta, se recibieron los siguientes documentos y pro-
puestas por parte de diversas instancias de la adminis-
tración pública federal, de instituciones educativas, así
como de asociaciones de valuadores y de unidades de
valuación.

a) De la Federación de Colegios, Institutos y Socie-
dades de Valuadores de la República Mexicana (FE-
CISVAL)

b) De la Asociación Nacional de Unidades de Valua-
ción (ANUVAC)

c) Del Consejo de Valuadores del Estado de Queré-
taro A.C.

d) De la Sociedad Hipotecaria Federal (SHF)

e) De la Secretaría de Educación Pública (SEP)

f) Del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
UNAM (IIJ)

g) De la Comisión Nacional de Vivienda (CONAVI)

h) Del Instituto Nacional de Fomento para la Vi-
vienda (INFONAVIT)

i) De la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
(CNBV)
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II. Descripción de la Minuta

Las modificaciones que plantea la minuta respecto a la Ley
vigente son, de manera sustantiva, las siguientes:

1. La redefinición del concepto de valuador profesio-
nal y sus nuevas obligaciones. La minuta considera
que para prestar los servicios de valuación, es conve-
niente el que se cuente con valuadores profesionales que
hayan obtenido cédula profesional de postgrado en va-
luación, sin que por ello se desconozca la existencia de
profesionales en esta materia que sin contar con este re-
quisito, mantienen una adecuada preparación en la rea-
lización de avalúos.

Con lo anterior, además de considerar los supuestos re-
lacionados con la preparación, se deberán considerar pa-
ra otorgar la autorización como Valuador Profesional
otros elementos, tales como: la honorabilidad, el histo-
rial crediticio y a capacidad técnica, que garanticen un
adecuado desempeño de la actividad en la valuación de
las garantías que respaldan el debido cumplimiento de
los créditos.

La propuesta para ampliar la definición de quienes po-
drán ser considerados para solicitar la autorización co-
mo Valuador Profesional, procura además una mayor
competencia en la prestación de estos servicios de va-
luación de inmuebles objeto de crédito garantizado a la
vivienda.

Lo anterior, sin detrimento de los rigurosos estándares
que deberán cumplir dichos valuadores. Para estos efec-
tos se establece en el artículo 3º en su fracción IX que la
CNBV deberá emitir las disposiciones y los requisitos
mínimos para ejercer la profesión. Esto permitirá que
profesiones tales como la ingeniería, la arquitectura y el
urbanismo, las cuales evidentemente son afines al tema
inmobiliario, se puedan desempeñar en la valuación de
inmuebles.

La modificación incluida a la misma fracción IX del ar-
tículo 3º, precisa en la propia Ley que las unidades de
valuación deberán contar en su padrón con por lo menos
cinco valuadores profesionales, en lugar del requeri-
miento actualmente en vigor que obliga a tener por lo
menos 10. De esta forma se amplía la posibilidad de
constituir más unidades de valuación.

2. La transferencia de facultades regulatorias de la
Sociedad Hipotecaria Federal a la CNBV. Se propone
trasladar las facultades de supervisión y vigilancia que
actualmente están establecidas para la Sociedad Hipote-
caria Federal, S.N.C., a la CNBV, en consideración a
que la primera es una institución de banca de desarrollo
y no propiamente una autoridad financiera de supervi-
sión y vigilancia, como sí lo constituye la CNBV, auna-
do a que cuenta con la capacidad técnica y especializa-
ción en ámbito de referencia.

3. Dotar de mayor información a los participantes
del mercado de financiamiento a la vivienda con el
fin de aumentar la calidad de la originación de los
créditos y de fomentar la competencia. Se propone el
establecimiento del centro de información estadística,
relativo a la originación y comportamiento de los crédi-
tos garantizados, toda vez que constituye un esfuerzo
por generar infraestructura en el mercado de crédito ga-
rantizado a la vivienda, que permita a los participantes
del mismo contar con información para fomentar la
competencia.

Considerando la experiencia de la Sociedad Hipotecaria
Federal, se propone encomendar a ésta el estableci-
miento del mencionado centro de información, dotándo-
la de las facultades necesarias para que las entidades fi-
nancieras que realizan el otorgamiento y administración
de los créditos garantizados a la vivienda, la provean de
los insumos necesarios.

Se considera establecer en México disposiciones nor-
mativas que permitan a la CNBV, informar al público
sobre la calidad técnica de las Unidades de Valuación,
asignándoles a éstas calificaciones que tomen en cuenta
elementos cualitativos y cuantitativos de la relación que
guarden los créditos garantizados a la vivienda con los
avalúos que expidan, lo que habrá de contribuir a elevar
el estándar en la calidad de los servicios que aquéllas
proporcionan.

4. Sanciones y tipificación de delitos que mitiguen y
procuren eliminar conductas. Se propone adicionar
como legislación supletoria la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, respecto de la tramitación del
recurso de revisión y la regulación de las notificaciones
previstos en la citada Ley, así como el Código Fiscal de
la Federación, respecto de la actualización de multas, en
virtud de considerar su similitud con los trámites y pro-



cedimientos que se prevén para la imposición de san-
ciones a los sujetos de la ley.

Asimismo, se considera conveniente que, a fin de otor-
gar seguridad jurídica a los sujetos destinatarios de la
norma, se incorpore en un título específico lo relativo a
las sanciones y delitos, en el cual se prevean las multas
que corresponda a cada una de las conductas infractoras
de manera específica, así como el procedimiento de san-
ción a seguir y las penas, respectivamente. De igual for-
ma, se considera necesario facultar a la CNBV para di-
fundir las sanciones que aplique.

Respecto al capítulo de delitos, dada la importancia de
la valuación como elemento fundamental en la origina-
ción y cumplimiento del crédito garantizado, se consi-
dera conveniente tipificar conductas de todos los actores
que estén involucrados en una adecuada valuación de
las garantías y que puedan poner en peligro el cumpli-
miento del crédito.

III. Consideraciones de las Comisiones Unidas

Las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y
de Educación Pública y Servicios Educativos, con base en
un minucioso análisis y proceso de consulta a los actores
involucrados en el tema en comento, consideramos que las
propuestas de reforma que se plantean a la Ley de Trans-
parencia y Fomento a la Competencia en el Crédito Garan-
tizado son viables y necesarias. Lo anterior, dado que di-
chas modificaciones:

i) Fomentan una mayor competencia e institucionaliza-
ción para la práctica valuatoria de inmuebles objeto de
crédito garantizado, sin que con ello se afecte la seguri-
dad en la realización de este tipo de avalúos.

ii) Al trasladar a la CNBV las facultades relativas a la
autorización, inscripción, regulación y supervisión de
los valuadores profesionales, controladores y de las uni-
dades de valuación, todos ellos actores relevantes en la
práctica valuatoria, se genera una mayor certeza jurídi-
ca y se aprovechan la experiencia y las facultades que
dicha Comisión tiene como entidad reguladora del sis-
tema financiero.

iii) Al establecer un centro de información estadística
con respecto al comportamiento de los créditos garanti-
zados a la vivienda, encomendado a Sociedad Hipoteca-
ria Federal, S.N.C., se permitirá aumentar la calidad de

la originación de los créditos, la transparencia en el ma-
nejo de la información asociada a los mismos y el flujo
de financiamiento de inversionistas, tanto locales como
extranjeros, al mercado hipotecario.

iv) Refuerzan las medidas de control y persuasión para
garantizar la calidad de los avalúos, al determinarse las
conductas que podrán ser objeto de sanciones, tanto ad-
ministrativas como penales, con la finalidad de procurar
el debido cumplimiento de las disposiciones de la Ley
de Transparencia y de Fomento a la Competencia en el
Crédito Garantizado.

Respecto a la reforma propuesta a la definición de valuador
profesional, estas Comisiones coincidimos con la Cámara
de Senadores al señalar que la función del valuador profe-
sional actualmente no se limita sólo a proporcionar una
descripción completa y precisa del inmueble que será obje-
to del crédito garantizado a la vivienda, sino que represen-
ta un elemento fundamental para asegurar la calidad del
crédito y por tanto la viabilidad del pago del mismo.

En este sentido, estas Dictaminadoras consideramos perti-
nente que se amplíe el espectro de quienes puedan solicitar
la autorización como valuadores profesionales para reali-
zar avalúos de inmuebles objeto de créditos garantizados a
la vivienda.

Coincidimos con la Colegisladora al reconocer que, ade-
más de aquéllas personas que cuentan con cédula profesio-
nal de postgrado en valuación, también puedan ser valua-
dores profesionales aquellos que sin contar con este
requisito, puedan acreditar capacidad técnica y experiencia
para la realización de este tipo de avalúos. Tal es el caso de
los profesionistas que cuenten con cedula como ingeniero,
arquitecto o urbanista, por ejemplo, las cuales son conside-
radas carreras afines a la práctica inmobiliaria.

Por lo anterior, consideramos que eliminando las barreras
de entrada podrán ser objeto de autorización como valua-
dor profesional un mayor número de profesionistas capaci-
tados. Lo cual permite una libre concurrencia y, en su caso,
hasta una disminución en los costos de dicho servicio, sin
que ello signifique un demérito en la calidad de los mis-
mos, beneficiando a la población que requiere financia-
miento a la vivienda.

En cuanto a la regulación del crédito garantizado, estas Co-
misiones Unidas resaltamos que las facultades que se le
confieren a la CNBV son las necesarias para que se en-
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cuentre en la posibilidad de regular la práctica valuatoria,
apoyándose para tal efecto en las unidades de valuación.
Lo anterior, dado que la CNBV es, en efecto, una autoridad
reguladora, con la infraestructura y la capacidad técnica
para dicha tarea.

Asimismo, estas Comisiones destacamos la adición de un
capítulo de sanciones y delitos, a través del cual se fortale-
ce el objeto de la Ley para procurar por un lado seguridad
jurídica al gobernado al conocer las conductas objeto de
sanción o tipificación, y por el otro la estricta observancia
para inducir la disciplina en la práctica valuatoria de in-
muebles objeto de crédito garantizado.

En suma, estas Comisiones consideramos que la Minuta
debe ser aprobada en sus términos, ya que se considera
conveniente y necesaria para el sector de financiamiento a
la vivienda. Consideramos que la reforma incide benéfica-
mente en los elementos principales de la originación orde-
nada de créditos a la vivienda, además permite que sean los
usuarios los principales beneficiados por la claridad y la
certeza del marco jurídico propuesto.

V. Consideraciones particulares

Estas Comisiones Dictaminadoras, después de revisar los
planteamientos y observaciones de cada uno de los actores
relevantes involucrados, realizamos un minucioso análisis
de las propuestas específicas de ajuste a la minuta en co-
mento.

En lo que respecta a las propuestas de cambio sugeridas
por los gremios de valuación sobre la nueva definición del
concepto de valuador profesional, estas Comisiones Dicta-
minadoras consideramos que la profesión de valuador no
se verá afectada o disminuida con esta reforma. Las Dicta-
minadoras consideramos que la presente reforma abre una
alternativa positiva para ser valuador profesional, dirigida
a aquellas profesiones afines a la actividad inmobiliaria,
siempre que los candidatos cumplan con los requisitos de
capacidad técnica, experiencia y honorabilidad para ser
acreditados por la CNBV.

En este sentido, cabe señalar que la Secretaría de Educa-
ción Pública (SEP), en opinión oficial enviada a estas Co-
misiones, manifestó que la reforma propuesta no viola ni
interfiere en forma alguna con la esencia ni con los meca-
nismos de acreditación para el ejercicio profesional de la
valuación, ya que no se está limitando de manera alguna la
práctica de la valuación en general, solo se establecen los

requisitos para ser acreditado, específicamente, como va-
luador de créditos garantizados.

Este mecanismo de acreditación resulta muy similar al que
se aplica actualmente en la Bolsa Mexicana de Valores, mis-
mo que ha probado ser eficiente en términos de la calidad de
los operadores de acciones, los cuales además de tener ce-
dula profesional, deben ser acreditados como operadores.

Estas dictaminadores destacan que la práctica de autoriza-
ción para el ejercicio de determinadas actividades no es
nueva a nivel nacional ni internacional. Existen profesio-
nes como la de perito médico forense, donde además de la
cedula profesional y la experiencia, para ejercer se requie-
re una autorización oficial por parte del Servicio Médico
Forense. De la misma forma, en el caso de los auditores no
basta tener una cedula profesional de contador para practi-
car auditorías, sino que se requieren requisitos adicionales
y acreditaciones por parte de las autoridades competentes.

Así pues, diversas profesiones a nivel nacional e interna-
cional requieren, además del requisito elemental de la ce-
dula profesional o su equivalente, la autorización o registro
ante las correspondientes instancias especializadas de go-
bierno. Lo anterior, de ninguna manera afecta o limita el
ejercicio libre de una profesión, solo regula la práctica es-
pecífica de una actividad.

En otros temas, los representantes de gremios de valuado-
res han manifestado preocupación respecto a que la Minu-
ta viola las garantías constitucionales de profesión, conte-
nidas en el artículo 5º de la Carta Magna. En particular, se
ha señalado que la disposición que limita a los valuadores
a formar parte de un máximo de cuatro unidades de valua-
ción está en contra del precepto constitucional señalado.

Respecto a lo anterior, estas Comisiones solicitaron estudio
de constitucionalidad al Instituto de Investigaciones Jurídi-
cas de la UNAM para tomar una decisión. Dicho estudio
concluye que la limitante de que los valuadores no perte-
nezcan a más de cuatro unidades de valuación no viola en
manera alguna la Constitución.

En este sentido el estudio concluye que:

“La pretendida reforma a la Ley de Transparencia y Fo-
mento a la Competencia en el Crédito Garantizado resulta
constitucionalmente coherente con el principio de libertad
de trabajo, ocupación o profesión contenido en el artículo
5º, párrafo primero de la Constitución Política de los Esta-



dos Unidos Mexicanos, en virtud de que la facultad de pre-
cisar los términos y mecanismos de adquirir la autorización
como perito valuador no significan reglamentar la profe-
sión de valuador, sino su implementación, su operación
técnica para cumplir con los fines de la Ley...”

En el mismo sentido, el Estudio establece que la reforma
no estaría limitando la facultad de los Colegios Profesiona-
les, que tendrán entre sus propósitos el formar listas de pe-
ritos profesionales, por especialidades, que serán las únicas
que sirvan oficialmente. La medida está dirigida exclusiva-
mente a las operaciones que realizan las entidades que se
dedican al otorgamiento de crédito garantizado.

Con base en lo anterior, estas Comisiones Dictaminadoras
concluyen, que la Minuta no implica una violación al artí-
culo 5º constitucional, dado que no se prohíbe la profesión
de valuador en ningún sentido, solo se reglamentan los me-
canismos de operación que aplican a los valuadores profe-
sionales sujetos de esta Ley.

En lo que se refiere a los planteamientos de las asociacio-
nes de valuadores en contra de la transferencia de faculta-
des regulatorias de la Sociedad Hipotecaria Federal a la
CNBV, estas Comisiones consideramos que esta transfe-
rencia está plenamente justificada. Ello, dado que la CNBV
es una autoridad financiera de supervisión y vigilancia, con
la infraestructura y capacidad técnica para que a través de
la regulación prudencial que emite con base en los distin-
tos ordenamientos financieros que rigen y regulan el com-
portamiento de todos los actores que intervienen en el mer-
cado crediticio regule el sector con mayor eficiencia. Cabe
señalar, que la misma SHF, mediante opinión oficial ha
manifestado que la CNBV está en una mejor posición para
desempeñarse como regulador.

En cuanto a las observaciones referentes al capítulo de san-
ciones y delitos, estas Comisiones consideramos que dicho
capítulo precisa el marco normativo a través del cual los
sujetos obligados por la Ley podrán impugnar resoluciones
de las autoridades. Asimismo, estas Comisiones estimamos
adecuado incluir en la Ley, manera específica, un Título
que defina las conductas que podrían ser objeto de multas,
así como el procedimiento de sanción a seguir y las penas.

En conclusión, estas Comisiones Dictaminadoras, después
de un minucioso análisis de las propuestas de modificación
planteadas por diversos sectores, consideramos que la Mi-
nuta debe ser aprobada en sus términos. Lo anterior, dado
que sus alcances se consideran viables, adecuados y nece-

sarios para la mejora y transparencia del sector relacionado
con el financiamiento a la vivienda.

Por lo anteriormente expuesto, estas Comisiones Dictami-
nadoras consideramos que es de aprobarse la Minuta en sus
términos para quedar como sigue:

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley de Transparencia y Fo-
mento a la Competencia en el Crédito Garantizado

Artículo Único. Se reforman los artículos 2, fracciones II
y III, 3 fracciones I, IX, y XI; 6, sexto párrafo; 7; 7 bis, se-
gundo párrafo, para quedar como apartado A, así como sus
fracciones I, II y IV, asimismo, el tercer párrafo de dicho
artículo para quedar como apartado B, así como sus frac-
ciones III y VI; 7 ter, segundo párrafo, para quedar como
apartado A, así como sus fracciones I, II, III, IV y VII, asi-
mismo, el tercer párrafo de dicho artículo para quedar co-
mo apartado B, así como sus fracciones III, V y VI, y 18;
se adicionan las fracciones IV y V al artículo 2; un último
párrafo al artículo 6; un segundo y tercer párrafos al artí-
culo 18; las fracciones VII y VIII, al actual apartado B, del
artículo 7 ter; los artículos 7 quáter; 7 quinques; 20; 21; un
Título V, “De las sanciones y delitos” con los Capítulos I
“De las Sanciones”, con los artículos 22; 23; 24; 25; 26; 27;
28; 29; 30; 31, y II “De los delitos”, con los artículos 32, y
33; y se derogan el último párrafo del artículo 7 bis; el úl-
timo párrafo del artículo 7 ter, y el artículo 11 de la Ley de
Transparencia y de Fomento a la Competencia en el Crédi-
to Garantizado, así como el artículo Segundo transitorio
del “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Transparencia y de Fomento a
la Competencia en el Crédito Garantizado”, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 2005,
para quedar como sigue:

Artículo 2. ...

I. ...

II. El Código de Comercio;

III. La legislación civil de la Entidad Federativa donde
se realicen los actos jurídicos a que se refiere esta Ley;

IV. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en
sus Títulos Tercero, capítulos Sexto y Séptimo relativos
a las notificaciones; Tercero A, referente a la mejora re-
gulatoria, y Sexto, relativo al recurso de revisión, y
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V. El Código Fiscal de la Federación, respecto de la ac-
tualización de multas.

Artículo 3. ...

I. Comisión. Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

II. a VIII. ...

IX. Valuador Profesional. Es la persona que, previo
acreditamiento del cumplimiento de los requisitos que
determine la Comisión a través de las disposiciones de
carácter general que emita en términos del artículo 7 y
demás aplicaciones de esta Ley, se encuentra autorizada
por la propia Comisión para realizar avalúos de inmue-
bles objeto de Créditos Garantizados a la Vivienda, ade-
más de que cumpla con alguno de los supuestos si-
guientes:

a) cuente con cédula profesional de postgrado en va-
luación expedida por la Secretaría de Educación Pú-
blica;

b) cuente con cédula profesional de arquitecto, de
ingeniero o de alguna carrera afín a la materia inmo-
biliaria expedida por la citada Dependencia, o

c) cuente con la habilitación como corredor público
por parte de la Secretaría de Economía.

X. ...

XI. Unidad de Valuación. Es la persona moral que en su
padrón cuenta, por lo menos, con cinco Valuadores Pro-
fesionales y se encuentra inscrita como tal en la Comi-
sión en términos del artículo 7 de esta Ley, de acuerdo a
las disposiciones que aquélla emita.

Artículo 6. ...

...

I. a VIII. ...

...

...

La Entidad estará obligada a otorgar el Crédito Garanti-
zado a la Vivienda en los términos y condiciones esta-

blecidos en la oferta vinculante, siempre y cuando, la
Entidad compruebe: la identidad del solicitante; la vera-
cidad y autenticidad de los datos que hubiese propor-
cionado el solicitante; la capacidad crediticia del solici-
tante conforme a las sanas prácticas y condiciones de
mercado; la realización de un avalúo practicado por un
Valuador Profesional autorizado, y el cumplimiento de
las demás formalidades que requiera la Ley.

...

La Entidad estará obligada a poner a disposición del so-
licitante una copia del avalúo utilizado en el otorga-
miento del Crédito Garantizado a la Vivienda respecti-
vo.

Artículo 7. Los avalúos de los bienes inmuebles objeto de
Créditos Garantizados a la Vivienda deberán realizarse por
Valuadores Profesionales autorizados al efecto por la Co-
misión, asimismo, dichos avalúos tendrán efectos fiscales
para la determinación de los impuestos, derechos y contri-
buciones correspondientes y deberán ser aceptados por las
autoridades fiscalizadoras federales y locales.

El acreditado tendrá el derecho a escoger al Valuador Pro-
fesional que intervenga en la operación, de entre aquellos
que aparezcan en el listado que le presente la Entidad.

La Comisión deberá establecer mediante disposiciones de
carácter general los términos y condiciones para obtener la
autorización de Valuador Profesional; para la inscripción
de la Unidad de Valuación; así como para la renovación de
la autorización o de la inscripción de que se trate.

Las citadas disposiciones deberán establecer los requisitos
de honorabilidad e historial crediticio satisfactorio con los
que deberá cumplir cualquier interesado en obtener la au-
torización de Valuador Profesional, así como de capacidad
técnica que será exigible, de manera adicional, tratándose
de las personas a que se refiere el inciso b) de la fracción
IX del artículo 3 de esta Ley; en el entendido de que podrán
acreditarse dicha capacidad con base en programas y crite-
rios adicionales de evaluación que reconozca la Comisión,
impartidos por distintas instituciones autorizadas por la Se-
cretaría de Educación Pública; los requisitos de capital so-
cial mínimo, gobierno corporativo y control interno que
deberán observar los interesados en obtener la inscripción
de Unidad de Valuación, así como señalar los medios de
comunicación electrónica que habilitará la Comisión a
efecto de que los interesados puedan presentar de manera



remota las solicitudes de autorización o inscripción, según
sea el caso. En todo caso, la autorización e inscripción re-
feridas tendrán una vigencia de 3 años.

En el proceso de emisión y modificación de las menciona-
das disposiciones, en términos de lo dispuesto por el artí-
culo 10 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental, la Comisión hará pú-
blicos los anteproyectos de disposiciones de carácter gene-
ral, por lo menos con 20 días hábiles de anticipación a la
fecha en que se pretendan publicar, con la finalidad de ha-
cerlos del conocimiento de las asociaciones o colegios en
los que participen los sujetos obligados por esta Ley, y és-
tos puedan someter a la consideración de dicha Comisión
comentarios respecto de los referidos anteproyectos.

Los Valuadores Profesionales deberán proporcionar los
elementos necesarios para que la Unidad de Valuación que
corresponda verifique el cumplimiento de los citados re-
quisitos a efecto de que por conducto de dichas Unidades
de Valuación se presenten a la Comisión las respectivas so-
licitudes de autorización.

En caso de que resulte negativa la procedencia de la solici-
tud para autorización como Valuador Profesional o de ins-
cripción como Unidad de Valuación, los interesados po-
drán solicitar, en un plazo de 15 días hábiles a partir de la
fecha en que se les notifique la resolución negativa, la re-
visión de su solicitud ante la Comisión quien deberá resol-
ver sobre la misma.

La Comisión podrá establecer mediante disposiciones de
carácter general la metodología para la valuación de los
bienes inmuebles objeto de Crédito Garantizado a la Vi-
vienda, las cuales fomentarán el uso de los medios electró-
nicos de comunicación y de la firma electrónica, así como
la información periódica que, para el ejercicio de las facul-
tades de supervisión, deberán entregar a la Comisión los
Valuadores Profesionales y las Unidades de Valuación.

Serán causales de revocación de las autorizaciones para ac-
tuar como Valuador Profesional a que se refiere este artí-
culo o bien la cancelación de la inscripción de la Unidad de
Valuación, las siguientes:

I. Tratándose del Valuador Profesional:

a) Dejar de cumplir con los requisitos señalados en
la presente Ley o en las disposiciones de carácter ge-
neral que de ella emanen.

b) Estar inhabilitado o suspendido administrativa-
mente o, en su caso, penalmente, para ejercer el co-
mercio o para desempeñar un empleo, cargo o comi-
sión en el servicio público o en el sistema financiero
mexicano.

c) Haber sido sujeto a procedimiento de averigua-
ción o investigación de carácter administrativo por
infracciones graves o penal, por violaciones a leyes
financieras nacionales o extranjeras, que hayan teni-
do como conclusión cualquier tipo de resolución o
acuerdo que implique expresamente la aceptación de
la culpa o responsabilidad o bien, sentencia conde-
natoria firme.

d) Haber sido condenado por sentencia irrevocable
por delito doloso que le imponga pena por más de un
año de prisión, o por delitos patrimoniales dolosos,
cualquiera que haya sido la pena.

e) Suspender la actividad valuatoria por un plazo
continuo de dieciocho meses.

f) Incumplir de manera reiterada con las obligacio-
nes o realizar actos que actualicen las prohibiciones
que esta Ley o las disposiciones que de ella emanen
le imponen.

g) Elaborar avalúos que no correspondan a la reali-
dad o que incumplan con la metodología para la va-
luación de los bienes inmuebles que mediante dispo-
siciones de carácter general establezca la Comisión,
independientemente de que como consecuencia de
ello pueda resultar un quebranto o perjuicio patri-
monial para la Entidad o el acreditado.

II. Tratándose de la Unidad de Valuación:

a) Dejar de cumplir con los requisitos señalados en
la presente Ley o en las disposiciones de carácter ge-
neral que de ella emanen.

b) Ocultar, falsear o destruir información relaciona-
da con los avalúos de los que sea responsable.

c) Incumplir de manera reiterada con las obligacio-
nes o realizar actos que actualicen las prohibiciones
que le impone esta Ley o las disposiciones que de
ella emanen.
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Artículo 7 Bis. ...

A. Los Valuadores Profesionales tendrán las siguientes
obligaciones:

I. Guardar confidencialidad respecto a la información
que conozcan y manejen con motivo de la realización de
los avalúos, salvo que la utilicen con fines estadísticos o
por mandato de una autoridad jurisdiccional;

II. De manera oportuna, poner en conocimiento de la
Comisión y de la Unidad de Valuación respectiva, cual-
quier acto o situación que, en el ejercicio de la función
valuatoria, pudiera traducirse en beneficio, daño o per-
juicio para éstas, o para cualquiera de las personas in-
volucradas en los avalúos que realicen;

III. ...

IV. Las demás que establezcan las disposiciones de ca-
rácter general que al efecto emita la Comisión.

B. Los Valuadores Profesionales no podrán:

I. y II. ...

III. Realizar avalúos al amparo de la autorización que
les otorgue la Comisión, respecto de bienes diferentes a
los Inmuebles;

IV. y V. ...

VI. Las demás que establezcan las disposiciones de ca-
rácter general que al efecto emita la Comisión.

Último párrafo. Se deroga.

Artículo 7 Ter. ...

A. Las Unidades de Valuación tendrán las siguientes obli-
gaciones:

I. Guardar confidencialidad respecto a la información
que conozcan y manejen con motivo de la certificación
de los avalúos, salvo que la utilicen con fines estadísti-
cos o por mandato de una autoridad jurisdiccional;

II. Poner en conocimiento de la Comisión oportuna-
mente, cualquier acto o situación que, en el ejercicio de
la función valuatoria, pudiera traducirse en beneficio,

daño o perjuicio para ésta, o para cualquiera de las per-
sonas involucradas en los avalúos que certifiquen;

III. Permitir a la Comisión realizar la supervisión y las
auditorias relacionadas en materia de avalúos; así como
los aspectos técnicos, contables, corporativos, formati-
vos, metodológicos, informáticos y operativos de dichas
unidades de valuación;

IV. Remover o, en su caso, sustituir a los Valuadores
Profesionales y Controladores cuando así lo indique la
Comisión o cualquier otra autoridad competente;

V. y VI. ...

VII. Las demás que establezcan las disposiciones de ca-
rácter general que al efecto emita la Comisión.

B. Las Unidades de Valuación no podrán:

I. y II. ...

III. Certificar dictámenes de valuación al amparo de la
inscripción que les otorgue la Comisión respecto de
bienes diferentes a los inmuebles;

IV. ...

V. Certificar avalúos en los que pueda resultar algún be-
neficio ilícito para ellas, sus socios, directivos o emple-
ados; o bien cuando estén implicadas personas con las
que sus Valuadores Profesionales o Controladores, el
cónyuge o los parientes consanguíneos hasta el cuarto
grado, por afinidad o civiles de éstos tengan enemistad
manifiesta;

VI. Inscribir en su padrón o certificar avalúos de Con-
troladores que estén inscritos en el padrón de otra Uni-
dad de Valuación, así como inscribir en su padrón o cer-
tificar avalúos de Valuadores Profesionales que estén
inscritos en más de cuatro Unidades de Valuación.

Para tales efectos, la Comisión pondrá a disposición de
las Unidades de Valuación la información que les per-
mita verificar lo anterior.

No obstante lo anterior, la Comisión podrá autorizar,
previa solicitud del Valuador Profesional interesado,
que una Unidad de Valuación certifique los avalúos de
un Valuador Profesional que esté inscrito en el padrón



de más de cuatro Unidades de Valuación, cuando se jus-
tifique dicha circunstancia en virtud de la poca densidad
poblacional en la que operen tanto el Valuador Profesio-
nal, la Unidad de Valuación a la que esté inscrito, así
como la Unidad de Valuación que se pretenda lo inscriba
en su padrón a fin de que también certifique sus avalúos;

VII. Certificar avalúos que hayan sido solicitados o pro-
movidos por el Desarrollador Inmobiliario de que se tra-
te, o bien, en los que dicho Desarrollador haya interve-
nido en su realización o de cualquier otra forma, por sí
mismo o por interpósita persona; salvo que dicho avalúo
no tenga por objeto la obtención de un Crédito Garanti-
zado a la Vivienda, caso en el cual, dicha Unidad de Va-
luación deberá incluir dentro de su certificación la le-
yenda siguiente: “El presente avalúo no podrá utilizarse
para la obtención de un Crédito Garantizado a la Vi-
vienda”.

La prohibición a que se refiere la presente fracción no
será aplicable en el caso en el que el Desarrollador In-
mobiliario solicite el otorgamiento de un Crédito Ga-
rantizado a la Vivienda en su calidad de deudor, y

VIII. Las demás que establezcan las disposiciones de
carácter general que al efecto emita la Comisión.

...

Último párrafo. Se deroga 

Artículo 7 quáter. Obligaciones y Prohibiciones de los
Controladores.

A. Los Controladores tendrán las siguientes obligaciones:

I. Guardar confidencialidad respecto a la información
que conozcan y manejen con motivo de los avalúos que
firmen en nombre y representación de la Unidad de Va-
luación que ésta certifique, salvo que la misma sea uti-
lizada con fines estadísticos o por mandato de una auto-
ridad jurisdiccional;

II. Informar a la Comisión y a la Unidad de Valuación
respectiva, en un plazo de 10 días hábiles bancarios,
contado a partir de que tengan conocimiento de cual-
quier acto o situación que en el ejercicio de sus funcio-
nes, pudiera traducirse en beneficio, daño o perjuicio
para éstas, o para cualquiera de las personas que inter-
vengan en los avalúos respectivos;

III. Firmar avalúos, en nombre y representación de la
Unidad de Valuación que ésta certifique, y

IV. Las demás que establezcan las disposiciones de ca-
rácter general que al efecto emita la Comisión.

B. Los Controladores no podrán:

I. Delegar o ceder, total o parcialmente, bajo cualquier
título, los derechos y obligaciones que deriven del poder
especial que les haya otorgado la Unidad de Valuación
correspondiente para fungir como Controlador;

II. Ostentarse como Controladores en tanto no tengan el
poder especial otorgado por la Unidad de Valuación co-
rrespondiente para fungir como tales, o que dicho poder
haya sido revocado;

III. Firmar avalúos, en nombre y representación de la
Unidad de Valuación, respecto de bienes diferentes a in-
muebles objeto de Créditos Garantizados a la Vivienda;

IV. Firmar avalúos, en nombre y representación de la
Unidad de Valuación que ésta certifique, de inmuebles
objeto de Créditos Garantizados a la Vivienda, en los
que aquélla, sus socios, directivos o empleados, así co-
mo su cónyuge, sus parientes por consanguinidad den-
tro del cuarto grado, por afinidad o civiles, tengan algún
interés;

V. Firmar avalúos, en nombre y representación de la
Unidad de Valuación que ésta certifique, en los que pue-
da resultar cualquier ilícito, y

VI. Las demás que establezcan las disposiciones de ca-
rácter general que al efecto emita la Comisión.

Artículo 7 quinques. Las Entidades deberán abstenerse de
otorgar Créditos Garantizados a la Vivienda, en los que el
respectivo avalúo haya sido solicitado o promovido por el
Desarrollador Inmobiliario de que se trate, o bien, cuando
en la realización del avalúo, dicho Desarrollador haya in-
tervenido de cualquier otra forma, por sí mismo o por in-
terpósita persona; salvo que sea el propio Desarrollador In-
mobiliario quien solicite el otorgamiento de un Crédito
Garantizado a la Vivienda en su calidad de deudor ante la
respectiva Entidad.

Artículo 11. Se deroga.
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Artículo 18. La Comisión respecto de las entidades finan-
cieras que otorguen Crédito Garantizado y la Procuraduría
Federal de Protección al Consumidor, respecto de las de-
más Entidades que habitualmente otorguen Crédito Garan-
tizado, en el ámbito de sus respectivas competencias, vigi-
larán y supervisarán el cumplimiento de la presente Ley y
de las disposiciones que de ella emanen. Lo anterior, sin
perjuicio de las facultades con que cuenta la Comisión Na-
cional para la Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros, en términos de su Ley.

Los Valuadores Profesionales, Controladores y la Unidad
de Valuación, estarán sujetos a la inspección y vigilancia de
la Comisión, para lo cual deberán entregarle toda la infor-
mación y documentación que ésta les solicite, dentro de los
plazos que la misma establezca. La citada Comisión podrá
realizar visitas de inspección a las referidas personas a
efecto de revisar, verificar, comprobar y evaluar que las ac-
tividades que realicen se ajusten a la presente Ley y a las
disposiciones que de ella emanen.

Asimismo, la Comisión podrá determinar mediante dispo-
siciones de carácter general la información periódica que,
para el ejercicio de sus facultades de supervisión, deberán
entregarle los Valuadores Profesionales y las Unidades de
Valuación, así como los plazos y medios para su entrega.

Artículo 20. La Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C. de-
berá desarrollar un centro de información estadística de la
originación y comportamiento de los Créditos Garantiza-
dos a la Vivienda.

Para tal efecto, las Entidades y quienes sean titulares de los
derechos de crédito tratándose de Créditos Garantizados a
la Vivienda, deberán proporcionar a la Sociedad Hipoteca-
ria Federal, S.N.C., la información de los Créditos Garan-
tizados a la Vivienda que otorguen o de los que sean titula-
res, en los plazos, términos, condiciones y características
que ésta determine mediante disposiciones de carácter ge-
neral y sin que de dicha información se pueda identificar al
deudor del Crédito Garantizado a la Vivienda, en protec-
ción del derecho a la privacidad del mismo.

La Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C., podrá auxiliarse
de las asociaciones gremiales integradas por las Entidades
para la conformación de la base de datos que dé sustento al
centro de información estadística, la cual tendrá el carácter
de confidencial, por lo que sólo podrá ser compartida con
las Entidades que proporcionen información para su inte-
gración, en los términos y condiciones que se establezcan

en las disposiciones de carácter general que emita la citada
Sociedad, sin que dicha base de datos pueda ser objeto de
comercialización. Asimismo, la Sociedad Hipotecaria Fe-
deral, S.N.C., en ningún caso podrá compartir la base de
datos con información que permita identificar a los otor-
gantes de Crédito Garantizado a la Vivienda o a sus titula-
res.

Con la información de la base de datos que se integre para
el desarrollo del centro de información estadística, la So-
ciedad Hipotecaria Federal, S.N.C., deberá publicar men-
sualmente a través de su página de Internet, estadísticas re-
levantes sobre la originación y comportamiento de los
Créditos Garantizados a la Vivienda.

La Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C., podrá sancionar
el incumplimiento de este artículo, en los términos y con-
diciones que establezcan las disposiciones de carácter ge-
neral que al efecto emita la citada Sociedad.

Artículo 21. La Comisión, en el ámbito de su competencia,
podrá asignar calificaciones a las Unidades de Valuación,
tomando en cuenta aspectos cualitativos y cuantitativos de
la relación que exista entre los Créditos Garantizados a la
Vivienda y los avalúos que hubieren formado parte del pro-
ceso de originación de dichos créditos, a fin de informar al
público, a través de su página en Internet, sobre la capaci-
dad técnica de dichas Unidades de Valuación.

Para tales efectos, la Comisión elaborará las referidas cali-
ficaciones con base en la información que obtenga en ejer-
cicio de sus facultades de supervisión.

TÍTULO V
DE LAS SANCIONES Y DELITOS

Capítulo I
De las sanciones

Artículo 22. El incumplimiento o la violación a las normas
de la presente Ley y a las disposiciones que emanen de ella,
serán sancionados con multa que impondrá administrativa-
mente la Comisión, conforme a lo siguiente:

I. Multa de 200 a 2,000 días de salario:

a) A los Valuadores Profesionales, Controladores y
Unidades de Valuación que no cumplan con las dis-
posiciones a que se refiere el tercer párrafo del artí-
culo 18 de esta Ley.



b) A los Valuadores Profesionales, Controladores y
Unidades de Valuación que no proporcionen dentro
de los plazos establecidos para tal efecto, la infor-
mación o documentación a que se refiere esta Ley.

II. Multa de 2,000 a 7,000 días de salario:

a) A los Valuadores Profesionales que no cumplan
con las obligaciones o realicen los actos prohibidos
en el artículo 7 bis de esta Ley.

b) A las Unidades de Valuación que no cumplan con
las obligaciones o realicen los actos prohibidos en el
artículo 7 ter de esta Ley.

c) A los Controladores que no cumplan con las obli-
gaciones o realicen los actos prohibidos en el artícu-
lo 7 quáter de esta Ley.

III. Multa de 4,000 a 10,000 días de salario:

a) A las entidades financieras que otorguen Crédito
Garantizado a la Vivienda en contravención a lo pre-
visto en el artículo 7 quinques de esta Ley.

b) A las entidades financieras que otorguen Crédito
Garantizado a la Vivienda, que se opongan u obsta-
culicen el ejercicio de las facultades que ésta y otras
disposiciones aplicables le confieren a la Comisión.

Artículo 23. Corresponderá a la Junta de Gobierno de la
Comisión la imposición de sanciones, la que podrá delegar
esta atribución en el presidente y los demás servidores pú-
blicos de la misma, en razón de la naturaleza de la infrac-
ción o del monto de las multas y tendrá asimismo la facul-
tad indelegable de condonar, en su caso, total o
parcialmente las multas impuestas.

Para efectos de las multas establecidas en el presente Capí-
tulo se entenderá por días de salario, el salario mínimo ge-
neral vigente en el Distrito Federal al momento de come-
terse la infracción.

En caso de reincidencia, se podrá aplicar multa equivalen-
te al doble de la establecida para esa infracción.

Artículo 24. La Comisión, en la imposición de sanciones
de carácter administrativo a que se refiere esta ley, se suje-
tará a lo siguiente:

I. Se otorgará audiencia al infractor, quien, en un plazo
de 10 días hábiles contado a partir del día hábil siguien-
te a aquél en que surta efectos la notificación corres-
pondiente, deberá manifestar por escrito lo que a su in-
terés convenga, ofrecer pruebas y formular alegatos. La
Comisión, a petición de parte, podrá ampliar por una so-
la ocasión el plazo a que se refiere esta fracción, hasta
por el mismo lapso, para lo cual considerará las cir-
cunstancias particulares del caso. La notificación surtirá
efectos al día hábil siguiente a aquél en que se practique.

II. En caso de que el infractor no hiciere uso del derecho
de audiencia dentro del plazo concedido o bien, habién-
dolo ejercido no lograre desvanecer las imputaciones
vertidas en su contra, se tendrán por acreditadas las in-
fracciones imputadas y se procederá a la imposición de
las sanción administrativa correspondiente.

III. En la imposición de sanciones se tomarán en cuen-
ta, en su caso, lo siguiente:

a) La afectación a terceros o al sistema financiero;

b) La reincidencia, las causas que la originaron y, en
su caso, las acciones correctivas aplicadas por el
presunto infractor. Se considerará reincidente al que
haya incurrido en una infracción que haya sido san-
cionada y, en adición a aquélla, cometa la misma in-
fracción, dentro de los 2 años inmediatos siguientes
a la fecha en que haya quedado firme la resolución
correspondiente;

c) La cuantía del Crédito Garantizado a la Vivienda,
y 

d) La intención de realizar la conducta.

Artículo 25. La Comisión podrá, atendiendo a las circuns-
tancias de cada caso, imponer la multa que corresponda al
infractor en los supuestos señalados en la fracción I del ar-
tículo 22 de esta ley, o bien, solamente amonestarlo.

La Comisión considerará como atenuante en la imposición
de sanciones administrativas, cuando el presunto infractor,
de manera espontánea y previo al inicio del procedimiento
de imposición de sanción a que se refiere la presente Ley,
informe por escrito de la violación en que hubiere incurri-
do a la citada Comisión y corrija las omisiones o contra-
venciones a las normas aplicables en que hubiere incurrido
o, en su caso, presente ante la misma Comisión un progra-
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ma de corrección que tenga por objeto evitar que la perso-
na regulada por esta Ley, se ubique de nueva cuenta en la
conducta infractora. Asimismo, se considerará como ate-
nuante la acreditación que el presunto infractor haga ante
la Comisión de haber resarcido el daño causado, así como
el hecho de que aporte información que coadyuve en el
ejercicio de las atribuciones de la Comisión en materia de
inspección y vigilancia, a efecto de deslindar responsabili-
dades.

La Comisión podrá abstenerse de sancionar a las Entidades
y personas sujetas a su supervisión en términos de esta Ley,
siempre y cuando se trate de conductas infractoras señala-
das en la fracción I del artículo 22 de la presente Ley y,
además, justifiquen la causa de tal abstención y se refieran
a hechos, actos u omisiones que no revistan gravedad ni
constituyan delito o pongan en peligro los intereses de ter-
ceros o del propio sistema financiero.

Artículo 26. En el ejercicio de sus facultades sancionado-
ras, la Comisión, ajustándose a los lineamientos que aprue-
be su Junta de Gobierno, deberá hacer del conocimiento
del público en general, a través de su portal de Internet, las
sanciones que al efecto imponga por infracciones a esta
Ley, una vez que dichas resoluciones hayan quedado fir-
mes o sean cosa juzgada, para lo cual deberá señalar ex-
clusivamente el nombre, denominación o razón social del
infractor, el precepto infringido y la sanción.

Artículo 27. La Procuraduría Federal del Consumidor san-
cionará con multa de 1,000 a 5,000 días de salario, a las
Entidades distintas a las supervisadas por la Comisión, que
infrinjan cualquier disposición de esta Ley cuya conducta
no competa sancionar a la Comisión. En la imposición de
las sanciones a que se refiere este artículo, la Procuraduría
Federal del Consumidor deberá observar, en lo conducen-
te, lo dispuesto por el artículo 24 de la presente Ley.

Artículo 28. La infracción a cualquier otro precepto de es-
ta Ley o de las disposiciones que de ella deriven, distinta
de las señaladas expresamente o en algún otro artículo de
esta Ley y que no tengan sanción especialmente señalada
en este ordenamiento, será sancionada con multa de 1,000
a 5,000 días de salario por la Comisión.

Artículo 29. La facultad para imponer las sanciones pre-
vistas en esta Ley, caducará en un plazo de cinco años, con-
tado a partir del día hábil siguiente a aquél en que se reali-
zó la conducta o se actualizó el supuesto de infracción.

El plazo de caducidad señalado en el párrafo inmediato an-
terior se interrumpirá al iniciarse los procedimientos relati-
vos. Se entenderá que el procedimiento de que se trata ha
iniciado a partir de la notificación al presunto infractor del
oficio de sanción correspondiente, en términos del artículo
24 de la presente Ley.

Las multas que se impongan conforme a lo previsto en es-
ta Ley deberán ser pagadas dentro de los 15 días hábiles si-
guientes al de su notificación. Cuando las multas no se pa-
guen dentro del plazo señalado en este párrafo, su monto se
actualizará desde el mes en que debió hacerse el pago y
hasta que el mismo se efectúe, en los mismos términos que
establece el Código Fiscal de la Federación para este tipo
de supuestos.

En caso de que el infractor pague las multas dentro de los
15 días referidos en el párrafo anterior, se aplicará una re-
ducción en un 20 por ciento de su monto, siempre y cuan-
do no se hubiere interpuesto medio de defensa alguno en
contra de dicha multa.

Artículo 30. En contra de las sanciones que se impongan
en términos del presente Capítulo procederá el recurso de
revisión previsto en la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo.

Artículo 31. Corresponderá al Servicio de Administración
Tributaria hacer efectivas, conforme al Código Fiscal de la
Federación, las multas impuestas a en términos del presen-
te Capítulo.

Capítulo II
De los delitos

Artículo 32. Aquellas personas que para obtener un Crédi-
to Garantizado a la Vivienda o aquellas que se confabulen
para tal efecto, soliciten, elaboren, emitan o presenten ava-
lúos que no correspondan a la realidad, de manera que el
valor de los bienes que se otorguen en garantía sea inferior
al importe del referido crédito, serán acreedoras a las san-
ciones siguientes, según corresponda:

I. Se sancionará con prisión de tres meses a un año, cuan-
do el monto del Crédito Garantizado a la Vivienda, no ex-
ceda del equivalente a 2,000 días de salario mínimo gene-
ral diario vigente en el Distrito Federal.

II. Se sancionará con prisión de uno a tres años, cuando el
monto del Crédito Garantizado a la Vivienda exceda de
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2,000 y no de 50,000 días de salario mínimo general diario
vigente en el Distrito Federal.

III. Se sancionará con prisión de tres a cinco años, cuando
el monto del Crédito Garantizado a la Vivienda exceda de
50,000 días de salario mínimo general diario vigente en el
Distrito Federal.

Los delitos previstos en el presente artículo sólo admitirán
comisión dolosa. La acción penal que derive de los su-
puestos previstos en este artículo procederá a petición de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, previa opinión
de la Comisión, cuando el presunto responsable sea un Va-
luador Profesional o Controlador, o bien se procederá a pe-
tición del ofendido en cualquier caso. La acción penal pres-
cribirá en tres años contados a partir del día en que dicha
Comisión o el ofendido tenga conocimiento de la conduc-
ta y del probable responsable y, si no tiene ese conoci-
miento, en cinco años que se computarán conforme a las
reglas establecidas en el artículo 102 del Código Penal Fe-
deral. Una vez cubierto el requisito de procedibilidad, la
prescripción seguirá corriendo según las reglas del Código
Penal Federal.

Artículo 33. Lo dispuesto en este Título, no excluye al in-
fractor de la imposición de sanciones que conforme a ésta
u otras leyes le fueren aplicables por la comisión de deli-
tos.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. En un plazo de 180 días naturales pos-
teriores a la entrada en vigor del presente Decreto, la So-
ciedad Hipotecaria Federal, S.N.C., deberá establecer las
disposiciones de carácter general a que se refiere el artícu-
lo 20 que por este Decreto se adiciona.

Artículo Tercero. Las facultades que con anterioridad a la
entrada en vigor del presente Decreto correspondían a la
Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C., y que por virtud del
mismo se asignan a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, quedarán conferidas a ésta, una vez cumplido el
plazo de 90 días naturales, contado a partir de la entrada en
vigor de este Decreto.

Hasta en tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
no expida las disposiciones de carácter general que, en el
ámbito de su competencia, establece el presente Decreto y
éstas entren en vigor, continuarán vigentes las disposicio-
nes que hubiere expedido la Sociedad Hipotecaria Federal,
S.N.C., con anterioridad a este Decreto.

Artículo Cuarto. Las autorizaciones otorgadas por la So-
ciedad Hipotecaria Federal, S.N.C., para actuar como Va-
luador Profesional, así como las inscripciones como Uni-
dad de Valuación, continuarán vigentes en los términos
otorgados por la citada institución de banca de desarrollo.

La Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C., proporcionará a
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores un padrón que
contenga la información relativa al estado que guardan las
autorizaciones e inscripciones, así como la vigencia de las
mismas, de los Valuadores Profesionales, Controladores y
Unidades de Valuación, dentro de un plazo de 90 días na-
turales, contado a partir de la entrada en vigor de este De-
creto.

Artículo Quinto. Las infracciones cometidas antes de que
se concluya el plazo a que se refiere el primer párrafo del
artículo Tercero Transitorio del presente Decreto, se san-
cionarán conforme a las disposiciones vigentes al momen-
to de cometerse las citadas infracciones, por quien en tér-
minos de este Decreto se encuentre facultado al momento
de conocer la conducta susceptible de ser sancionada, apli-
cando el procedimiento que se encuentre vigente al mo-
mento de que se conozca dicha conducta.

En los casos de aquéllos procedimientos iniciados antes y
durante el plazo de 90 días naturales a que se refiere el pri-
mer párrafo del artículo Tercero Transitorio del presente
Decreto, la Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C., estará
facultada para conocerlos y sancionarlos hasta su conclu-
sión, aún transcurrido dicho plazo.

Artículo Sexto. Las Unidades de Valuación que, a la en-
trada en vigor del presente Decreto, mantengan inscritos en
su padrón de Valuadores Profesionales a quienes también
lo estén en otra Unidad de Valuación, contarán con un pla-
zo de un año contado a partir de la entrada en vigor del pre-
sente Decreto, para ajustarse a lo previsto en el primer pá-
rrafo de la fracción VI del Apartado B del artículo 7 ter de
la Ley de Transparencia y de Fomento a la Competencia en
el Crédito Garantizado; por lo que con posterioridad a di-
cho plazo, dejarán de certificar los avalúos de los Valuado-
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res Profesionales que formen parte del padrón de otra Uni-
dad de Valuación, salvo que cuenten con la autorización de
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en términos
de lo dispuesto por el último párrafo de la citada fracción
VI del Apartado B del artículo 7 ter de la Ley de Transpa-
rencia y de Fomento a la Competencia en el Crédito Ga-
rantizado.

Asimismo, las Unidades de Valuación, una vez concluido
el plazo de un año a que se refiere el párrafo anterior, de-
berán hacer del conocimiento de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores el padrón de Valuadores Profesiona-
les que tengan inscritos.

Artículo Séptimo. Transcurrido el plazo de un año a que
se refiere el artículo Sexto Transitorio anterior y en caso de
que no se haya dado cumplimiento a lo previsto en la frac-
ción VI del Apartado B del artículo 7 ter de la Ley de
Transparencia y de Fomento a la Competencia en el Crédi-
to Garantizado, la Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C.,
devolverá únicamente el importe recibido por la autoriza-
ción correspondiente, previa solicitud de la Unidad de Va-
luación y del Valuador Profesional respectivo, siempre que
le sea presentada en un plazo que no exceda de 30 días na-
turales contados a partir de que concluya el plazo de un año
antes mencionado.

Sala Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 14 de abril de 2009.

Por la Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Char-
bel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro
Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica),
Carlos Alberto García González (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez
Madrid (rúbrica), José Antonio Saavedra Coronel, Antonio Soto Sán-
chez, Ismael Ordaz Jiménez, Miguel Ángel González Salum (rúbrica),
Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio Monta-
ño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rú-
brica), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; Moisés Alcal-
de Virgen, José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Samuel Aguilar
Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Valentina Valia
Batres Guadarrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla, Francisco Javier
Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Ar-
zate (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbrica), Javier Guerrero Gar-
cía, José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Ku-
ri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), Octavio Martínez
Vargas, José Murat, Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rúbri-
ca), Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica), Jorge Alejandro Salum
del Palacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).

Por la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, di-
putados: Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), presidente; Cons-
tantino Acosta Dávila (rúbrica), Ariel Castillo Nájera, Leobardo Curiel
Preciado (rúbrica), Delber Medina Rodríguez (rúbrica), Víctor Manuel
Lizárraga Peraza (rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo (rúbrica), Abundio
Peregrino García (rúbrica), Enrique Rodríguez Uresti (rúbrica), Odilón
Romero Gutiérrez (rúbrica), Arnoldo Ochoa González, Sergio Sando-
val Paredes (rúbrica), secretarios; José Rosas Aispuro Torres (rúbrica),
Daniel Amador Gaxiola (rúbrica), Raymundo Cárdenas Hernández (rú-
brica), Faustino Javier Estrada González, Jesús Vicente Flores Morfín
(rúbrica), María Gabriela González Martínez (rúbrica), Benjamín Er-
nesto González Roaro (rúbrica), Sergio Hernández Hernández (rúbri-
ca), Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo (rúbrica), Adolfo Mota Her-
nández (rúbrica), Francisco Javier Murillo Flores (rúbrica),
Concepción Ojeda Hernández (rúbrica), Ignacio Alberto Rubio Chávez
(rúbrica), Sagrario María del Rosario Ortiz Montoro (rúbrica en abs-
tención), Miguel Ángel Solares Chávez (rúbrica), Gerardo Sosa Caste-
lán (rúbrica), José Luis Varela Lagunas (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público, y de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como por los artículos 55, fracción I, y 56
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, se presentó inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforman diver-
sas disposiciones de la Ley del Seguro Social, por el
Ejecutivo federal.

Estas comisiones que suscriben, con base en las facultades
que les confieren los artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
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abocaron al análisis de la iniciativa antes señalada y con-
forme a las deliberaciones que de la misma realizaron los
miembros de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público y de Seguridad Social, reunidos en Pleno some-
ten a la consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen.

Antecedentes

1. Con fecha 10 de febrero de 2009, el presidente de los Es-
tados Unidos Mexicanos Felipe de Jesús Calderón Hinojo-
sa, en uso de la facultad que le confiere el artículo 71, frac-
ción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, presentó la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del
Seguro Social. 

2. El 12 de febrero de 2009, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados, dispuso que la iniciati-
va fuera turnada, para su estudio y dictamen, a las Comi-
siones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de
Seguridad Social.

Descripción de la iniciativa

Primero. Señala en su exposición de motivos el Ejecutivo
federal que al suscribir el Acuerdo Nacional en favor de la
Economía Familiar y el Empleo, asumió el compromiso de
ampliar la capacidad de retiro de ahorro en caso de desem-
pleo, con el fin de brindar un apoyo adicional para los me-
xicanos que se vean privados de su fuente de ingresos. En
este sentido, la iniciativa de reformas a la Ley del Seguro
Social tiene como propósito dar cumplimiento a dicho
compromiso y poner en marcha las modificaciones legales
necesarias para lograr este objetivo.

En tal tesitura, se establece que con las reformas propues-
tas, se lograrán, por un lado, fortalecer el retiro por desem-
pleo y, por el otro, incrementar los recursos de las cuentas
individuales de los trabajadores de menores ingresos. De
esta manera, los recursos depositados por el trabajador, su
patrón y el gobierno en su cuenta individual se podrán usar
de forma más eficiente para proveerle protección suficien-
te durante periodos de desempleo involuntario y reencau-
zar los recursos aportados por el gobierno federal a mejo-
rar las pensiones de los trabajadores de menores ingresos.

Asimismo, señala que existen al menos dos elementos del
esquema de seguridad social vigente que pueden mejorar-
se en beneficio del trabajador sin incrementar los costos de

manera sustancial, fortaleciendo así los incentivos para la
creación de empleos formales y bien remunerados:

1. No existe protección suficiente para hacer frente a pe-
riodos de desempleo. El sistema de ahorro para el retiro vi-
gente contempla la posibilidad de que el trabajador haga
retiros parciales durante estas contingencias; sin embargo,
cuando se estableció el sistema y el ahorro acumulado era
aún muy pequeño, se fijaron parámetros que limitaron los
montos que podía retirar el trabajador para preservar la in-
tegridad del sistema. Estos parámetros provocan que la
protección contra el desempleo resulte hoy insuficiente.

2. La cuota social que el gobierno federal deposita en las
cuentas individuales tiene como fin fomentar el empleo y
proteger a los trabajadores de menores ingresos, pero ac-
tualmente se canaliza también a los trabajadores de mayo-
res ingresos. Si se reduce o elimina la cuota social para
aquellos trabajadores que no la necesitan habrá más recur-
sos disponibles para los trabajadores para quienes fue con-
cebida originalmente.

Con base en las consideraciones antes mencionadas, la ini-
ciativa propone un incremento en el monto de los retiros
por desempleo, una cuota social más progresiva y un in-
cremento de la aportación del gobierno federal por concep-
to de cuota social, a efecto de que se facilite el acceso a los
recursos de su cuenta individual a aquellos trabajadores
que se encuentren en situación de desempleo en forma tem-
poral, así como de aumentar el monto del que podrán dis-
poner, buscando el equilibrio necesario entre estos nuevos
beneficios y la pensión que por ley les corresponde.

Segundo. En virtud de lo anterior, la iniciativa propone re-
formar los artículos 139, segundo párrafo, 165, primer pá-
rrafo, 168, fracción IV y último párrafo, y 191, fracción II,
de la Ley del Seguro Social, a fin de que:

1. Se incrementen los montos de los retiros por desempleo,
permitiéndole al trabajador que se encuentra desempleado:
(i) hacer uso de un monto mayor de los recursos que se en-
cuentran acumulados en su cuenta individual, y (ii) ampliar
el retiro a trabajadores que hoy no tienen derecho a ejer-
cerlo.

En este sentido, el esquema vigente permite al trabajador
que tenga por lo menos cinco años de haber abierto su
cuenta individual, retirar la cantidad que resulte menor en-
tre (i) setenta y cinco días de su salario base de cotización
de las últimas 250 semanas, y (ii) el diez por ciento del sal-
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do de su subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez.

Con las reformas propuestas, se eleva el primer límite a no-
venta días de salario base de cotización y el segundo a on-
ce punto cinco por ciento del saldo de la subcuenta de reti-
ro, cesantía en edad avanzada y vejez.

Asimismo, en relación a la ampliación del retiro a los tra-
bajadores que hoy no tienen derecho, se propone permitir a
los trabajadores con al menos tres años desde la apertura de
su cuenta, que tengan por lo menos 12 bimestres de cotiza-
ción, retirar hasta 30 días de su último salario con un lími-
te máximo de diez salarios mínimos mensuales.

2. Se cuente con una cuota social más progresiva, redistri-
buyendo dicha cuota hacia los trabajadores con menores
ingresos.

Por lo anterior, la cuota social se aumenta para el 89.2% de
los trabajadores activos que ganan menos de diez salarios
mínimos.

En este sentido, se incrementaría el monto que recibe cada
trabajador que gana hasta un salario mínimo en 20%, se in-
crementa en 15% la cuota social para los trabajadores que
ganan entre uno y cuatro salarios mínimos, 10% para aque-
llos que ganan entre cuatro y siete salarios mínimos y 5%
para los restantes que ganan hasta diez salarios mínimos,
permaneciendo sin cambio la cuota vigente para los traba-
jadores que ganan de diez a quince salarios mínimos.

3. Se incremente la aportación del gobierno federal por
concepto de cuota social casi en un 5%.

En este sentido, un trabajador con un ingreso de un salario
mínimo observará un incremento de la cuota social que le
corresponde de 20%, un trabajador con ingresos equiva-
lentes a tres salarios mínimos, observaría un incremento de
15% y un trabajador con ingresos mayores equivalentes a
diez salarios mínimos, observaría un aumento de 5% por el
mismo concepto.

Consideraciones de las comisiones unidas

Primera. Existen tres motivos principales por los cuales
un trabajador puede estar imposibilitado de percibir un in-
greso. Los dos más graves son la vejez y la incapacidad fí-
sica. El sistema de ahorro para el retiro y las pensiones de
la seguridad social están diseñados para proveer al trabaja-

dor bajo estas circunstancias. El tercer motivo es el desem-
pleo involuntario.

Derivado de que el desempleo tiene diversas causas, la ex-
periencia internacional indica que si simplemente se pro-
vee un ingreso al trabajador financiado en su totalidad con
recursos públicos, se introducen incentivos contraprodu-
centes en el mercado laboral que en el mediano y largo pla-
zo tienden a incrementar el nivel de desempleo y perjudi-
car al conjunto de los trabajadores.

El sistema de ahorro para el retiro ya contempla un meca-
nismo de ayuda para enfrentar un periodo de desempleo.
Sin embargo, la protección que ofrece es limitada porque
los parámetros que se establecieron originalmente fueron
conservadores para evitar cualquier vulnerabilidad al patri-
monio del trabajador en los inicios del sistema.

Como resultado de dichos parámetros, únicamente los tra-
bajadores que han estado afiliados al Seguro Social por
cinco años o más al ejercer el derecho al retiro parcial de
los recursos de su cuenta individual, en caso de desempleo
han podido obtener cantidades adecuadas para superar esa
contingencia.

La disposición hoy vigente establece que el trabajador só-
lo puede retirar lo que sea menor entre 75 días de su sala-
rio promedio de las últimas doscientas cincuenta semanas
y el 10% de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avan-
zada y vejez, siendo este último monto el que resulta apli-
cable en prácticamente todos los casos y ha dado por re-
sultado que el retiro promedio sea de sólo 3 mil 856 pesos.

En este sentido, se considera que la propuesta de permitir-
le al trabajador que se encuentra desempleado el hacer uso
de un monto mayor de los recursos que se encuentran acu-
mulados en su cuenta individual, ampliando el derecho a
trabajadores de menores ingresos, es viable, toda vez que
en el corto plazo, la propuesta permite a los trabajadores
que enfrenten periodos de desempleo mantener su nivel de
consumo, dando un impulso a la demanda. 

A mediano plazo, la propuesta incrementa los incentivos a
participar en el sector formal creando un beneficio tangible
de su cuenta individual ligado a su salario base de cotiza-
ción, lo que también desincentiva la subdeclaración del
sueldo de los trabajadores al hacer que éstos sean los más
interesados en que su patrón pague sus cuotas del seguro
social con el sueldo real que perciben, pues de esto depen-
derá el monto de su retiro por desempleo.
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La iniciativa permitirá que los trabajadores que tengan 3
años o más sin llegar a cinco con su cuenta individual y do-
ce bimestres cotizados retiren de su cuenta individual 30
días de su salario, planteamiento que incrementa notable-
mente el monto del retiro por desempleo si lo comparamos
con las disposiciones hoy vigentes, toda vez que bajo los
mismo supuestos actualmente no alcanzan a retirar una
cantidad similar a la propuesta en la iniciativa, sino hasta
después de aportar continuamente durante más de siete
años.

En el caso de los trabajadores que tengan 5 años (o más)
con su cuenta individual, la iniciativa propone que podrán
retirar por lo menos, los mismos 30 días de su salario, pe-
ro sin que les sea aplicable un monto mínimo de bimestres
cotizados.

Con la propuesta, cualquier trabajador que cumpla con 3
años de antigüedad a partir de su afiliación al Instituto Me-
xicano del Seguro Social, ya sea que hubiere cotizado con-
tinuamente o no durante todo el plazo, podrá ejercer el de-
recho al retiro del importe equivalente a treinta días de su
salario por desempleo, con sólo acreditar doce bimestres
cotizados, generándose por consecuencia un beneficio pa-
ra 1.8 millones de trabajadores. Cabe reiterar que para los
28 millones de trabajadores con más de 5 años con su cuen-
ta, cuyo monto promedio del retiro de desempleo actual es
de 3 mil 204 pesos, el monto del retiro promedio propues-
to sube a 5 mil 700 pesos, un aumento de 78%.

En lo que se refiere a los trabajadores cuya cuenta indivi-
dual tenga una antigüedad de cinco o más años, es impor-
tante destacar que la propuesta aclara que para efectos del
cálculo, para obtener el importe que puede retirar entre 90
días de su salario base de cotización, y el once punto cinco
por ciento del saldo de su cuenta individual, se utilizara co-
mo base las últimas 250 semanas de cotización o las que
tuviere, con lo que se subsana cualquier criterio de inter-
pretación y se otorga certeza jurídica tanto a los trabajado-
res como a los responsables del cálculo de la cantidad a re-
tirar.

Así, la reforma propuesta permitirá incrementar los montos
de los retiros en caso de desempleo, como a continuación
se expone:

Por último, cabe mencionar que el segundo párrafo del in-
ciso b) del artículo 191 de la Ley del Seguro Social pro-
puesto, debe prever que los trabajadores en este supuesto
tengan derecho a recibir como primera exhibición de su re-
tiro la cantidad de treinta días de su último salario base de
cotización, a efecto de ayudarlos de forma inmediata con
una cantidad más alta y el resto del retiro dividirlo en las
cinco exhibiciones restantes. Asimismo, el tercer párrafo
del mismo inciso hace referencia a un requisito de “tiempo
de cotización” que no es aplicable en los términos de la
propuesta, por lo que a efecto de aclarar el contenido del
artículo y evitar futuros problemas de interpretación del
mismo, se considera necesario modificarlo para quedar co-
mo sigue:

“Artículo 191. … 

I. … 

II. Retirar parcialmente por situación de desempleo los
recursos de la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad
Avanzada y Vejez, a partir del cuadragésimo sexto día
natural contado desde el día en que quedó desempleado,
en los siguientes términos:

a) Si su cuenta individual tiene al menos tres años de ha-
ber sido abierta y tiene un mínimo de doce bimestres de
cotización al Instituto acreditados en dicha cuenta, po-
drá retirar en una exhibición la cantidad que resulte al
equivalente a treinta días de su último salario base de
cotización, con un límite de diez veces el salario míni-
mo mensual general que rija en el Distrito Federal, o

b) Si su cuenta individual tiene cinco años o más de ha-
ber sido abierta, podrá retirar la cantidad que resulte me-
nor entre noventa días de su propio salario base de coti-
zación de las últimas doscientas cincuenta semanas o las
que tuviere, o el once punto cinco por ciento del saldo
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de la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada
y Vejez.

Las cantidades a que se refiere este inciso se entregarán
en un máximo de seis mensualidades, la primera de las
cuales podrá ser por un monto de treinta días de su últi-
mo salario base de cotización a solicitud del trabajador,
conforme a las reglas de carácter general que al efecto
expida la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro pa-
ra el Retiro. En caso de que el trabajador se reincorpore
a laborar durante el plazo de entrega de los recursos, las
mensualidades posteriores a su reincorporación se sus-
penderán.

El trabajador que cumpla con los requisitos de antigüe-
dad de la cuenta a que se refiere el primer párrafo de es-
te inciso, podrá optar, en todo caso, por el beneficio se-
ñalado en el inciso a).

El derecho consignado en esta fracción sólo podrán
ejercerlo los trabajadores que acrediten con los estados
de cuenta correspondientes, no haber efectuado retiros
durante los cinco años inmediatos anteriores a la fecha
de la solicitud de retiro de recursos.”

Segunda. La disposición que realizan los trabajadores de
recursos de su cuenta individual por cualquiera de los su-
puestos previstos en la Ley del Seguro Social, les significa
que se disminuyan sus semanas de cotización conforme a
lo hoy dispuesto por el artículo 198 de la Ley del Seguro
Social.

Al respecto, se considera conveniente acotar los supuestos
en que se disminuyen las semanas de cotización a los tra-
bajadores, únicamente al del retiro por desempleo. De esta
forma, la disposición de recursos por ayuda de gastos de
matrimonio prevista en el artículo 165 de la Ley del Segu-
ro Social, ya no dará lugar a que se disminuyan las sema-
nas de cotización de los trabajadores, lo que constituye un
claro beneficio para los trabajadores que ejerzan este dere-
cho.

Asimismo, se propone que a los trabajadores que desde el
primero de julio de 1997, fecha de entrada en vigor de la
Ley del Seguro Social vigente, hasta la entrada en vigor del
Decreto que se dictamina, les hubieran sido disminuidas
sus semanas de cotización por haber recibido la ayuda de
gastos de matrimonio, les sean reintegradas, lo cual bene-
ficiará directamente a los más de 550,000 trabajadores que
han ejercido este derecho.

Además, se propone prever la posibilidad, hoy inexistente,
de que los trabajadores, cuando se empleen de nuevo, pue-
dan reintegrar los recursos que hubieren recibido, para que
las semanas de cotización que les hubieren sido disminui-
das les sean reintegradas.

Esta reintegración sería totalmente voluntaria para los tra-
bajadores, previéndose que podrá ser total o parcial, a efec-
to de que cada quien reintegre conforme a sus posibilida-
des y necesidades de semanas de cotización.

En ese sentido, se propone reformar el artículo 198 de la
Ley del Seguro Social y adicionar un artículo sexto transi-
torio, para quedar como sigue:

“Artículo 198. La disposición que realice el trabajador
de los recursos de su cuenta individual por concepto del
retiro por situación de desempleo previsto en el artículo
191 fracción II de la presente Ley, disminuirá en igual
proporción a las semanas de cotización efectuadas.

La mencionada disminución se calculará dividiendo el
monto acumulado de los recursos de la cuenta indivi-
dual entre el número de semanas cotizadas hasta el mo-
mento de realizarse la disposición de dichos recursos. El
monto retirado se dividirá entre el cociente resultante de
la anterior operación. El resultado se le restará a las se-
manas cotizadas.

Los trabajadores que retiren recursos de la Sub-
cuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Ve-
jez en los términos de lo dispuesto por el menciona-
do artículo 191 fracción II de la presente Ley,
podrán reintegrar total o parcialmente los recursos
que hubieren recibido conforme a las disposiciones
de carácter general que al efecto expida la Comisión
Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, con el
voto favorable del Comité Consultivo y de Vigilan-
cia. En este caso, las semanas de cotización que hu-
bieren sido disminuidas conforme a lo dispuesto en el
presente artículo les serán reintegradas proporcio-
nalmente a los recursos que reintegren.”

“Sexto. A todos los trabajadores que hubieren recibido
la ayuda para gastos de matrimonio prevista en el artí-
culo 165 de la Ley del Seguro Social desde la entrada en
vigor de dicha Ley, les deberán ser reintegradas las se-
manas de cotización que por ese concepto les hubieran
sido disminuidas.”
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Tercera. Estas Comisiones consideran que el aumento en
el monto del retiro por desempleo propuesto en la iniciati-
va objeto del presente dictamen debiera hacerse extensivo
a los trabajadores que ya han perdido su empleo y hubieren
ejercido el retiro por desempleo a partir del último trimes-
tre del año 2008 en que disminuyó el producto interno bru-
to en México.

En este sentido, se propone que dichos trabajadores puedan
solicitar que se les entregue la diferencia entre los recursos
que ya hubieren retirado y la nueva cantidad que prevea el
artículo 191, fracción II, en los términos de la reforma ob-
jeto del presente dictamen.

A tal efecto, se considera adicionar un artículo quinto tran-
sitorio, como a continuación se indica:

“Quinto. Los trabajadores que hubieren quedado des-
empleados desde el día primero de octubre de 2008 y
que anteriormente a la entrada en vigor del presente De-
creto hubieren ejercido el retiro parcial por situación de
desempleo, podrán solicitar la diferencia entre la canti-
dad recibida y la que tengan derecho en los términos del
artículo 191, fracción II, de la Ley del Seguro Social,
que se reforma.”

Cuarta. La cuota social que el gobierno federal deposita
en las cuentas individuales tiene como característica prin-
cipal, el ser una aportación solidaria que tiene como fin, el
otorgarle mayores beneficios a los trabajadores que menos
ingresos perciben, pero actualmente se canaliza también a
los trabajadores de mayores ingresos. 

Por lo anterior, con la propuesta de contar con una cuota
social más progresiva, en la que se incrementaría el monto
que reciben los trabajadores con ingresos de al menos diez
salarios mínimos y no se modifica el monto que reciben los
trabajadores que tienen ingresos hasta de quince salarios
mínimos (eliminándose para aquellos con ingresos mayo-
res a este límite), se incrementaría la Tasa de Reemplazo de
dichos trabajadores, tal y como se describe en los siguien-
tes ejemplos:

1. En un trabajador que percibe un salario mínimo, se
incrementará de $1,333.996 a $1,791.309, es decir un
incremento de 22.9%.

2. En un trabajador que percibe tres salarios mínimos, se
incrementará de $2,779.824 a $3,876.177, es decir un
incremento de 18.3%.

3. En un trabajador que percibe cinco salarios mínimos,
se incrementará de $4,223.655 a $5,961.045, es decir un
incremento de 17.4%.

En este sentido, estas Comisiones Unidas consideran perti-
nente la propuesta de contar con una cuota social más pro-
gresiva, ya que al orientarse los recursos públicos a quién
más lo necesita, se cumple cabalmente con el imperativo
constitucional establecido en la fracción XXIX, aparatado
A, del artículo 123, Constitucional de proteger el interés
general sobre el particular, ya que ese es el sentido de que
el Constituyente haya declarado a la Ley del Seguro Social
como de utilidad pública.

Asimismo, se reafirma el objeto de la cuota social como un
elemento de redistribución del ingreso, que acrecienta el
ahorro de los trabajadores de menores ingresos, basado en
el principio de solidaridad social consagrado por la Ley del
Seguro Social, permitiendo que las tasas de reemplazo de
los trabajadores de menores ingresos aumenten como a
continuación se indica:

Quinta. Con la propuesta de Incrementar la aportación del
gobierno federal por concepto de cuota social, el gobierno
federal fortalecerá su aportación a la seguridad social de
los que menos tienen, incrementándose a los más de 14,000
millones de pesos que aportó en el año 2008, una aporta-
ción adicional de aproximadamente 630 millones de pesos.

Es importante señalar que dicho incremento de 630 millo-
nes de pesos se refiere a recursos adicionales que aportará
el gobierno federal por encima del incremento que obser-
varán los trabajadores de menores ingresos que provienen
de la redistribución de recursos de la cuota social que has-
ta hoy se otorga. Adicionalmente es de subrayarse que la
nueva regla implica que el monto de recursos adicionales
que aportará cada año el gobierno federal incrementará ca-
da años en términos reales al estar indexada la cuota social
al incremento en precios e incrementarse el número de tra-
bajadores que ingresan al sector formal. 

Así, se ofrecerá a los trabajadores que por causa de desem-
pleo llegarán a perder semanas de cotización, una aporta-
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ción más alta de recursos a su cuenta individual que coad-
yuvará a compensar los recursos que retiren como ayuda
por desempleo.

En tal tesitura, el aumento a este tipo de retiros parciales
beneficiará a todas aquellas personas que sufran esta con-
tingencia pudiendo tener mayor liquidez para hacer frente
a sus obligaciones.

Sexta. Por último, se propone aclarar la fuente de financia-
miento de las asignaciones familiares, las ayudas asisten-
ciales y la ayuda de gastos de matrimonio, previstas en los
artículos 139 y 165 de la Ley del Seguro Social que se pro-
ponen reformar, a efecto de que se contenga expresamente
la previsión de que dicha fuente de financiamiento será la
cuota social para los trabajadores que reciban ésta, y las
aportaciones patronales y del Estado a la Subcuenta de Re-
tiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez para los trabaja-
dores que no reciban cuota social en sus cuentas individua-
les.

En tal virtud, se propone que dichos artículos se modifi-
quen como sigue:

“Artículo 139. ...

Los pensionados por retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez recibirán, incluidas en la pensión que adquieran,
las asignaciones familiares y las ayudas asistenciales
que se establecen en esta sección, las cuales se financia-
rán con la cuota social que aporte el Estado en los tér-
minos de la fracción IV del artículo 168 de esta Ley pa-
ra los trabajadores que reciban ésta, y con las
aportaciones patronales y del Estado a la Subcuenta de
Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez para los tra-
bajadores que no reciban cuota social en sus cuentas in-
dividuales.”

“Artículo 165. El asegurado tiene derecho a retirar, co-
mo ayuda para gastos de matrimonio, una cantidad equi-
valente a treinta días de salario mínimo general que rija
en el Distrito Federal, proveniente de la cuota social que
aporte el Estado en los términos de la fracción IV del ar-
tículo 168 de esta Ley para los trabajadores que reciban
ésta, y con las aportaciones patronales y del Estado a la
Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Ve-
jez para los trabajadores que no reciban cuota social en
sus cuentas individuales, conforme a los siguientes re-
quisitos:

I. a III. …

...”

Por lo anteriormente expuesto, los miembros de estas Co-
misiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Se-
guridad Social, someten a la consideración del Pleno de es-
ta honorable asamblea el siguiente: 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley del Seguro Social

Artículo Único. Se reforman los artículos 139, segundo
párrafo, 165, primer párrafo, 168, fracción IV y último pá-
rrafo, 191, fracción II, y 198 de la Ley del Seguro Social,
para quedar como sigue:

Artículo 139. ...

Los pensionados por retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez recibirán, incluidas en la pensión que adquieran, las
asignaciones familiares y las ayudas asistenciales que se
establecen en esta sección, las cuales se financiarán con la
cuota social que aporte el Estado en los términos de la frac-
ción IV del artículo 168 de esta Ley para los trabajadores
que reciban ésta, y con las aportaciones patronales y del
Estado a la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad Avan-
zada y Vejez para los trabajadores que no reciban cuota so-
cial en sus cuentas individuales.

Artículo 165. El asegurado tiene derecho a retirar, como
ayuda para gastos de matrimonio, una cantidad equivalen-
te a treinta días de salario mínimo general que rija en el
Distrito Federal, proveniente de la cuota social que aporte
el Estado en los términos de la fracción IV del artículo 168
de esta Ley para los trabajadores que reciban ésta, y con las
aportaciones patronales y del Estado a la Subcuenta de Re-
tiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez para los trabaja-
dores que no reciban cuota social en sus cuentas individua-
les, conforme a los siguientes requisitos:

I. a III. …

...

Artículo 168. Las cuotas y aportaciones a que se refiere el
artículo anterior serán:

I. a III. … 
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IV. Una cantidad por cada día de salario cotizado, que
aporte mensualmente el gobierno federal por concepto
de cuota social para los trabajadores que ganen hasta
quince veces el salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal, que se depositará en la cuenta indivi-
dual de cada trabajador asegurado conforme a la tabla
siguiente:

Los valores mencionados del importe de la cuota social, se
actualizarán trimestralmente de conformidad con el Índice
Nacional de Precios al Consumidor, en los meses de mar-
zo, junio, septiembre y diciembre de cada año.

Estas cuotas y aportaciones al destinarse al otorgamiento
de pensiones y demás beneficios establecidos en esta Ley,
se entenderán destinadas al gasto público en materia de se-
guridad social.

Artículo 191. … 

I. … 

II. Retirar parcialmente por situación de desempleo los
recursos de la Subcuenta de Retiro, Cesantía en Edad
Avanzada y Vejez, a partir del cuadragésimo sexto día
natural contado desde el día en que quedó desempleado,
en los siguientes términos:

a) Si su cuenta individual tiene al menos tres años de
haber sido abierta y tiene un mínimo de doce bimes-
tres de cotización al Instituto acreditados en dicha
cuenta, podrá retirar en una exhibición la cantidad
que resulte al equivalente a treinta días de su último
salario base de cotización, con un límite de diez ve-
ces el salario mínimo mensual general que rija en el
Distrito Federal, o

b) Si su cuenta individual tiene cinco años o más de
haber sido abierta, podrá retirar la cantidad que re-
sulte menor entre noventa días de su propio salario
base de cotización de las últimas doscientas cincuen-
ta semanas o las que tuviere, o el once punto cinco

por ciento del saldo de la Subcuenta de Retiro, Ce-
santía en Edad Avanzada y Vejez.

Las cantidades a que se refiere este inciso se entre-
garán en un máximo de seis mensualidades, la pri-
mera de las cuales podrá ser por un monto de treinta
días de su último salario base de cotización a solici-
tud del trabajador, conforme a las reglas de carácter
general que al efecto expida la Comisión Nacional
del Sistema de Ahorro para el Retiro. En caso de que
el trabajador se reincorpore a laborar durante el pla-
zo de entrega de los recursos, las mensualidades pos-
teriores a su reincorporación se suspenderán.

El trabajador que cumpla con los requisitos de anti-
güedad de la cuenta a que se refiere el primer párra-
fo de este inciso, podrá optar, en todo caso, por el be-
neficio señalado en el inciso a). 

El derecho consignado en esta fracción sólo podrán
ejercerlo los trabajadores que acrediten con los estados
de cuenta correspondientes, no haber efectuado retiros
durante los cinco años inmediatos anteriores a la fecha
de la solicitud de retiro de recursos. 

Artículo 198. La disposición que realice el trabajador de
los recursos de su cuenta individual por concepto del reti-
ro por situación de desempleo previsto en el artículo 191
fracción II de la presente Ley, disminuirá en igual propor-
ción a las semanas de cotización efectuadas.

La mencionada disminución se calculará dividiendo el mon-
to acumulado de los recursos de la cuenta individual entre el
número de semanas cotizadas hasta el momento de realizar-
se la disposición de dichos recursos. El monto retirado se di-
vidirá entre el cociente resultante de la anterior operación. El
resultado se le restará a las semanas cotizadas.

Los trabajadores que retiren recursos de la Subcuenta de
Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez en los términos
de lo dispuesto por el mencionado artículo 191 fracción II
de la presente Ley, podrán reintegrar total o parcialmente
los recursos que hubieren recibido conforme a las disposi-
ciones de carácter general que al efecto expida la Comisión
Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, con el voto
favorable del Comité Consultivo y de Vigilancia. En este
caso, las semanas de cotización que hubieren sido dismi-
nuidas conforme a lo dispuesto en el presente artículo les
serán reintegradas proporcionalmente a los recursos que
reintegren.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009249



Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, con excepción de lo dispuesto por el artículo 168,
fracción IV, de la Ley del Seguro Social que se reforma, el
cual entrará en vigor a partir del bimestre de cotización si-
guiente a su publicación.

Segundo. Los bimestres y semanas de cotización de los
trabajadores anteriores a la fecha de entrada en vigor del
presente Decreto, así como la antigüedad de su cuenta in-
dividual, deberán ser reconocidos para efecto del cálculo
de los plazos a que se refiere el artículo 191, fracción II, de
la Ley del Seguro Social que se reforma.

Tercero. Las erogaciones que se requieran durante el ejer-
cicio fiscal 2009 para dar cumplimiento a lo previsto en el
presente decreto, se cubrirán con cargo a los ahorros que,
entre otros, se generen en los términos del artículo 16 del
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2009.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Quinto. Los trabajadores que hubieren quedado desemple-
ados desde el día primero de octubre de 2008 y que ante-
riormente a la entrada en vigor del presente decreto hubie-
ren ejercido el retiro parcial por situación de desempleo,
podrán solicitar la diferencia entre la cantidad recibida y la
que tengan derecho en los términos del artículo 191, frac-
ción II, de la Ley del Seguro Social, que se reforma.

Sexto. A todos los trabajadores que hubieren recibido la
ayuda para gastos de matrimonio prevista en el artículo 165
de la Ley del Seguro Social desde la entrada en vigor de di-
cha ley, les deberán ser reintegradas las semanas de cotiza-
ción que por ese concepto les hubieran sido disminuidas.

Sala de comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 15 de abril
de 2009.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro
Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica),
Carlos Alberto García González (rúbrica), Hugo Eduardo Martínez Pa-
dilla, José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez
(rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Horacio Garza Garza (rú-
brica en contra), Carlos Alberto Puente Salas, Juan Ignacio Samperio

Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárde-
nas Fonseca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas, secretarios; Samuel
Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), María del
Consuelo Argüelles Arellano (rúbrica), Valentina Valia Batres Guada-
rrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla, Francisco Javier Calzada Váz-
quez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbri-
ca), Javier Guerrero García (rúbrica), Mariano González Zarur, Juan
Nicasio Guerra Ochoa, José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo
Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica),
Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del Carmen Pa-
rra Jiménez (rúbrica), María Guadalupe Salazar Anaya (rúbrica), Ma-
rio Alberto Salazar Madera, Jorge Alejandro Salum del Palacio, Pablo
Trejo Pérez (rúbrica).

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Miguel Ángel Nava-
rro Quintero (rúbrica), Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Neftalí Gar-
zón Contreras (rúbrica), Rosario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica en
contra), Samuel Aguilar Solís (rúbrica), Sara Shej Guzmán (rúbrica),
Joel Arellano Arellano (rúbrica), Alfonso Othón Bello Pérez, Ángel
Humberto García Reyes, Benjamín Ernesto González Roaro, Addy Ce-
cilia Joaquín Coldwell, Agustín Leura González (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rú-
brica), Enrique Rodríguez Uresti (rúbrica), Juan Manuel Sandoval
Munguía (rúbrica), Ramón Almonte Borja (rúbrica), José Luis Gutié-
rrez Calzadilla (rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo, Rafael Ramos Be-
cerril, Daniel Dehesa Mora (rúbrica), Patricio Flores Sandoval (rúbri-
ca), Juan Carlos Velasco Pérez (rúbrica), Joel Ayala Almeida, Lorena
Martínez Rodríguez (rúbrica), Ana María Ramírez Cerda, Ramón Val-
dés Chávez (rúbrica), Abundio Peregrino García.»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DEL MAR - LEY DE PUERTOS

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Marina, y de
Transportes, con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de las Leyes Federal del Mar, y de Puertos

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Marina, y de Transportes de la
Cámara de Diputados les fue turnada para su análisis y ela-
boración del dictamen correspondiente, la minuta con pro-
yecto de decreto mediante el cual se reforman diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Mar; y de la Ley de
Puertos.
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Estas Comisiones Unidas, con fundamento en las faculta-
des que nos confieren los artículos 71, fracción II, y 72, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
los artículos 86, 89, 94 y demás relativos de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como los artículos 56, 60, 65, 87, 88, 93 y demás
relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, ha-
biendo analizado el contenido de la iniciativa en comento,
someten a la consideración de los integrantes de esta hono-
rable asamblea el presente dictamen, basándose en los si-
guientes

Antecedentes

1. En la sesión plenaria celebrada el 28 de abril de 2005, la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Senadores reci-
bió la iniciativa citada en el proemio del presente dictamen,
la cual fue presentada por la senadora Verónica Velasco
Rodríguez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México.

2. En esa misma fecha, el senador Carlos Chaurand Arza-
te, Vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cámara de
Senadores, turnó a las Comisiones Unidas de Marina, de
Comunicaciones y Transportes, y de Estudios Legislativos,
Segunda, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
la Ley Federal del Mar, la Ley de Navegación y la Ley de
Puertos, para su estudio y elaboración de dictamen.

3. El 19 de abril de 2006 se presentó dictamen a discusión
por las Comisiones Unidas de Marina, de Comunicaciones
y Transportes, y de Estudios Legislativos, Segunda, quie-
nes dictaminaron la iniciativa con proyecto de decreto me-
diante el cual se reforman diversas disposiciones de la Ley
Federal el Mar, de la Ley de Navegación y la Ley de Puer-
tos, presentada por la senadora Verónica Velasco Rodrí-
guez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México.

4. Dicho dictamen fue subido al Pleno de la Cámara de Se-
nadores, y aprobado por 70 votos turnándose a la Cámara
de Diputados para los efectos constitucionales.

5. El 20 de abril de 2006 se recibió de la Cámara de Sena-
dores la minuta con proyecto de decreto por el cual se re-
forman diversas disposiciones de la Ley Federal del Mar y
de la Ley de Puertos, la cual se turnó por la mesa directiva
a las Comisiones Unidas de Marina, y de Transportes para
su estudio y dictamen correspondiente.

6. Las comisiones unidas dictaminadoras iniciaron un cui-
dadoso proceso de análisis y consulta, a efecto de elaborar
el presente dictamen, de conformidad con las siguientes

Consideraciones

Coincidiendo con los argumentos de la colegisladora, con-
sideramos necesario que de conformidad con la importan-
cia que reviste el dar cumplimiento a los compromisos a ni-
vel internacional ha contraído nuestro País en materia de
cuidado y conservación de los recursos acuáticos, es que
las comisiones unidas dictaminadoras consideran de fun-
damental importancia aprobar algunas de las propuestas
contenidas en la Iniciativa en estudio con el objeto de pro-
teger los ecosistemas partiendo de la prevención y control
de la contaminación acuática trasladando al nivel local el
cumplimiento de dichos compromisos.

Al respecto, es necesario tener en consideración que dichos
ecosistemas resultan de vital importancia en términos de
diversidad biológica, al representar un recurso invaluable
en términos económicos y, a la vez, una oportunidad de
crecimiento en nuestro país en términos económicos siem-
pre y cuando su aprovechamiento se lleve a cabo bajo es-
tándares de sustentabilidad.

En lo relativo a las obligaciones que nuestro país ha con-
traído en el contexto internacional relacionados con la con-
servación del mar; encontramos los compromisos adquiri-
dos en el marco del Convenio de las Naciones Unidas
sobre el Derecho del Mar de 1982, que busca establecer los
parámetros normativos básicos en materia de derecho del
mar; el Convenio Marpol para prevenir la contaminación
por los buques; que hace una introducción sobre la grave-
dad de los vertidos ilegales de hidrocarburos en los mares
de todo el mundo; y aquellos contraídos en el marco de la
Organización Marítima Internacional; quien procura la co-
operación entre los gobiernos en la reglamentación y de las
prácticas gubernamentales relativas a cuestiones técnicas
de toda índole concernientes a la navegación comercial in-
ternacional, la adopción general de normas en cuestiones
relacionadas con la seguridad marítima, la eficiencia de la
navegación y la prevención y contención de la contamina-
ción del mar ocasionada por los buques.

Al respecto, la colegisladora en concordancia con la pro-
ponente de la Iniciativa, estimó necesario fortalecer el mar-
co legal aplicable a efecto de poder evitar las catástrofes
que en los últimos tiempos se han causado por la falta de
medidas preventivas y de cuidado y conservación de los re-
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cursos marinos y acuáticos;  particularmente en materia de
derrame de hidrocarburos.

Coincidimos en este punto, toda vez que la falta de una
adecuada legislación en la materia ha generado graves pro-
blemas de contaminación derivados de derrames de los bu-
ques que se utilizan en nuestro país por no contar con me-
didas de seguridad como lo representa el doble casco para
las embarcaciones o aquellas encaminadas a la reparación
del daño causado por la falta de ellas en caso de accidentes
en alta mar como lo representan los derrames en comento.

Una vez sentado lo anterior, y la conveniencia de reformar
la Ley Federal del Mar, y la Ley de Puertos en materia de
prevención y control de la contaminación marina, y de es-
tar en posibilidades de cumplir en el ámbito local los com-
promisos signados por nuestro país en la materia, los dipu-
tados integrantes de las comisiones legislativas que
suscriben estiman oportuno proceder al análisis del

Contenido de la minuta

Al analizar la minuta proveniente del Senado de la Repú-
blica y coincidiendo con la colegisladora, se observa que
en la iniciativa que fue aprobada y que nos llega como mi-
nuta, se señala que en nuestro derecho interno existen dife-
rentes ordenamientos jurídicos aplicables a la protección y
regulación del medio marino, como son la Ley Federal del
Mar, a la Ley de Navegación y la Ley de Puertos como los
encargados de establecer y regular todo aquello relaciona-
do con las actividades que el hombre realiza en el mar.

No obstante la regulación que hacen estos ordenamientos
de las actividades que el hombre realiza en ecosistemas
marinos, como se señala en los considerandos precedentes,
resulta necesario fortalecer el marco jurídico del mar a
efecto de prevenir y controlar la contaminación que por de-
rrame de hidrocarburos se cause sobre los ecosistemas de-
bido a la falta de medidas de seguridad de las embarcacio-
nes que transportan este tipo de combustibles.

Más aún, es importante no perder de vista que no sólo las
actividades relacionadas con el transporte y manejo de hi-
drocarburos, causan alteraciones en los ecosistemas mari-
nos; sino que existen otros tipos de actividades relaciona-
das con el mar, que no necesariamente se llevan a cabo
dentro de éste, que repercuten en la estabilidad de los eco-
sistemas marinos.

Dentro de este tipo de actividades encontramos a la nave-
gación con fines turísticos, deportivos y económicos y a las
actividades en muelle, debido a que no se hace un manejo
adecuado de los desechos generados por estas actividades,
causando que todos estos sean liberados al mar sin recibir
ningún tipo de tratamiento previo.

Es por ello, que se propuso ante las posibles afectaciones
que puedan causar sobre los ecosistemas marinos o acuáti-
cos las actividades humanas, en específico la de los bu-
ques, reformar la Ley Federal del Mar y la Ley de Puertos,
con el objeto de incorporar la protección ambiental de es-
tos ecosistemas.

En la iniciativa con proyecto de decreto que dio origen a la
minuta que nos ocupa, se proponía reformar la Ley Federal
del Mar para establecer que:

1. La soberanía de la nación se ejercerá también sobre la
reparación del daño causado.

2. La exploración, explotación, beneficio, aprovecha-
miento, refinación, transportación, almacenamiento,
distribución y venta de los hidrocarburos y minerales,
submarinos, en las zonas marinas mexicanas, se regirá
en materia ambiental por la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

3. Prohibiciones de actividades que causen daños direc-
tos al medio marino, siendo sancionadas conforme a las
disposiciones legales aplicables.

4. Se aplicará la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente y la Ley de Aguas Naciona-
les para ejercer los poderes, derechos, jurisdicciones y
competencias de la Nación dentro de las zonas marinas
mexicanas.

5. Se permiten realizar actividades de investigación
científica en las zonas marinas mexicanas, siempre y
cuando no causen afectaciones negativas o daños sobre
el medio marino y acuático, y los ecosistemas marinos
y acuáticos en general. A su vez, se señala que se respe-
tarán todos los principios del derecho ambiental inter-
nacional.

Cabe mencionar que el proyecto de decreto que contenía la
iniciativa que dio lugar a la minuta que nos ocupa, propo-
nía las siguientes reformas a la Ley de Navegación:
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1. Remitir a las disposiciones legales que en materia
ambiental se encargan de la prevención y control de la
contaminación de los ecosistemas marinos.

2. Incorporar la obligación para las embarcaciones o bu-
ques que transporten hidrocarburos o cualquier sustan-
cia o material que pueda causar un daño al medio mari-
no; de contar con doble casco de protección como
medida de seguridad que permitirá enfrentar de manera
eficiente un derrame de dichas sustancias y así proteger
a los ecosistemas acuáticos y marinos en cumplimiento
de los compromisos que hemos adquirido en el contex-
to internacional.

A su vez, se hace referencia a la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos en el caso de
transporte de mercancías peligrosas, las cuales deberán es-
tibarse en forma segura y apropiada y cumplir con las dis-
posiciones que en materia de residuos prevé dicho ordena-
miento, como primer paso para cumplir con el Convenio de
Marpol para prevenir la contaminación por lo buques, que
fue signado por México.

No obstante la importancia que reviste la reforma propues-
ta a este ordenamiento en el sentido de poner como obliga-
ción para los buques que transporten hidrocarburos al do-
ble casco como medida de seguridad para evitar catástrofes
ambientales como las ocurrida con el Prestige y con otras
embarcaciones en el ámbito nacional; la colegisladora en la
minuta decidió cambiar la propuesta de la Iniciativa origi-
nal, con el objeto de que se incorporaran dichas reformas a
en la Ley de Puertos.

Al respecto, cabe mencionar que la iniciativa que dio lugar
a la minuta proponía una reforma a la Ley de Puertos para
establecer que:

1. Se aplicara supletoriamente la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, a falta de
disposición expresa en esta ley o en los tratados inter-
nacionales en materia de prevención y control de la con-
taminación marina.

2. Se sujetara la autorización de obras marítimas y su
dragado a contar con autorización en materia de impac-
to ambiental que la justifique y el cumplir con las dis-
posiciones legales en materia ambiental aplicables.

3. Se requiriera de permiso que otorgue la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes así como de la autoriza-

ción que en materia de impacto ambiental expida la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales para
tal efecto, para construir y usar embarcaderos, atracade-
ros, botaderos y demás similares en las vías generales de
comunicación por agua, fuera de puertos, terminales y
marinas.

4. La revocación de las concesiones o permisos pudiera
efectuarse por daños a los ecosistemas marinos o acuá-
ticos, o al medio ambiente y por incumplir con las dis-
posiciones que en dicha materia prevé la Ley General de
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y de-
más disposiciones aplicables.

5. Con relación al Programa Maestro de Desarrollo Por-
tuario y las modificaciones sustanciales a éste, la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes deberá expedir
la resolución correspondiente en un plazo máximo de 60
días, previas las opiniones de la Secretaría de Desarro-
llo Social en cuanto a los aspectos de desarrollo urbano
y de medio ambiente y recursos naturales en cuanto a
los aspectos ambientales.

6. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes san-
cionara las infracciones a esta ley, imponiendo la multa
correspondiente, por causar daños sobre el medio am-
biente al realizar actividades de construcción, operación
y explotación de los puertos, terminales, marinas e ins-
talaciones portuarios.

7. Al que causara daños sobre el medio ambiente al ocu-
par, construir o explotar áreas, terminales, marinas o
instalaciones portuarias, o prestar servicios portuarios,
perdiera en beneficio de la nación las obras ejecutadas,
las instalaciones establecidas y todos los bienes, mue-
bles e inmuebles, dedicados a la explotación.

Consideraciones

Primero. Las comisiones dictaminadoras coincidieron con
la colegisladora en el sentido de que consideran proceden-
te las reformas efectuadas a la Ley Federal del Mar en la
iniciativa con proyecto decreto, ya que el ejercicio de la so-
beranía de la nación y sus derechos respectivos, no sola-
mente se ejercerá respecto a la protección y preservación
del medio marítimo así como a la prevención de la conta-
minación, sino también, se logrará fortalecer el marco legal
en cuanto a la reparación del daño causado, reconociéndo-
se de esta forma el derecho soberano del Estado mexicano,
para aprovechar sus propios recursos según sus propias po-
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líticas ambientales y de desarrollo, así como su responsa-
bilidad de velar porque las actividades bajo su jurisdicción
o control no causen daño al medio ambiente en las zonas
marítimas.

Lo anterior, implicará que el Estado cuente con la facultad
para exigir el restablecimiento de la situación anterior al
daño causado por el uso de un objeto que cause un impac-
to ambiental negativo; o en su defecto, el pago de una in-
demnización, haciéndose indispensable en este último caso
la cuantificación del daño en una suma de dinero.

Ello, se fortalece al proponerse con relación al ejercicio de
los poderes, derechos, jurisdicciones y competencias de la
nación dentro de las zonas marinas mexicanas, que se apli-
que lo dispuesto en la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente y la Ley de Aguas Nacio-
nales, ordenamientos que las comisiones dictaminadoras
consideran que contienen disposiciones que complementan
lo dispuesto en la Ley Federal del Mar, en materia de con-
taminación del medio marino.

La iniciativa que dio origen a la minuta que nos ocupa, re-
mite a otras leyes que en materia ambiental regulan la pre-
vención y control de la contaminación de los ecosistemas
marinos, tal como la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente y de la Ley de Aguas Nacio-
nales, permitiéndose un mayor control de la contaminación
marina, cuando se lleven a cabo actividades de explota-
ción, exploración, beneficio, aprovechamiento, refinación,
transportación, almacenamiento, distribución y venta de
los hidrocarburos, minerales y submarinos, en zonas mari-
nas mexicanas.

Al respecto, las comisiones dictaminadoras coinciden con
la colegisladora, en el sentido de que la Iniciativa que dio
origen a la Minuta que nos ocupa, busca dar protección a
los ecosistemas marinos, al llevarse a cabo actividades de
investigación científica en las zonas marinas mexicanas,
imponiendo la condición de que estas se realicen siempre y
cuando no causen afectaciones negativas o daños; asimis-
mo, se considera que va mucho más allá de lo dispuesto en
la Ley Federal del Mar, al señalar que también se deberán
de respetar todos los principios del derecho ambiental in-
ternacional.

Segundo. Con respecto a la reforma propuesta en la inicia-
tiva que dio lugar a la minuta, relativas a la Ley de Nave-
gación, la colegisladora las consideró improcedente, ya
que para cumplir con el mandato constitucional y poder lle-

var a cabo la tan necesaria actualización del marco norma-
tivo que regula el sector marítimo, se requería la aproba-
ción de la minuta con proyecto de decreto de Ley de Na-
vegación y Comercio Marítimos, misma que previamente
la Cámara de Diputados turnó a la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Senadores durante el año de 2003 y no la simple
reforma de los artículos de referencia; por lo que coincidi-
mos en que dicha propuesta fuera desechada.

Tercero. Con respecto a la minuta con proyecto de decre-
to de Ley de Navegación y Comercio Marítimos en co-
mento en el segundo resolutivo del presente dictamen,
cabe señalar que ésta regula lo concerniente a la materia
ambiental, donde se delinean una serie de preceptos que
determinan sanciones administrativas y responsabilidad ci-
vil por daños derivados de la contaminación marítima y
procedentes de embarcaciones o artefactos navales, sin que
ello obste para que se cumpla con la obligación de reparar
el daño mediante la restauración y limpieza de las áreas
contaminadas, además de asumir la responsabilidad penal
en que incurran los infractores o sujetos contaminadores.

Cabe señalar que las disposiciones en materia ambiental
previstas en la Iniciativa que dio lugar a la Minuta que nos
ocupa, se encuentran previstas en la Minuta aprobada el 12
de diciembre de 2003 por la Cámara de Senadores; dado lo
siguiente:

• En el título primero se incorporó el concepto de contami-
nación marina y las atribuciones de la Secretaría en mate-
ria de seguridad de la navegación y de inspección y vigi-
lancia de los puertos.

• Con respecto a la marina mercante se hicieron reformas
relativas a los requisitos que debe cumplir la marina mer-
cante indicando que deberán cumplirse con las condiciones
y medidas de seguridad para la prevención de la contami-
nación del medio marino.

Al respecto, coincidimos con la colegisladora, que señala
que estas disposiciones se ven complementadas con la pro-
puesta de entonces Senadora Velasco relativa a la necesi-
dad de que los buques que transportan hidrocarburos cuen-
ten con doble casco como medida de seguridad que permita
evitar o en su defecto contener los efectos que conlleva un
derrame de hidrocarburos; sugiriendo que  dicha disposi-
ción se incorpore en La Ley de Puertos con el objeto de sal-
var dicho concepto en virtud de la importancia que reviste la
protección del medio marino ante eventuales catástrofes de-
rivadas de derrames o choques accidentales de los buques
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que transportan hidrocarburos; específicamente en las dispo-
siciones del artículo 2o. de la Ley de Puertos, que se aprobó
y ahora nos toca dictaminar en la minuta en comento.

Sexto. Dado lo anterior, coincidimos con la colegisladora
en que es necesario reformar algunas disposiciones de La
Ley de Puertos en materia de prevención y control de la
contaminación marina; estimando innecesario que la auto-
rización de las obras marítimas y el dragado se sujeten a la
existencia de la autorización en materia de impacto am-
biental como la proponente señala en su iniciativa.

Cabe señalar la importancia que reviste la minuta con pro-
yecto de decreto por el cual se reforman diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Mar y de la Ley de Puertos,
toda vez que con su aprobación, se avanzará en materia de
responsabilidad ambiental; ya que abre la posibilidad de
brindar una compensación a aquellos sujetos que han sido
afectados por algún daño producido al ambiente, mediante la
restauración parcial o total del área afectada. Al momento en
el que se obliga al infractor a reparar el daño provocado, es-
te tendrá que modificar o cesar las actividades que resultan
lesivas al bien común. Es por ello, que coincidimos con la
colegisladora, en la aprobación de la reforma efectuada en la
Ley de Puertos, para señalar como supuestos de revocación
de concesión o permiso, los daños a los ecosistemas mari-
nos o acuáticos, o al medio ambiente e incumplir con las
disposiciones que en dicha materia prevé la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Cabe mencionar que para dar cumplimiento con el propó-
sito fundamental del derecho ambiental; y a su vez, hacer-
lo operativo; éste recae en el derecho administrativo, el
cual tiene una misión preventiva y basa su efectividad en el
establecimiento de un sistema de sanciones para los casos
de incumplimiento o infracción de lo dispuesto en la legis-
lación de la materia, que es lo que se entiende como ilícito
administrativo.

Es por ello, que las comisiones dictaminadoras se pronun-
cian porque sea procedente que en la Ley de Puertos se
propongan infracciones por causar daños sobre el medio
ambiente al construir, operar y explotar los puertos, termi-
nales, marinas e instalaciones portuarios.

Conclusiones

Coincidimos con la colegisladora, en el sentido de recono-
cer la relevancia de la prevención y control de la contami-
nación marina, lo que nos obliga a tomar las medidas ten-

dentes a la protección de los ecosistemas acuáticos, razón
que fundamenta las modificaciones a las disposiciones le-
gales aplicables con el objeto de hacer operativos los com-
promisos que dentro del contexto internacional ha signado
nuestro país.

Es en este contexto que las comisiones unidas dictamina-
doras coinciden con el espíritu de la minuta que envió la
colegisladora a esta honorable Cámara de Diputados el 20
de abril de 2006 con proyecto de decreto por el cual se re-
forman diversas disposiciones de la Ley Federal del Mar y
de la Ley de Puertos; estimando procedentes las siguientes
reformas en concordancia con los argumentos esgrimidos
por la colegisladora en los términos propuestos en la minu-
ta en comento.

Por todo lo anteriormente expuesto, los integrantes de las
comisiones unidas que suscriben el presente dictamen, que
con fundamento en los artículos 86 y 94 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permiten someter a la consideración de la honorable asam-
blea de la Cámara de Diputados, la aprobación del siguien-
te proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley Federal del Mar y de la Ley de Puertos

Artículo Primero. Se reforman los artículos 6o. 19, y 21
de la Ley Federal del Mar, para quedar como sigue:

Artículo 6o. La soberanía de la nación y sus derechos de
soberanía, jurisdicciones y competencias dentro de los lí-
mites de sus respectivas zonas marinas, conforme a la pre-
sente Ley, se ejercerán según lo dispuesto por la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho
internacional y la legislación nacional aplicable, respecto a:

I. a IV. …

V. La protección y preservación del medio marino; la
prevención de su contaminación; y en su caso, la re-
paración del daño causado, y

VI. …

Artículo 19. La exploración, explotación, beneficio, apro-
vechamiento, refinación, transportación, almacenamiento,
distribución y venta de los hidrocarburos y minerales sub-
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marinos, en las zonas marinas mexicanas, se rige por las
Leyes Reglamentarias del Artículo 27 Constitucional en el
Ramo del Petróleo en Materia Minera; en materia am-
biental por la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, y sus respectivos Reglamentos,
así como por las disposiciones aplicables de la presente ley.

Artículo 21. En el ejercicio de los poderes, derechos, ju-
risdicciones y competencias de la Nación dentro de las zo-
nas marinas mexicanas, se aplicarán la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley
General de Salud, y sus respectivos Reglamentos, la Ley
de Aguas Nacionales, y demás leyes y reglamentos apli-
cables vigentes o que se adopten, incluidos la presente ley,
su reglamento y las normas pertinentes del derecho inter-
nacional para prevenir, reducir y controlar la contamina-
ción del medio marino.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 2o. 4o. 6o. 12,
20 y 41 de la Ley de Puertos, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a IX. …

X. Doble casco: Requisito de seguridad para los bu-
ques o embarcaciones, formado por dos cascos iguales
unidos entre si de forma estructural que  brinda una
doble protección a la carga de hidrocarburos o de
cualquier otra sustancia o material que pudiera im-
pactar significativamente al medio marino o acuático
a efecto de evitar en lo posible su derramamiento y los
daños que sobre los ecosistemas marinos, acuáticos, o
que sobre el medio ambiente pudieran causarse.

Artículo 4o. A falta de disposición expresa en esta ley o en
los tratados internacionales, se aplicarán:

I. Las Leyes de Navegación y Comercio Marítimos, de
Vías Generales de Comunicación, General de Bienes
Nacionales, y la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente;

II. a III. …

Artículo 6o. La secretaría autorizará para navegación de
altura a las terminales de uso particular y a las marinas que
no formen parte de algún puerto, cuando cuenten con las
instalaciones necesarias.

Tratándose de buques que transporten hidrocarburos o
cualquier otra sustancia o material que pudiera impac-
tar significativamente al medio marino o acuático, de-
berán contar con doble casco para poder estar autori-
zados a navegar en estas terminales.

Artículo 12. Los puertos mexicanos, en tiempo de paz, es-
tarán abiertos a la navegación y tráfico de las embarcacio-
nes de todos los países, pero podrá negarse la entrada cuan-
do no exista reciprocidad con el país de la matrícula de la
embarcación o cuando lo exija el interés público. De igual
forma se negará la entrada a buques que transporten
hidrocarburos o cualquier otra sustancia o material
que pudiera impactar significativamente al medio ma-
rino o acuático, y que no cuenten con el requisito de do-
ble casco de conformidad con lo previsto en los conve-
nios signados por nuestro país en el marco de la
Organización Marítima Internacional.

Artículo 20. Para la explotación, uso y aprovechamiento
de bienes del dominio público en los puertos, terminales y
marinas, así como para la construcción de obras en los mis-
mos y para la prestación de servicios portuarios, sólo se re-
querirá de concesión o permiso conforme a lo siguiente:

I. …

II. Fuera de las áreas concesionadas a una administra-
ción portuaria integral:

a) …

b) …

Para construir y usar embarcaderos, atracaderos, bo-
taderos y demás similares en las vías generales de co-
municación por agua, fuera de puertos, terminales y
marinas, se requerirá de permiso de la Secretaría, sin
perjuicio de que los interesados obtengan, en su
caso, la concesión de la zona federal marítimo te-
rrestre; y la autorización que en materia de im-
pacto ambiental expida la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales para tal efecto en
los términos previstos por el artículo 28 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

…
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Artículo 41. El administrador portuario se sujetará a un
programa maestro de desarrollo portuario, el cual será par-
te integrante del título de concesión y deberá contener: 

I. …

II. …

El programa maestro de desarrollo portuario y las mo-
dificaciones sustanciales a éste serán elaborados por el
administrador portuario y autorizados por la Secretaría,
con base en las políticas y programas para el desarrollo
del sistema portuario nacional. Esta deberá expedir la
resolución correspondiente en un plazo máximo de 60
días, previas las opiniones de las Secretarías de Marina
en lo que afecta a las actividades militares y de Des-
arrollo Social en cuanto a los aspectos de desarrollo ur-
bano y de Medio Ambiente y Recursos Naturales en
cuanto a los aspectos ambientales. Estas opiniones de-
berán emitirse en un lapso no mayor de quince días a
partir de que la secretaría las solicite. Si transcurrido di-
cho plazo no se ha emitido la opinión respectiva, se en-
tenderá como favorable. En el caso de modificaciones
menores, los cambios sólo deberán registrarse en la se-
cretaría.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días si-
guientes a su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de plenos de la honorable Cámara de Diputados, a los
16 días del mes de abril de 2009.

La Comisión de Marina, diputados: Elías Cárdenas Márquez (rúbri-
ca), presidente; Ángel Rafael Deschamps Falcón, Marco Antonio Pey-
rot Solís (rúbrica), Maribel Luisa Alva Olvera (rúbrica), José Luis
Blanco Pajón (rúbrica), secretarios; Ricardo Luis Aldana Prieto (rúbri-
ca), Efraín Arizmendi Uribe, Gerardo Buganza Salmerón (rúbrica), Fé-
lix Castellanos Hernández (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate, Higinio
Chávez García, Cuitláhuac Condado Escamilla, Faustino Javier Estra-
da González (rúbrica), Adrián Fernández Cabrera, Mariano González
Zarur (rúbrica), Leonardo Melesio Magallón Arceo, Arturo Martínez
Rocha, Luis Alonso Mejía García, Carlos Ernesto Navarro López (rú-
brica), Nabor Ochoa López (rúbrica), Pedro Pulido Pecero, Odilón Ro-

mero Gutiérrez (rúbrica), Jorge Toledo Luis, Víctor Manuel Torres He-
rrera, Juan Victoria Alva (rúbrica).

La Comisión de Transportes, diputados: Rubén Aguilar Jiménez
(rúbrica), presidente; Alejandro Enrique Delgado Oscoy (rúbrica), En-
rique Iragorri Durán, Marcos Salas Contreras (rúbrica), Juan Darío Le-
marroy Martínez (rúbrica), Santiago López Becerra (rúbrica), Gustavo
Fernando Caballero Camargo (rúbrica), Jesús Ramírez Stabros (rúbri-
ca), secretarios; Jesús Sergio Alcántara Núñez (rúbrica), Gerardo Ame-
zola Fonseca (rúbrica), Ramón Barajas López, Francisco Dávila Gar-
cía (rúbrica), Tomás del Toro del Villar, Antonio del Valle Toca
(rúbrica), Rafael Franco Melgarejo (rúbrica), Felipe González Ruiz,
Víctor Manuel Lizárraga Peraza (rúbrica), Érick López Barriga (rúbri-
ca), Alma Lilia Luna Munguía (rúbrica), Martín Malagón Ríos (rúbri-
ca), Agustín Mollinedo Hernández (rúbrica), Fabián Fernando Montes
Sánchez (rúbrica), Rogelio Muñoz Serna (rúbrica), Francisco Javier
Paredes Rodríguez (rúbrica), Gloria Rasgado Corsi, María Mercedes
Maciel Ortiz, Rafael Elías Sánchez Cabrales, Jorge Toledo Luis, Ro-
binson Uscanga Cruz, Juan Carlos Velasco Pérez.»

Es de primera lectura.

PERMISO PARA ACEPTAR CONDECORACIONES

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión de los dic-
támenes de la Comisión de Gobernación, con proyectos de
decreto que conceden permiso a ciudadanos mexicanos pa-
ra aceptar y usar condecoraciones, así como para prestar
servicios a gobiernos extranjeros.

En virtud de que se encuentran publicados en la Gaceta
Parlamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se
dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.
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Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto por el que se concede permiso al ciudadano Fi-
del Herrera Beltrán, para que pueda aceptar y usar la con-
decoración “Vasco Núñez de Balboa” en grado de “Gran
Oficial”, que le otorga el gobierno de la República de Pa-
namá.

Atentamente

México, DF, a 15 de abril de 2009.— Senador José González Morfín
(rúbrica), Vicepresidente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta
Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Fidel
Herrera Beltrán, para que pueda aceptar y usar la condeco-
ración Vasco Núñez de Balboa en grado de Gran Oficial,
que le otorga el gobierno de la República de Panamá.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 15 de
abril de 2009.— Senadores: José González Morfín (rúbrica), Vicepre-
sidente y Adrián Rivera Pérez (rúbrica), Secretario.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En conse-
cuencia, se pide a la Secretaría poner a discusión los pro-
yectos de decreto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Está a discusión el proyecto de decreto que concede
permiso al ciudadano Fidel Herrera Beltrán para que pue-
da aceptar y usar la condecoración Vasco Núñez de Balboa,
en el grado de Gran Oficial, que le otorga el gobierno de la
República de Panamá.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: No ha-
biendo quien haga uso de la palabra, se reserva para su vo-
tación nominal en conjunto.

Continúe la Secretaría, para que se ponga a discusión el
proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano
Marcos Shemaría Zlotorynski.

CONSUL HONORARIO

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio fechado el 6 de marzo del año en curso, la Se-
cretaría de Gobernación solicitó permiso constitucional pa-
ra que el ciudadano Marcos Shemaria Zlotorynski pueda
aceptar y desempeñar el cargo de cónsul honorario del Es-
tado de Israel en la ciudad de Guadalajara, con circuns-
cripción consular en Jalisco.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el día 19 de marzo, se turnó a
la suscrita comisión, para su estudio y dictamen, el expe-
diente relativo.

Considerando

a) Que el peticionario acredita su nacionalidad mexica-
na con la copia certificada de su acta de nacimiento;

b) Que los servicios que el propio interesado prestará en
el Consulado de Israel en la ciudad de Guadalajara, se-
rán de carácter estrictamente consular, con circunscrip-
ción en el estado de Jalisco, y

c) Que la solicitud se ajusta a lo establecido en la frac-
ción IV del Apartado C) del artículo 37 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a consi-
deración de la honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Marcos
Shemaria Zlotorynski, para desempeñar el cargo de cónsul
honorario del Estado de Israel en la ciudad de Guadalajara,
con circunscripción consular en Jalisco.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 20 de marzo de 2009.

Por la Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Al-
tamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbri-
ca), Cristián Castaño Contreras (rúbrica), Valentina Valia Batres Gua-
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darrama, Alberto Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquierdo
Bustamante, Antonio Xavier López Adame, Layda Elena Sansores San
Román, Ricardo Cantú Garza (rúbrica), secretarios; Carlos Armando
Biebrich Torres, César Octavio Camacho Quiroz, Ariel Castillo Náje-
ra, Jesús de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte
(rúbrica), Javier Hernández Manzanares (rúbrica), Juan Darío Lema-
rroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Mario Eduardo
Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar
Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel
Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rú-
brica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Francisco Javier Santos Arreo-
la, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez, Gerardo Vi-
llanueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el dictamen, en lo general. No habiendo quien haga
uso de la palabra se reserva para su votación nominal en
conjunto. Continúe.

PERMISO PARA ACEPTAR CONDECORACIONES

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación que suscribe, le fue turna-
do para su estudio y dictamen el expediente con la minuta
proyecto de decreto que concede permiso a los ciudadanos
Enrique Dau Flores y Víctor Sarquis Sade, para que pue-
dan aceptar y usar la condecoración La Orden del Cedro
Nacional, que les confiere el gobierno del Líbano.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado, y en tal vir-
tud, de conformidad con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional, y el segundo pá-
rrafo del artículo 60 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se permite someter a la consideración de la honorable
asamblea, el siguiente

Proyecto de Decreto

Primero. Se concede permiso para que el ciudadano Enri-
que Dau Flores pueda aceptar y usar la condecoración La

Orden del Cedro Nacional, que le confiere el gobierno del
Líbano.

Segundo. Se concede permiso para que el ciudadano Víc-
tor Sarquis Sade pueda aceptar y usar la condecoración La
Orden del Cedro Nacional, que le confiere el gobierno del
Líbano.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión. México DF, a 20 de marzo de 2009. 

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica),
Cristian Castaño Contreras (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarra-
ma, Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquier-
do Bustamante, Antonio Xavier López Adame, Layda Elena Sansores
San Román, Ricardo Cantú Garza (rúbrica), secretarios; Carlos Ar-
mando Biebrich Torres, César Octavio Camacho Quiroz, Ariel Castillo
Nájera, Jesús de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández
Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares (rúbrica), Juan Darío
Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María
del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega (rú-
brica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica), José Jesús
Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Francisco
Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez
Martínez, Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Eli-
zondo.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el dictamen, en lo general. No habiendo quien haga
uso de la palabra, para los efectos del artículo 134 del Re-
glamento para el Gobierno Interior se pregunta a la asam-
blea si se va a reservar algún artículo para discutirlo en lo
particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se reserva para su votación no-
minal en conjunto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación que suscribe, el 19 de mar-
zo de 2009, fue turnado para estudio y dictamen, los expe-
dientes con las minutas con proyecto de decreto por los que
concede permiso a los ciudadanos Guillermo Galván Gal-
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ván, Manuel Víctor Estrada Ricardez, Eduardo Ibarrola Ni-
colín, Leonardo Ayala Torres, Jorge Calvillo Ordoñez y Pa-
tricia Espinosa Cante Llano, para que puedan aceptar y
usar las condecoraciones Cruz de la Fuerza Aérea; Cruz de
la Fuerza Aérea Guatemalteca; José Cecilio del Valle, en
grado de oficial; Cruz Peruana al Mérito Militar, en grado
de Gran Cruz; y de la Orden Nacional “Doctor José Matí-
as Delgado”, en grado de Gran Cruz Placa de Plata, que les
otorgan los gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, de
Honduras, de Perú y de El Salvador, respectivamente.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y en tal virtud,
de conformidad con lo establecido en la fracción III del
Apartado C del artículo 37 constitucional y el artículo 60,
segundo párrafo, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a consideración de la honorable asamblea
el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso al ciudadano Gui-
llermo Galván Galván para que pueda aceptar y usar la
condecoración Cruz de la Fuerza Aérea, que le otorga el
gobierno de la República de Guatemala.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Ma-
nuel Víctor Estrada Ricardez para que pueda aceptar y usar
la condecoración Cruz de la Fuerza Aérea, que le otorga el
gobierno de la República de Guatemala.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano
Eduardo Ibarrola Nicolín para aceptar y usar la condecora-
ción Cruz de la Fuerza Aérea Guatemalteca, que le otorga
la Fuerza Aérea de la República de Guatemala.

Artículo Cuarto. Se concede permiso al ciudadano Leo-
nardo Ayala Torres para que pueda aceptar y usar la conde-
coración José Cecilio del Valle, en grado de oficial, que le
otorga el gobierno de la República de Honduras.

Artículo Quinto. Se concede permiso al ciudadano Jorge
Calvillo Ordoñez para que pueda aceptar y usar la conde-
coración Cruz Peruana al Mérito Militar, en grado de Gran
Cruz, que le otorga el gobierno de la República de Perú.

Artículo Sexto. Se concede permiso para que la ciudadana
Patricia Espinosa Cantellano pueda aceptar y usar la con-

decoración de la Orden Nacional “Doctor José Matías Del-
gado”, en grado de Gran Cruz Placa de Plata, que le otor-
ga el gobierno de la República de El Salvador.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 20 de marzo de 2009.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Cristián Castaño Contreras (rúbrica), Valentina Valia
Batres Guadarrama, Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), Alfonso
Rolando Izquierdo Bustamante, Layda Elena Sansores San Román,
Antonio Xavier López Adame, Ricardo Cantú Garza (rúbrica), secre-
tarios; Carlos Armando Biebrich Torres, César Octavio Camacho Qui-
roz, Ariel Castillo Nájera, Jesús de León Tello (rúbrica), María del Car-
men Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares
(rúbrica), Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Iba-
rra (rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández
(rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Pa-
rra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbri-
ca), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbri-
ca), Francisco Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez,
Alberto Vázquez Martínez, Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Mar-
tín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el dictamen en lo general.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento...

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Diputado
Cuauhtémoc Sandoval, ¿con qué objeto?

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Para hablar respecto al uso de las medallas.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se le con-
cede la palabra.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez: Compañe-
ras legisladoras y compañeros legisladores, he solicitado la
palabra para hablar en nombre del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática a favor de este pro-
yecto de decreto que concede permiso a ciudadanos mexi-
canos para recibir condecoraciones de países hermanos, en
este caso El Salvador, Perú, Guatemala, Honduras.
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Se trata de distinguidos mexicanos, dos de ellos secretarios
de Estado. El secretario de la Defensa Nacional, Guillermo
Galván Galván, y la secretaria de Relaciones Exteriores,
Patricia Espinosa Cantellano, que tienen hoy dos secreta-
rías muy importantes a su cargo. Tienen un desempeño
muy importante en nuestro país, y que hoy, en las circuns-
tancias actuales, incluso coincidiendo hoy con la visita del
presidente Obama a México, tienen un papel fundamental.

Se plantea que el general Guillermo Galván Galván, secre-
tario de la Defensa Nacional, reciba una condecoración del
gobierno de Guatemala, y la licenciada embajadora Patri-
cia Espinosa, del gobierno de El Salvador.

Nos parece, compañeras y compañeros, que debemos apro-
vechar esta circunstancia para hablar de dos Secretarías
que hoy tienen especial importancia en nuestro país, de ca-
ra a esta visita del presidente Obama, y empezaré por la úl-
tima, nos parece que ha sido un error grave, de parte de la
Secretaría de Relaciones Exteriores, el haber marginado al
Congreso mexicano de la visita del presidente Obama, de
la agenda del presidente Obama a México.

Incluso ayer se cometió un hecho, una pifia diplomática en
el sentido de invitar primero a los ocho coordinadores par-
lamentarios de la Junta de Coordinación Política y poste-
riormente desinvitar a algunos de ellos, a la cena que va a
dar el Ejecutivo federal al presidente Obama.

Nos parece que esto es una pifia diplomática, que se suma
a otra pifia que hubo durante la campaña electoral en Esta-
dos Unidos cuando se recibió, en este país, solamente la vi-
sita del candidato republicano John McCain y no se obró
de la misma manera con la visita del entonces candidato
demócrata Barack Obama.

Por eso creo que es preciso que la Cámara de Diputados,
que el Congreso, al mismo tiempo que aprobamos estas
condecoraciones, mostremos nuestra extrañeza, plantee-
mos nuestra extrañeza al Ejecutivo federal porque el Con-
greso mexicano fue marginado de la visita del presidente
Obama a nuestro país, y no debemos permitir que el Le-
gislativo acepte este trato. Debemos, en esta ocasión, le-
vantar nuestra voz, nuestra indignación, nuestra extrañeza,
porque el Congreso mexicano fue marginado de esta visita
trascendental.

Con relación al secretario de la Defensa Nacional, Guiller-
mo Galván, nos parece que es también muy saludable, muy
conveniente que se le dé esta condecoración de parte del

gobierno de Guatemala y que se acepte su solicitud de per-
miso por parte de la Cámara de Diputados. Y señalo que
hoy el peso fundamental del combate al narcotráfico y a la
delincuencia organizada está en manos del Ejército Mexi-
cano y de la Armada.

Sin embargo, hay un doble discurso con relación al Ejérci-
to y a la Marina, con relación a que por un lado se plantea
que son los héroes actuales del combate a la lucha contra el
narcotráfico y la delincuencia organizada, pero al mismo
tiempo, en los hechos se les niega apoyo. Así sucedió cuan-
do discutimos la iniciativa del ISSFAM.

El martes pasado recibimos por parte de Hacienda estas
proyecciones para 2010, donde hay verdaderas perlas. Por
ejemplo, se plantea que —y esto está en la página 43— pa-
ra equipamiento de la Defensa Nacional, en 2009 se dieron
mil 200 millones de pesos; y para el próximo año se le ba-
jará a mil. En el caso de la Marina es peor, porque se le ba-
ja su presupuesto de equipamiento a la mitad.

En los hechos estamos viendo un doble discurso del Ejecu-
tivo federal con relación a éstos dos sostenes muy impor-
tantes de la lucha contra el narcotráfico y la delincuencia
organizada. Incluso ahora se ha procedido a dar un paso
más en la integración militar con Estados Unidos, como ha
sido la aprobación de la ejecución de maniobras navales
conjuntas entre la Navy norteamericana y las fuerzas nava-
les mexicanas.

De tal modo, compañeras y compañeros, que hemos queri-
do reflexionar sobre estos asuntos que son importantes, que
tienen que ver con estas dos secretarías y con estos dos per-
sonajes, a quienes vamos a aprobarles que se les conceda
este permiso, a fin de que utilicen las condecoraciones que
otorgan gobiernos de países amigos. Muchas gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Para los
efectos del artículo 134 del Reglamento para el Gobierno
Interior, se pregunta a la asamblea si se va a reservar algún
artículo para discutirlo en lo particular.

El diputado José Manuel del Río Virgen (desde la curul):
Señor presidente, solicito que se abra el micrófono de mi
curul, por favor.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: ¿Quiere
reservar algún artículo? Sonido a la curul del diputado Del
Río Virgen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009261



El diputado José Manuel del Río Virgen (desde la curul):
Presidente, pedí que abrieran el micrófono de mi curul pa-
ra hacer un comentario en nombre de mi partido, Conver-
gencia.

Convergencia se quiere sumar a ese dictamen y votará a fa-
vor. Asimismo, reconoce a los ciudadanos que reciben esas
condecoraciones que otorgan Panamá, Honduras, Perú,
Guatemala y El Salvador. Votaremos a favor, presidente,
pues queremos dejar constancia de que son mexicanos des-
tacados, que han hecho un gran esfuerzo por la patria. Gra-
cias, presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputado. En virtud de que no se ha reservado artículo al-
guno para discutirlo en lo particular, se reserva para su vo-
tación nominal en conjunto. Continúe la Secretaría.

PERMISO PARA ACEPTAR CONDECORACIONES

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable asamblea

A la Comisión de Gobernación que suscribe le fue turnado
para su estudio y dictamen el expediente con las minutas
proyecto de decreto que conceden permiso a los ciudada-
nos Jaime Font y Gutiérrez Solana, Sioshin Murakami Te-
rauchi, Kazushige Sekiguchi Hoshino, Alejandro Santana
Alcaraz, Patricia Romo Aguirre y Luz María Dalila Aldana
Aranda, para que puedan aceptar y usar las condecoracio-
nes que en diferentes grados les otorgan los gobiernos del
Reino de España, de Japón y de la República Francesa.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y, en tal vir-
tud, de conformidad con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional, y al segundo pá-
rrafo del artículo 60 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se permite someter a la consideración de la honorable
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Primero. Se concede permiso al ciudadano Jaime Font y
Gutiérrez Solana para que pueda aceptar y usar la conde-
coración Cruz de oficial de la Orden de Isabel la Católica,
que le otorga el gobierno del Reino de España.

Segundo. Se concede permiso al ciudadano Sioshin Mura-
kami Terauchi para que pueda aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden del Sol Naciente con Rayos de Oro y Pla-
ta, que le otorga el Gobierno de Japón.

Tercero. Se concede permiso al ciudadano Kazushige Se-
kiguchi Hoishino para que pueda aceptar y usar la conde-
coración de la Orden del Sol Naciente con Rayos de Plata,
que le otorga el gobierno de Japón.

Cuarto. Se concede permiso al ciudadano Alejandro San-
tana Alcaraz para que pueda aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden de las Palmas Académicas, en grado de
Caballero, que le otorga el gobierno de la República Fran-
cesa.

Quinto. Se concede permiso a la ciudadana Patricia Romo
Aguirre para que pueda aceptar y usar la condecoración de
la Orden de las Palmas Académicas, en grado de Caballe-
ro, que le otorga el gobierno de la República Francesa.

Sexto. Se concede permiso para que la ciudadana Luz Ma-
ría Dalila Aldana Aranda pueda aceptar y usar la condeco-
ración de la Orden de las Palmas Académicas, en grado de
Caballero, que le otorga el gobierno de la República Fran-
cesa.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 20 de marzo de 2009.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica),
Cristián Castaño Contreras (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarra-
ma, Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquier-
do Bustamante, Antonio Xavier López Adame, Layda Elena Sansores
San Román, Ricardo Cantú Garza (rúbrica), secretarios; Carlos Ar-
mando Biebrich Torres, César Octavio Camacho Quiroz, Ariel Castillo
Nájera, Jesús de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández
Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares (rúbrica), Juan Darío
Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María
del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega (rú-
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brica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica), José Jesús
Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Francisco
Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez
Martínez, Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Eli-
zondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el dictamen, en lo general. No habiendo quien haga
uso de la palabra, para los efectos del artículo 134 del Re-
glamento para el Gobierno Interior, se pregunta a la asam-
blea si se va a reservar algún artículo para discutirlo en lo
particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se reserva para su votación no-
minal en conjunto. Continúe la Secretaría.

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio de fecha 9 de marzo de 2009, la Secretaría de Go-
bernación solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos Rodrigo Germán Espino González,
Mauricio Leonardo López Burgos y Juan Ignacio Solano
Terrazas puedan prestar servicios de carácter administrati-
vo en la Embajada de Estados Unidos de América en Mé-
xico y en su Consulado en Ciudad Juárez, Chihuahua.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el 19 de marzo del año en cur-
so se turnó a la suscrita comisión, para estudio y dictamen,
el expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan la nacionalidad mexi-
cana con la copia certificada del acta de nacimiento;

b) Que los servicios que los interesados prestarán en la
Embajada de Estados Unidos de América en México y

en su Consulado en Ciudad Juárez, Chihuahua, serán de
carácter administrativo; y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del Apartado C del artículo 37 constitucional
y al segundo párrafo del artículo 60 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a consi-
deración de la honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso al ciudadano Ro-
drigo Germán Espino González para prestar servicios co-
mo visa clerk en la Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Mau-
ricio Leonardo López Burgos para prestar servicios de
mantenimiento mecánico (electricista) en la Embajada de
Estados Unidos de América en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Juan
Ignacio Solano Terrazas para prestar servicios como jardi-
nero en el Consulado de Estados Unidos de América en
Ciudad Juárez, Chihuahua.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 20 de marzo de 2009.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica),
Cristián Castaño Contreras (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarra-
ma, Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquier-
do Bustamante, Antonio Xavier López Adame, Layda Elena Sansores
San Román, Ricardo Cantú Garza (rúbrica), secretarios; Carlos Ar-
mando Biebrich Torres, César Octavio Camacho Quiroz, Ariel Castillo
Nájera, Jesús de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández
Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares (rúbrica), Juan Darío
Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María
del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega (rú-
brica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica), José Jesús
Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Francisco
Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez
Martínez, Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Eli-
zondo (rúbrica).»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009263



El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el dictamen en lo general. No habiendo quien haga
uso de la palabra, para los efectos del 134 del Reglamento
para el Gobierno Interior, se pregunta a la asamblea si se va
a reservar algún artículo para discutirlo en lo particular. En
virtud de que no se ha reservado artículo alguno para dis-
cutirlo en lo particular, se reserva para su votación nominal
en conjunto. Continúe la Secretaría.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio fechado 19 de marzo del año en curso, la Secre-
taría de Gobernación solicita el permiso constitucional ne-
cesario para que el ciudadano Sergio Romero Escalante
pueda prestar servicios como chofer en la Embajada de la
República Federal de Alemania en México.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión el 26 de marzo se turnó a la suscrita co-
misión, para estudio y dictamen, el expediente relativo.

Considerando

a) Que el peticionario acredita la nacionalidad mexica-
na con la copia certificada del acta de nacimiento;

b) Que los servicios que el interesado prestará en la Em-
bajada de la República Federal de Alemania en México
serán como chofer; y

c) Que la solicitud se ajusta a lo establecido en la frac-
ción II del Apartado C del artículo 37 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a consi-
deración de la honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Sergio
Romero Escalante para prestar servicios como chofer en la
Embajada de la República Federal de Alemania en México.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 27 de marzo de 2009.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica),
Cristián Castaño Contreras, Valentina Valia Batres Guadarrama, Narci-
zo Alberto Amador Leal, Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante, An-
tonio Xavier López Adame, Layda Elena Sansores San Román (rúbri-
ca), Antonio Xavier López Adame, Ricardo Cantú Garza (rúbrica),
secretarios; Carlos Armando Biebrich Torres, César Octavio Camacho
Quiroz (rúbrica), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León Tello
(rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Her-
nández Manzanares (rúbrica), Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel
Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez (rú-
brica), Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Mar-
tínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega, Raciel Pérez Cruz, Gerar-
do Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador
Ruiz Sánchez (rúbrica), Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), Ro-
sa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Javier
Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el dictamen en lo general. No habiendo quien haga
uso de la palabra, se reserva para su votación nominal en
conjunto. Continúe la Secretaría.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio de fecha 17 de marzo de 2009, la Secretaría de
Gobernación solicitó el permiso constitucional necesario
para que los ciudadanos María del Carmen Valenzuela
Staats, Julieta Pacheco Gómez y Ernesto de la Cruz Jimé-
nez puedan prestar servicios de carácter administrativo en
la Embajada de Estados Unidos de América en México y
en su Consulado en Hermosillo, Sonora.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el 26 de marzo del año en cur-
so se turnó a la suscrita comisión, para su estudio y dicta-
men, el expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan su nacionalidad me-
xicana con la copia certificada del acta de nacimiento;

b) Que los servicios que los propios interesados presta-
rán en la Embajada de Estados Unidos de América en
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México y en su Consulado en Hermosillo, Sonora, serán
de carácter administrativo, y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del apartado C) del artículo 37 constitucional
y en el segundo párrafo del artículo 60 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso a la ciudadana Ma-
ría del Carmen Valenzuela Staats para prestar servicios co-
mo ayudante de visas en la Embajada de los Estados Uni-
dos de América en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso a la ciudadana Ju-
lieta Pacheco Gómez para prestar servicios como investi-
gadora en el Consulado de Estados Unidos de América en
Hermosillo, Sonora.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Er-
nesto de la Cruz Jiménez para prestar servicios como asis-
tente de seguridad en el Consulado de los Estados Unidos
de América en Hermosillo, Sonora.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, Distrito Federal, a 27 de marzo de 2009.

Por la Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Al-
tamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbri-
ca), Cristián Castaño Contreras, Valentina Valia Batres Guadarrama,
Alberto Amador Leal, Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante, Anto-
nio Xavier López Adame, Layda Elena Sansores San Román (rúbrica),
Ricardo Cantú Garza (rúbrica), secretarios; Carlos Armando Biebrich
Torres, César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Ariel Castillo Náje-
ra (rúbrica), Jesús de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernán-
dez Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares (rúbrica), Juan Da-
río Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Hernández (rúbrica),
María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Norie-
ga, Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Rey-
na García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Francisco Javier
Santos Arreola (rúbrica), Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez
Martínez (rúbrica), Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el dictamen en lo general. No habiendo quien haga
uso de la palabra, para los efectos del artículo 134 del Re-
glamento para el Gobierno Interior, se pregunta a la asam-
blea si se va a reservar algún artículo para discutirlo en lo
particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, proceda la Secretaría para abrir
el sistema electrónico por ocho minutos para recoger la vo-
tación nominal de este proyecto de decreto y los anterior-
mente reservados, en un solo acto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por ocho minutos para proceder a la vota-
ción nominal de los proyectos de decreto en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Saluda-
mos a un grupo de dirigentes sociales que vienen de San
Pedro, Coahuila, y de Madero, mejor conocido como Chá-
vez, allá en la Laguna, invitados por el diputado Javier
Guerrero. Bienvenidos, nos da mucho gusto recibirlos.

Saludo a un grupo de jóvenes, hijos e hijas de diputados,
compañeros nuestros, legisladores. Bienvenidos aquí a ver
trabajar a sus papás, del Grupo Parlamentario de Acción
Nacional.

Saludamos a alumnos de la escuela preparatoria Efrén Re-
bolledo, de Tizayuca, Hidalgo. Bienvenidos.

Saludamos a alumnos de ciencias políticas de la Universi-
dad Nacional Autónoma de México, que nos acompañan.

Del Centro Universitario Español, del distrito 4 de Acapul-
co, Guerrero. Bienvenidos, jóvenes.

También como invitados del municipio de Ixtlahuaca, Es-
tado de México, invitados por la diputada Elda Gómez Lu-
go. Les damos la bienvenida.

Saludamos a un grupo de empresarios y de líderes de orga-
nizaciones sociales que nos acompañan desde Ciudad Juá-
rez, invitados por el diputado Octavio Fuentes Téllez.
Bienvenidos, paisanos, de la mejor frontera de México.
Bienvenidos.
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La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: ¿Falta alguna diputada o algún diputado de emitir su
voto? Está abierto el sistema compañeros. ¿Falta alguna di-
putada o algún diputado de emitir su voto? Está abierto el
sistema, compañeras diputadas y compañeros diputados.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Ábrase el sonido de la curul 511, de la diputada María
Magdalena Rodríguez Preciado.

La diputada María Magdalena Rodríguez Preciado
(desde la curul): A favor.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Gracias. La diputada Laura Rojas.

La diputada Laura Angélica Rojas Hernández (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Gracias. Se han emitido 339 votos a favor, 3 en con-
tra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do los proyectos de decreto por 330 votos. Pasan al Eje-
cutivo y al Senado para sus efectos constitucionales.

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona una fracción IX Ter
al artículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo.

Presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectu-
ra.

«Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto que adiciona una fracción al artículo 24 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LX Legislatura
fue turnada, para estudio y dictamen, la iniciativa que re-
forma la Ley Federal de Protección al Consumidor
(LFPC).

La comisión, con fundamento en los artículos 39 y 45, nu-
meral 6, incisos d), e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, así como 58,
60, 87, 88 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta asamblea el presente dicta-
men, con base en los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
el 10 de marzo de 2009, sus Secretarios dieron cuenta al
Pleno de la iniciativa que presentaron los diputados Jesús
Sesma Suárez y Manuel Salvador Salgado, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Segundo. El Presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Tercero. Los legisladores proponen lo siguiente:

• Modificar el artículo 1 de la LFPC, a fin de recono-
cer al consumo inteligente como parte de los principios
básicos de las relaciones de consumo.

Consideraciones

Primera. Que, con base en los antecedentes indicados, la
Comisión de Economía, con las atribuciones señaladas, se
abocó a dictaminar la iniciativa de referencia.

Segunda. Que la LFPC tiene por objeto promover y prote-
ger los derechos y la cultura del consumidor, así como pro-
curar la equidad, certeza y seguridad jurídica en las rela-
ciones entre proveedores y consumidores. De igual forma,
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corresponde a la Procuraduría Federal de Protección al
Consumidor (Profeco) aplicar y ejecutar la referida ley, co-
mo un organismo público con carácter de autoridad admi-
nistrativa.

Tercera. Que la Profeco tiene por misión promover y pro-
teger los derechos del consumidor, fomentar el consumo
inteligente y procurar la equidad y seguridad jurídica en las
relaciones entre proveedores y consumidores. De la misma
forma, tiene por visión ser una institución efectiva en la
promoción de una cultura de consumo inteligente y en la
aplicación de su ley.

La Profeco tiene por objetivos proteger y promover los de-
rechos del consumidor, fomentar una cultura de consumo
inteligente, procurar la equidad en las relaciones de consu-
mo, procurar la seguridad jurídica en las relaciones de con-
sumo y eficientar el desempeño institucional.

Cuarta. Que la Profeco tiene entre sus líneas estratégicas
institucionales prevenir y corregir prácticas abusivas en las
relaciones de consumo; fortalecer el poder de los consumi-
dores brindándoles información y asesoría; desarrollar pro-
veedores conscientes e informados para que ejerzan sus de-
rechos y cumplan sus obligaciones con los consumidores;
incidir en la política regulatoria y mantener actualizado el
marco jurídico que tenga efecto en las relaciones de consu-
mo; propiciar y vigilar el cumplimiento de la normatividad
por los proveedores; procurar la solución de las diferencias
entre consumidores y proveedores; contribuir a la reduc-
ción de los riesgos de corrupción; fomentar la transparen-
cia o eficientar las políticas de transparencia; y eficientar el
desempeño institucional.

Quinta. Que en el campo de la psicología del consumo se
considera que, antes de llegar a la decisión de hacer la com-
pra, el consumidor pasa por una serie de etapas: el recono-
cimiento de una necesidad, que es donde el consumidor es
impulsado a la acción por una necesidad; la elección de un
nivel de participación, que es donde en consumidor decide
cuánto tiempo invertir en el intento de satisfacer la necesi-
dad; la identificación de alternativas, que es donde el con-
sumidor descubre productos sustitutos o marcas alternas;
la evaluación de alternativas, que es cuando clasifica las
ventajas y las desventajas de las opciones; la decisión, que
es cuando decide o no hacer la compra; y el comporta-
miento después de la compra, cuando el consumidor busca
la seguridad de haber tomado la decisión correcta.

Las etapas del proceso de compra pueden tener variacio-
nes, como son que el consumidor puede desistir en cual-
quier etapa previa a la compra, a veces se omiten algunas
etapas, las etapas no siempre tienen la misma duración, y
algunas etapas se realizan de manera consciente, y sub-
consciente en otras.

Lo que un consumidor aprende al realizar el proceso de
compra influye en cómo se conducirá la próxima vez que
se le presente la misma oportunidad. Después de recabar
información, evaluar opciones y llegar a una decisión, ha-
brá adquirido conocimientos adicionales sobre el producto
y varias marcas. Más aún, se habrá formado nuevas opi-
niones y creencias y habrá revisado las viejas.

Sexta. Que los factores psicológicos que intervienen en el
proceso de compra, o consumo, son la motivación, que se
relaciona con el motivo del individuo para realizar alguna
acción, que generalmente es respuesta de una necesidad.
Toda conducta comienza con una necesidad. La motiva-
ción es una necesidad suficientemente estimulada para im-
pulsar al individuo a buscar la satisfacción. Los motivos
del proceso de compra pueden ser agrupados en dos gran-
des categorías: las necesidades activadas a partir de estados
fisiológicos de tensión, como el sueño; y las necesidades
activadas a partir de estados psicológicos, como la necesi-
dad de afecto y respeto.

Algo importante es la jerarquía de las necesidades de
Maslow, quien identificó que una persona normal tendrá
que buscar la satisfacción simultánea de sus necesidades en
diversos niveles y que rara vez logrará satisfacerlas todas
en un mismo nivel. Con todo, la jerarquía indica que hay
que satisfacer razonablemente la mayor parte de las nece-
sidades de un nivel antes que el sujeto se sienta motivado
a llegar al siguiente nivel. Según Maslow, en el primero es-
tán las necesidades de autorrealización; en el segundo, las
necesidades de estima, de reputación y de prestigio; en el
tercero, las de pertenencia y amor; en el cuarto, las de se-
guridad; y en el último, las fisiológicas. También intervie-
nen factores sociales y culturales en el proceso de compra.

Séptima. Que la compra compulsiva consiste en el afán
desmedido, incontrolado y recurrente por adquirir cosas.
No es un fenómeno exclusivo de fechas como la Navidad,
en las que la insistencia de la publicidad comercial y la tra-
dición consumista podrían explicar un cierto aumento de
los gastos. Es una adicción, que si bien en su máxima ex-
presión afecta a poca gente, es más común de lo que podría

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 16 de abril de 2009267



pensarse. Es la consecuencia de un impulso irreprimible,
un acto poco consciente, del que después el sujeto muestra
arrepentimiento porque adquiere bienes generalmente poco
útiles o gasta más de lo que le permiten sus ingresos.

Octava. La compra compulsiva puede señalarse como una
reacción inadecuada; es decir, se acompaña de alguna de-
presión, angustia, ansiedad, en las que el sujeto siente la
convicción de que gastar dinero aliviará ese sentimiento de
ansiedad o incomodidad. Siente tristeza, rabia, incompren-
sión, desatención y soledad; encuentra la vía de escape en
la compra de artículos caracterizados porque no le son ne-
cesarios sino que únicamente aportan satisfacción en el
momento de su adquisición.

La compra compulsiva adquiere la categoría de problema
cuando hay un propósito de saciar un vacío causado por la
soledad, el tedio, las tensiones y los problemas, los disgus-
tos o la incomprensión. Pretendiendo mitigar el dolor, el
sujeto canaliza el enfado hacia la compra y posesión del
objeto. La falta de sentido de la vida, carecer de objetivos
que incentiven en el corto, mediano y largo plazos, la au-
topercepción de inútil o innecesario en los grupos sociales
que se frecuentan, la presencia de tristeza, apatía, aburri-
miento, frustración o desengaño activan en algunas perso-
nas el deseo de comprar objetos cuya adquisición no es del
todo justificable.

Novena. Que la compulsión es caracterizada por la impul-
sividad y la ansiedad, y responde a una insatisfacción vital
intensa, a la carencia de alicientes o estímulos en nuestra
rutina diaria, a la ausencia de actitud crítica y frecuente-
mente relacionada a un alto grado de credulidad y vulnera-
bilidad ante una publicidad comercial que identifica felici-
dad, seguridad en uno mismo y bienestar emocional con
consumo. Intervienen también otros factores, como el de-
seo de estimulación social o interés por los lugares donde
se congregan muchas personas, y la inseguridad respecto al
propio atractivo físico. Una desvalorización y déficit de la
autoestima también pueden estar detrás de este consumo
irracional. Aunque las primeras manifestaciones del consu-
mo compulsivo se registraron en los años veinte, hasta los
ochenta no se convirtió en poco menos que una enferme-
dad social, que alcanza a todo tipo de personas. Los ado-
lescentes suelen ser más vulnerables al problema.

Décima. Que la compra compulsiva se considera adicción
sólo cuando el individuo presenta estos tres rasgos: tole-
rancia, necesidad de consumir cada vez más para lograr la

misma emoción; síndrome de abstinencia, cuando no se
puede satisfacer la adicción; y pérdida del control, incapa-
cidad de frenar el consumo. La compra compulsiva, al me-
nos en sus manifestaciones más extremas, reúne todas es-
tas características: la voluntad del afectado es casi nula, y
la satisfacción por la compra realizada deviene efímera, y
se entra en una espiral de la que difícilmente se puede salir
sin ayuda de un especialista.

Undécima. La promoción de un consumo inteligente no
mostrará ningún alcance ante patologías o la falta de inte-
rés de los consumidores por adoptar o atender las reco-
mendaciones de la Profeco. Incluso, es importante resaltar
que el consumidor posee la libertad de elección que la
LFPC protege también.

Duodécima. Que la LFPC, en el artículo 1, establece que
entre los principios básicos en las relaciones de consumo se
encuentran la educación y divulgación sobre el consumo
adecuado de los productos y servicios que garanticen la li-
bertad para escoger y la equidad en las contrataciones; y la
información adecuada y clara sobre los diferentes produc-
tos y servicios, con especificación correcta de cantidad, ca-
racterísticas, composición, calidad y precio, así como sobre
los riesgos que en su caso representen.

El artículo 1 del Reglamento de la LFPC tiene por objeto
reglamentar la Ley Federal de Protección al Consumidor,
sin perjuicio de la aplicación de otros reglamentos sobre
materias específicas. Es decir, atiende la operatividad de
las disposiciones de la LFPC.

De manera general, la Profeco considera derechos básicos
de los consumidores los referidos a la información, a ele-
gir, a no ser discriminado, a la protección, a la educación,
a la seguridad y calidad y a la compensación.

Decimotercera. Que el Centro de Documentación de la
Profeco ofrece diversos servicios, como atención y orien-
tación en la localización de información a apoyar las deci-
siones de compra o renta de productos y contratación de
servicios; biblioteca especializada en la temática de protec-
ción al consumidor; consulta y copia gratuita de la infor-
mación producida por la Profeco; consulta gratuita y venta
de la Revista del Consumidor; consulta y copia gratuita de
Tecnologías Domésticas y Platillo Sabio, y Recetas de Co-
cina Eficientes. Se encuentran a disposición del público
consumidor la ubicación y el contacto de dicho centro de
información.
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Decimocuarta. Que el consumo inteligente generalmente
hace referencia a un consumo controlado, racional en el
sentido en que cumple las necesidades de la gente, sin re-
currir a grandes escalas de consumo insostenibles para las
personas y su economía. Se recurre a un ahorro que moldea
las actividades diarias de las personas, sin impresiones ne-
gativas, intensas, perdurables o contrariedades en gene-
ral. El consumo controlado y racional se considera una vir-
tud para la clase media. Coloquialmente, se hace referencia
al consumo inteligente como “necesario”, “sólo lo necesa-
rio”, “lo indispensable”, “no desperdiciar”, o prácticas
donde el principio de ahorro sea el objetivo.

La Profeco considera que a fin de consumir inteligente-
mente es necesario estar informado y capacitado para se-
leccionar productos, bienes o servicios que satisfagan ade-
cuadamente las necesidades de cada consumidor, sin
afectar excesiva o innecesariamente la economía familiar.

Decimoquinta. Que atendiendo una de las inquietudes que
mencionan los legisladores promoventes en la exposición
de motivos relativa al ambiente, cabe señalar que el artícu-
lo 41 de la LFPC dispone que cuando se trate de productos
o servicios que, de conformidad con las disposiciones le-
gales aplicables, se consideren potencialmente peligrosos
para el consumidor o lesivos para el ambiente o cuando sea
previsible su peligrosidad, el proveedor tiene la obligación
de incluir un instructivo que advierta sobre sus caracterís-
ticas nocivas y explique con claridad el uso o destino reco-
mendado, así como los posibles efectos de su uso, aplica-
ción o destino fuera de los lineamientos recomendados.

Decimosexta. Que como parte de los alcances de la LFPC
sobre la información o publicidad relativa a bienes, el artí-
culo 32 de ese ordenamiento dispone que los productos o
servicios que se difundan por cualquier medio o forma de-
berán ser veraces, comprobables y exentos de textos, diá-
logos, sonidos, imágenes, marcas, denominaciones de ori-
gen y otras descripciones que induzcan o puedan inducir a
error o confusión por engañosas o abusivas. Sanciona con
multa mínima de 367.12 pesos y hasta de 1 millón 174 mil
782.68 la publicidad que refiera características o informa-
ción relacionadas con algún bien, producto o servicio que,
pudiendo o no ser verdaderas, induzcan al error o confu-
sión por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, artifi-
ciosa o tendenciosa en que se presentan.

Decimoséptima. Que la Profeco cuenta con atribuciones
para apoyar, formular y realizar programas para la educa-
ción y divulgación sobre el consumo adecuado y la infor-

mación clara sobre diferentes productos y servicios. En es-
te contexto, la propuesta de reformas y adiciones que se
analiza coincide con los proyectos básicos de la procura-
duría para llevar a cabo programas que fomentan la cultu-
ra de un consumo inteligente, de manera tal que los consu-
midores puedan acceder a información clara y veraz sobre
la calidad de los bienes y servicios que adquieran o contra-
ten, con lo que se amplía por tanto la protección de los con-
sumidores.

Decimoctava. Que la propuesta armonizaría más si fuese
insertada en el artículo 24 de la LFPC, dado que enuncia
las atribuciones de la Profeco, y no en el artículo 1, como
pretende. Lo anterior significaría que, como objeto de la
ley, se estaría ante una obligación de la Profeco de que los
consumidores aplicasen el consumo inteligente debiendo
considerar opuesto a la LFPC cualquier otro tipo de consu-
mo. En cambio, de insertar la propuesta entre las atribucio-
nes de esa autoridad, estaríamos ante una de las facultades
que tiene la Profeco, sin detrimento de la libertad de elec-
ción de los consumidores que también protege.

Decimonovena. Que los integrantes de la Comisión de
Economía, que dictamina, reconocen y concluyen que la
propuesta incorpora en la Ley Federal de Protección al
Consumidor una de las principales funciones que realiza la
Procuraduría Federal del Consumidor. Sin embargo, no de-
ja de representar una contribución a los consumidores de
mayores elementos en dicho instrumento jurídico. Por tan-
to, la propuesta concuerda con el contenido del artículo 24
del ordenamiento en cita, y por ese motivo se considera
más apropiado aprobar la iniciativa con esa modificación.

En virtud de lo expuesto, la Comisión de Economía pre-
senta el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona una fracción al artículo 24 de la
Ley Federal de Protección al Consumidor

Artículo Único. Se adiciona la fracción IX Ter al artículo
24 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, para
quedar como sigue:

Artículo 24. La Procuraduría tiene las siguientes atribu-
ciones:

I. a IX. …

IX Bis. …
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IX Ter. Promover el consumo inteligente para prove-
edores y consumidores;

X. a XXII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2009.

La Comisión de Economía, diputados: Adriana Rodríguez Vizcarra
Velázquez (rúbrica), presidenta; Carlos Armando Reyes López (rúbri-
ca), Jorge Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Fausto Fluvio Men-
doza Maldonado (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbrica),
Enrique Serrano Escobar (rúbrica), Jorge Godoy Cárdenas (rúbrica),
secretarios; Jericó Abramo Masso (rúbrica), Narciso Alberto Amador
Leal, Antonio Berber Martínez (rúbrica), Carlos Alberto García Gon-
zález (rúbrica), Miguel Ángel González Salum (rúbrica), Jesús Sesma
Suárez (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), Martín Mala-
gón Ríos (rúbrica), Marco Heriberto Orozco Ruiz Velasco (rúbrica),
Octavio Martínez Vargas (rúbrica), Susana Monreal Ávila, Alicia Ro-
dríguez Martínez (rúbrica), Mauricio Ortiz Proal, Eduardo Ortiz Her-
nández, Miguel Ángel Peña Sánchez (rúbrica), Raúl Ríos Gamboa, Ri-
cardo Rodríguez Jiménez, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Ernesto
Ruiz Velasco de Lira, Alejandro Sánchez Camacho (rúbrica), Alberto
Amaro Corona (rúbrica), Joaquín Humberto Vela González (rúbrica),
Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En conse-
cuencia está a discusión en lo general y en lo particular el
artículo único del proyecto de decreto.

No habiendo quien haya solicitado la palabra, consulte la
Secretaría a la asamblea si se encuentra suficientemente
discutido, en lo general y en lo particular, el proyecto de
decreto.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente dis-
cutido el proyecto de decreto, en lo general y en lo parti-
cular. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
ocho minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por ocho minutos para proceder a la votación, en lo
general y en lo particular, del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta alguna diputada o algún diputado de emitir su voto?
Sigue abierto el sistema.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

De viva voz:

La diputada María Magdalena Rodríguez Preciado
(desde la curul): A favor.

El diputado José Gildardo Guerrero Torres (desde la
curul): A favor.

La diputada Silvia Luna Rodríguez (desde la curul): A
favor.

El diputado David Sánchez Camacho (desde la curul): A
favor.

El diputado José Luis Aguilera Rico (desde la curul): A
favor.

El diputado Manuel Salvador Salgado Amador (desde
la curul): A favor.

El diputado Gregorio Barradas Miravete (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Jesús Manuel Patrón Montalvo (desde la
curul): A favor.

El diputado Martín Ramos Castellanos (desde la curul):
A favor.
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La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Se han emitido 341 votos en pro, 1 en contra y 4
abstenciones, señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular por 341 votos el pro-
yecto de decreto que adiciona la fracción IX Ter al artí-
culo 24 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.
Pasa al Senado para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona el artículo 222 Bis a
la Ley General de Salud.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura
del dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa, sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que adiciona el artículo 222 Bis a la Ley General de
Salud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LX Legislatura fue turnada,
para su estudio y dictamen, la minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud.

La Comisión de Salud con fundamento en las atribuciones
que le otorga los artículos 39, numerales 1o. y 3o., 43, 44,
45 y de los demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56,

60, 87, 88, 89 y 93 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a la consideración de esta honorable asamblea,
el presente dictamen de acuerdo con la siguiente

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la minu-
ta mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo confor-
me el procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo “Antecedentes” se da constancia del
trámite, del proceso legislativo, del recibo en turno para
el dictamen de la referida minuta y de los trabajos pre-
vios de la Comisión dictaminadora.

II. En el capítulo “Contenido” se sintetiza el alcance de
la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo “Consideraciones”, la Comisión dic-
taminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de
respaldar o desechar la propuesta en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 2 de abril de 2008 fue pre-
sentada ante el Pleno de la Cámara de Diputados la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Salud, presentada
por Ector Jaime Ramírez Barba y suscrita por José Antonio
Muñoz Serrano, Adriana Rebeca Vieyra Olivares, Margari-
ta Arenas Guzmán, Efraín Arizmendi Uribe, María Merce-
des Corral Aguilar, Ángel Humberto García Reyes, Beatriz
Eugenia García Reyes, Yolanda Mercedes Garmendia Her-
nández, Jorge Quintero Bello, José Ignacio Alberto Rubio
Chávez, María Gloria Guadalupe Valenzuela García, Arte-
mio Torres Gómez, Ernesto Oviedo Oviedo y Antonio Ve-
ga Corona, diputados federales; así como los senadores Er-
nesto Saro Boardman, Guillermo Enrique Marcos
Tamborrel Suárez, Blanca Judith Díaz Delgado, y Ramón
Muñoz Gutiérrez, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional en la LX Legislatura 

Con la misma fecha, la Mesa Directiva de este órgano le-
gislativo turnó la mencionada iniciativa a la Comisión de
Salud para su estudio y posterior dictamen.

En sesión celebrada con fecha 7 de octubre de 2008 fue
aprobado por unanimidad el dictamen respectivo, con 265
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votos a favor, turnándose la minuta a la Cámara de Sena-
dores para sus efectos constitucionales.

En sesión celebrada por el Senado de la República con fe-
cha 9 de octubre de 2008 fue recibido el oficio con el que
se remite la minuta con proyecto de decreto que adiciona
un artículo 222 Bis a la Ley General de Salud.

Con esa misma fecha la colegisladora turnó la minuta de
mérito a las Comisiones Unidas de Salud y de Estudios Le-
gislativos para su estudio y dictamen.

En sesión celebrada por la Cámara de Senadores con fecha
24 de marzo de 2009 fue sometido a votación el dictamen
referente a la minuta en comento, que fue aprobado por
votos a favor y devolviéndose el expediente a la Cámara de
Diputados para los efectos del inciso e) del artículo 72
constitucional.

En sesión celebrada por la honorable Cámara de Diputados
con fecha 26 de marzo de 2009 se dio cuenta del oficio con
que se devuelve la minuta de mérito, que fue turnada a la
Comisión de Salud para su estudio y posterior dictamen.

II. Contenido

El objetivo principal de la minuta en estudio es el de esta-
blecer un marco legal adecuado y armónico con el entorno
internacional para el desarrollo de medicamentos biotecno-
lógicos; garantizando de este modo la calidad, seguridad y
eficacia de dichos fármacos, sin por esto mermar su acce-
sibilidad para toda la población.

Con la reforma planteada, se pretende establecer condicio-
nes adecuadas para la autorización de registros de medica-
mentos biotecnológicos, que por sus características requie-
ren pruebas con mayores especificaciones que los
fármacos de base química. Así, la minuta de mérito esta-
blece pruebas clínicas a partir de las características indivi-
duales para productos innovadores y para los genéricos,
pruebas de intercambiabilidad  a partir de una referencia
preexistente.

La reforma plateada en la minuta busca una mayor dispo-
nibilidad e medicamentos biotecnológicos de ya que per-
mite delimitar los requisitos para su aprobación mediante
la creación de un régimen normativo para medicamentos
biocomparables, que deberán seguir los estándares interna-
cionales.

Para conseguir los fines referidos se propone la adición de
un artículo 222 Bis a la Ley General de Salud, cuyo texto
fue modificado por la Colegisladora para fortalecer la re-
dacción, incluyendo entre otras particularidades la fármaco
vigilancia de medicamentos biotecnológicos, así como es-
pecificaciones para la importación de los mismos.

III. Consideraciones

Del estudio y análisis del dictamen de la minuta con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un artículo 222 Bis
a la Ley General de Salud, se advierte que la colegisladora
realizó diversas modificaciones de forma y de fondo, sien-
do estas las siguientes: 

1. Al primer párrafo del artículo 222 Bis se le adicionó
una parte final, con el propósito de precisar la forma de
identificación de los medicamentos biotecnológicos y
biocomparables:

2. Se eliminó el segundo párrafo:

3. Al tercer párrafo le fue incorporada una frase final pa-
ra determinar la realización de los mecanismos de far-
macovigilancia de conformidad con la normatividad
aplicable:
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4. Así mismo, fue eliminada la primera parte del cuarto
párrafo y se hizo una adecuación de forma en la parte fi-
nal:

5. También se  modifica la nomenclatura del Subcomité
del Comité de Moléculas Nuevas:

6. Fue eliminado el sexto párrafo:

7. El séptimo párrafo fue modificado en cuanto a sus al-
cances para incorporar disposiciones respecto del conte-
nido informativo en el etiquetado de los medicamentos
biotecnológicos y evitar una separación de claves en el
cuadro básico y catálogos de medicamentos:

8. Respecto de los artículos transitorios, se consideró
conveniente ampliar el plazo para la publicación de las
disposiciones jurídicas necesarias para la aplicación de
esta reforma, así como precisar la conformación del
Subcomité de Evaluación de Medicamentos Biotecnoló-
gicos:

9. Con base en el análisis de las modificaciones de for-
ma y de fondo que realizó la cámara revisora a la minu-
ta con proyecto de decreto por el que se adiciona un ar-
tículo 222 Bis a la Ley General de Salud, los integrantes
de la Comisión de Salud hacen suyas las consideracio-
nes de la colegisladora y concluimos que son de apro-
barse las modificaciones que hizo el Senado de la Re-
pública.

Por lo anteriormente expuesto y para los efectos de lo que
establece la fracción A del artículo 72 constitucional, los
integrantes de la Comisión de Salud de la LX Legislatura
ponen a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 222 Bis a la
Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona un artículo 222 Bis a la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 222 Bis. Para efectos de esta ley, se considera me-
dicamento biotecnológico toda sustancia que haya sido
producida por biotecnología molecular, que tenga efecto
terapéutico, preventivo o rehabilitatorio, que se presente en
forma farmacéutica, que se identifique como tal por su ac-
tividad farmacológica y propiedades físicas, químicas y
biológicas. Los medicamentos biotecnológicos innovado-
res podrán ser referencia para los medicamentos biotecno-
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lógicos no innovadores, a los cuales se les denominará bio-
comparables. La forma de identificación de estos pro-
ductos será determinada en las disposiciones reglamen-
tarias.

Para la obtención del registro sanitario de medicamentos
biotecnológicos, el solicitante deberá cumplir con los requi-
sitos y pruebas que demuestren la calidad, seguridad y efi-
cacia del producto, de conformidad con las disposiciones de
esta Ley, sus reglamentos y demás disposiciones jurídicas
aplicables y una vez comercializado el medicamento bio-
tecnológico se deberá realizar la farmacovigilancia de
éste conforme la normatividad correspondiente. 

El solicitante de registro sanitario de medicamentos
biocomparables que sustente su solicitud en un medica-
mento biotecnológico de referencia, deberá presentar
los estudios clínicos y, en su caso in vitro que sean nece-
sarios para demostrar la seguridad, eficacia y calidad
del producto.

En caso de que no se hubieren emitido las disposiciones so-
bre los estudios necesarios y sus características a que hace
referencia este artículo, éstos se definirán caso por caso,
tomando en cuenta la opinión del Comité de Moléculas
Nuevas, el que para efectos de lo dispuesto en este artícu-
lo contará con un Subcomité de Evaluación de Productos
Biotecnológicos que estará integrado por especialistas y
científicos en materia de biotecnología farmacéutica.

Los medicamentos biotecnológicos deberán incluir en
sus etiquetas el fabricante del biofármaco y su origen, el
lugar del envasado y en su caso el importador, debiendo
asignarse la misma denominación común internacional
que al medicamento de referencia correspondiente sin
que esto implique una separación en las claves del cua-
dro básico y de los catálogos de medicamentos de las ins-
tituciones de salud asignadas para estos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días
posteriores al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con 180 días pos-
teriores al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración para emitir las disposiciones jurídicas necesarias
para la aplicación del presente decreto.

Tercero. La Secretaría de Salud en términos de lo que es-
tablece la Ley Federal sobre Metrología y Normalización,
deberá adecuar a lo establecido por este decreto las normas
oficiales mexicanas relacionadas.

Cuarto. El Subcomité de Evaluación de Productos Biotec-
nológicos al que hace referencia el artículo 222 Bis conta-
rá con al menos cinco integrantes de entre los cuales debe-
rá asegurarse la inclusión de un representante de cada una
de las siguientes instituciones: Instituto Nacional de Medi-
cina Genómica, Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co e Instituto Politécnico Nacional, además de la repre-
sentación por parte de la autoridad sanitaria y del
Consejo de Salubridad General, y deberá establecerse
dentro de los 90 días posteriores a  su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Quinto. El Reglamento del Comité de Moléculas Nuevas
deberá expedirse antes de los 90 días posteriores al de la
publicación del presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el 1 de abril de 2009.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Fernando Enrique Mayans Canabal, Efraín Morales
Sánchez (rúbrica), Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica), Juan Abad de
Jesús, Beatriz Manrique Guevara, Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica),
Maricela Contreras Julián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica),
Joaquín Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Daniel Dehesa Mora
(rúbrica), Nemesio Domínguez Domínguez, Leticia Díaz de León To-
rres, Ángel Humberto García Reyes (rúbrica), Beatriz Eugenia García
Reyes (rúbrica), Yolanda Mercedes Garmendia Hernández (rúbrica),
Tomás Gloria Requena, Daniel Gurrión Matías (rúbrica), María Mer-
cedes Maciel Ortiz (rúbrica), Holly Matus Toledo (rúbrica), Roberto
Mendoza Flores, Elizabeth Morales García (rúbrica), Miguel Ángel
Navarro Quintero, Gilberto Ojeda Camacho, Jorge Quintero Bello (rú-
brica), José Ignacio Alberto Rubio Chávez (rúbrica), María Gloria
Guadalupe Valenzuela García (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En conse-
cuencia, está a discusión en lo general y en lo particular el
artículo único del proyecto de decreto.

No habiendo quien haya solicitado el uso de la palabra, se
considera suficientemente discutido en lo general y en lo
particular.
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Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
ocho minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del
Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema
electrónico por ocho minutos para proceder a la votación
en lo general y en lo particular del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?
Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Diputada María Magdalena Rodríguez Preciado.

La diputada María Magdalena Rodríguez Preciado
(desde la curul): A favor.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Señor presidente, se emitieron 331 votos a favor, 0 en
contra y 0 abstenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular, por 331 votos, el pro-
yecto de decreto que adiciona el artículo 222 Bis a la
Ley General de Salud. Pasa al Ejecutivo para sus efec-
tos constitucionales.

LEY FEDERAL CONTRA LA
DELINCUENCIA ORGANIZADA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona el segundo párrafo al
artículo 1o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Orga-
nizada.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa

sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pro-
yecto de decreto que adiciona el segundo párrafo al artícu-
lo 1o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión de la LX Le-
gislatura, le fue turnada para su estudio, análisis y dictamen
correspondiente, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona los artículos 1 y 2 de la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 70, 71, 72 y 73, fracción XXII, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral
6, incisos e) y g), de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 60, 65, 87, 88 y 93,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consi-
deración de los integrantes de esta honorable asamblea el
presente dictamen.

Antecedentes

1. En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, celebrada el 26 de febrero de 2008, la diputa-
da Claudia Cruz Santiago, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, presentó inicia-
tiva suscrita por el diputado Andrés Lozano Lozano, del
mismo grupo parlamentario, con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 1 y 2 de la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada.

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva acordó que se turnara a la Comisión de Seguridad
Pública, para su estudio y dictamen.

3. En sesión plenaria del 31 de marzo de 2009, se so-
metió a consideración de los diputados integrantes de la
Comisión de Seguridad Pública de la LX Legislatura el
proyecto de dictamen respectivo, y fue aprobado por 16
votos.
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Consideraciones

A. En lo general 

1. Que los párrafos noveno y décimo del artículo 21 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, establecen la seguridad pública como una función a
cargo de la federación, el Distrito Federal, los estados y
municipios, y disponen la creación del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública, como una instancia de coor-
dinación del Ministerio Público y las instituciones poli-
ciales. 

2. Que a partir de las reformas y adiciones a la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publi-
cadas en el Diario Oficial de la Federación el 18 de ju-
nio de 2008, se incorporó el concepto de delincuencia
organizada en el octavo párrafo del artículo 16.

3. Que ante el crecimiento de los índices delictivos y las
transformaciones en las dinámicas delictivas, el 7 de no-
viembre de 1996 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación la Ley Federal contra la Delincuencia Orga-
nizada, que tiene por objeto establecer las reglas para la
investigación, persecución, sanción y ejecución de las
penas, por los delitos cometidos por algún miembro de
la delincuencia organizada.

4. Que el 23 de enero de 2009 se publicaron diversas re-
formas y adiciones a la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada, actualizando la definición conteni-
da en el artículo 2 de la misma, con la definición
establecida en el octavo párrafo del artículo 16 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

5. Que el 25 de junio de 2003 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el Reglamento de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de la República, que
tiene por objeto establecer la organización y el funcio-
namiento de ésta instancia.

6. Que el artículo 2 del reglamento contempla las uni-
dades administrativas y órganos desconcentrados con
que contará la Procuraduría General de la República pa-
ra el cumplimiento de los asuntos de su competencia,
creándose la Subprocuraduría Especializada en Delin-
cuencia Organizada.

B). De la iniciativa presentada por los diputados Clau-
dia Cruz Santiago y Andrés Lozano Lozano

1. La iniciativa en estudio tiene por objeto:

• Adicionar un segundo párrafo al artículo 1, para re-
gular la aplicación de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada, a líderes e integrantes de movi-
mientos sociales o disidentes de un sistema político.

• Precisar el concepto de delincuencia organizada, a
partir de lo dispuesto en el párrafo octavo del artícu-
lo 16 constitucional, adicionado en el marco de las
reformas en materia de justicia penal aprobadas en el
Senado de la República el 6 de marzo de 2008, así
como de lo establecido en la Convención de las Na-
ciones Unidas contra la Delincuencia Organizada
Trasnacional. 

Al respecto, cabe señalar que el 18 de junio del presen-
te año se publicaron en el Diario Oficial de la Federa-
ción diversas reformas y adiciones a la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, entre éstas la
adición del octavo párrafo del artículo 16.

2. Para sustentar las adiciones y reformas propuestas,
los autores de la iniciativa exponen los siguientes razo-
namientos:

Que México es heredero de un presidencialismo y de un
sistema de partido que obstruyó durante más de 70 años
toda forma de participación política y estableció en los
hechos un régimen autoritario y antidemocrático. 

Las cosas no han cambiado significativamente en la ac-
tualidad: los conflictos sociales se han intensificado, lo
que ha generado que la cifra de presos políticos aumen-
te considerablemente. El acoso a los luchadores sociales
en México es un problema grave. Las autoridades los
tratan como si la suya fuera una actividad delictiva o
subversiva y los someten a formas degradantes de per-
secución. 

De acuerdo con los diputados proponentes, no es extra-
ño que México, un pueblo con larga historia de lucha,
tenga hoy en las prisiones a un gran número de defen-
sores de los derechos humanos, de los derechos econó-
micos, sociales y culturales, defensores del entorno eco-
lógico, así como miembros de movimientos sociales. 
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Asimismo, señalan que organismos internacionales de
derechos humanos han documentado casos de activistas
y luchadores sociales que por motivos políticos han si-
do acusados de pertenecer a la delincuencia organizada.

De acuerdo con los iniciantes, una muestra de cómo el
Estado ha manipulado el concepto de delincuencia or-
ganizada para reprimir la lucha social, es la sentencia
de 67 años impuesta a los dirigentes de San Salvador
Atenco. 

En el 2007 se confirmó la tendencia a la represión de las
legítimas demandas de los movimientos sociales. El dis-
curso oficial enfatizó la necesidad de enfrentar eficaz-
mente el crimen y garantizar la seguridad pública, de-
jando de lado la protección de los derechos humanos.
Prueba de esta afirmación son los trágicos hechos de
Oaxaca, donde numerosos participantes en las manifes-
taciones realizadas en la ciudad fueron víctimas de de-
tenciones arbitrarias, amenazas, violencias y actos de
intimidación, como reporta el Observatorio Internacio-
nal de Derechos Humanos. 

Por tanto, el sentido de las reformas propuestas en la ini-
ciativa es que se aplique la ley a los delincuentes que
atentan contra la sociedad, pero evitando manipular su
sentido para reprimir a los ciudadanos que no están con-
formes con un determinado gobierno. 

De acuerdo con los iniciantes, lo anterior es voluntad
del Constituyente Permanente, expresado en las recien-
tes reformas constitucionales en materia de justicia pe-
nal, que contienen principios aplicables en casos de de-
lincuencia organizada, la cual se estableció en las
consideraciones del dictamen, al expresar: 

Las disposiciones excepcionales que se establecen
para delincuencia organizada están dirigidas exclusi-
vamente al combate de este tipo de criminalidad y de
ninguna manera podrán utilizarse para otras conduc-
tas, lo que impedirá a la autoridad competente el ejer-
cicio abusivo de las facultades conferidas contra lu-
chadores sociales o de las personas que se opongan o
critiquen a un régimen determinado. 

Vale la pena enfatizar que no es voluntad de estas co-
misiones incluir en el régimen de delincuencia orga-
nizada las conductas de personas en ejercicio de las
garantías de libre manifestación de las ideas, libertad

de imprenta, derecho a la información, derecho de
asociación, libre ejercicio de la profesión y derecho
de petición, toda vez que éstas son expresión del es-
tado democrático de derecho que postula nuestra
Constitución. 

Por los razonamientos expresados, los diputados Clau-
dia Cruz Santiago y Andrés Lozano Lozano, proponen
adicionar un segundo párrafo al artículo 1 de la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada, con la finali-
dad de precisar que las disposiciones de ésta no podrán
aplicarse en ningún caso a líderes e integrantes de mo-
vimientos sociales o disidentes de un sistema político,
que de manera legítima se oponen a un régimen deter-
minado o bien que denuncian actos de corrupción de los
que ocupan el poder. 

Asimismo, se propone adicionar un primer párrafo del
artículo 2, con el fin de establecer la definición de de-
lincuencia organizada, conforme a lo dispuesto en el pá-
rrafo octavo del artículo 16 constitucional, adicionado
en el marco de las reformas en materia de justicia penal
aprobadas por el Senado de la República el 6 de marzo
de 2008, así como los lineamientos contenidos en el ar-
tículo 2 de la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Trasnacional.

A partir de la adición de un primer párrafo al artículo 2
el texto actual del primer párrafo pasaría a ser segundo,
al cual se propone una reforma para precisar el concep-
to, incorporando la característica consistente en que tres
o más personas se organicen de hecho para realizar en
forma permanente o reiterada conductas que por sí o,
unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer algu-
no o algunos de los delitos contemplados en el mismo.

3. Esta comisión se identifica con el interés de los pro-
ponentes de avanzar en la estructuración de un marco
adecuado que permita fortalecer el combate a la delin-
cuencia organizada en todo el país. 

De acuerdo con información publicada por el Centro de
Estudios Sociales y de Opinión Pública, en los últimos
28 años el número de delincuentes procesados en Méxi-
co se ha triplicado. Este indicador, por sí mismo, no
muestra el total de la delincuencia pues muchos delitos
no son denunciados. Sin embargo, esta cifra muestra de
alguna manera el volumen de delitos en que ha interve-
nido la autoridad.
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Esta comisión tiene presente que el crecimiento de la in-
seguridad pública en México tiene una primera explica-
ción en la diversificación de los ilícitos y de los propios
delincuentes, lo cual tiene una primera explicación con
el auge de las comunicaciones, los transportes y la tec-
nología, que se han convertido en nuevos instrumentos
que han contribuido a convertirla en un fenómeno masi-
vo. La inseguridad pública constituye una de las princi-
pales preocupaciones de la sociedad mexicana.

El incremento de los índices delictivos ha propiciado la
creación de un marco jurídico específico en materia de
seguridad pública, como la adición de los párrafos sex-
to y séptimo del artículo 21 la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la publicación de la Ley
General que establece las Bases de Coordinación del
Sistema Nacional de Seguridad Pública y la publicación
de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada,
entre otras.

Asimismo, el incremento de los índices delictivos sus-
tentó la creación de la Secretaría de Seguridad Pública
Federal, así como la del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, como una instancia de coordinación entre las
dependencias competentes de la administración pública
federal y las relativas de las entidades federativas.

En el ámbito de la administración pública, el incremen-
to de la inseguridad dio lugar a la creación de la Secre-
taría de Seguridad Pública Federal en el 2000 y la Poli-
cía Federal Preventiva en 1999.

Si bien el sistema, instituciones y leyes citadas se esta-
blecieron con el objeto de mejorar las condiciones de se-
guridad pública, se estima necesario reformarlas y ade-
cuarlas a las situaciones actuales de nuestro país, de
manera que puedan responder con mayor eficiencia a
las dinámicas delictivas vigentes.

Cabe señalar que como parte de las estrategias de com-
bate al narcotráfico y crimen organizado, a partir de
2006 el titular del Ejecutivo federal instruyó a las Se-
cretarías de Seguridad Pública, de la Defensa Nacional,
y de Marina, y a la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, a implementar operativos conjuntos en coordinación
con las autoridades competentes en las entidades fede-
rativas. 

Que a la fecha se llevan a cabo operativos conjuntos en
los municipios y estados de Michoacán, Tijuana, Baja

California; Guerrero, Chihuahua, Durango, Sinaloa,
Nuevo León, Tamaulipas, Veracruz, Aguascalientes,
San Luis Potosí, Palacio y Lerdo, en Durango; Chiapas,
Campeche, Tabasco y Cancún, Quintana Roo.

Que como resultado de las acciones realizadas en el
marco de los operativos conjuntos, la Policía Federal
Preventiva, en coordinación con otras dependencias fe-
derales y estatales, participó en la desarticulación de di-
versas bandas vinculadas al narcotráfico y al secuestro,
entre otros delitos. 

4. En cuanto a la adición de un segundo párrafo al artí-
culo 1 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organi-
zada, que tiene por objeto regular la aplicación de la ley
a líderes e integrantes de movimientos sociales o disi-
dentes de un sistema político determinado, esta comi-
sión dictaminadora la estima viable, toda vez que tiene
por objeto orientar la actuación de las instancias com-
petentes al respeto a los derechos humanos de toda per-
sona, así como prevenir posibles excesos de las instan-
cias encargadas de la aplicación de la misma.

Lo anterior no excluye la aplicación de la misma, así co-
mo la imposición de sanciones, a personas que se ubi-
quen en los supuestos establecidos en la ley citada, así
como aquéllos que realicen alguna conducta delictiva.

Esta comisión tiene presente que la investigación y per-
secución de los delitos debe realizarse en un marco de
respeto a los derechos humanos y garantías de seguridad
jurídica, reconocidas en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Asimismo, la regulación que se propone para la aplica-
ción de la Ley Federal contra la Delincuencia Organiza-
da, es congruente con lo expresado por las Comisiones
Unidas de Puntos Constitucionales, y de Justicia, de la
Cámara de Diputados, en el dictamen con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, aprobada por el Pleno de la Cámara de Diputados
el 26 de febrero de 2008. 

El párrafo segundo que se propone adicionar al artículo
1 de la Ley General contra la Delincuencia Organizada,
señala:

Artículo 1. …
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Estas disposiciones no podrán ser aplicadas en nin-
gún caso a líderes e integrantes de movimientos so-
ciales o disidentes de un sistema político que, de ma-
nera legítima, se oponen a un régimen determinado,
o bien, que denuncian actos de corrupción de los que
ocupan el poder.

5. Esta comisión considera conveniente, recuperando la
esencia de la propuesta, realizar algunas modificaciones
a la misma a efecto de ampliar la protección a toda per-
sona, en un marco de respeto a los derechos humanos y
garantías de seguridad jurídica, para dotar a la ley de la
característica de generalidad que debe tener todo orde-
namiento jurídico.

Por otra parte, no se considera viable establecer la limi-
tación para la aplicación de la Ley Federal contra la De-
lincuencia Organizada en los términos propuestos, pues
se estaría estableciendo un régimen de excepción que
pudiera limitar las tareas de investigación, persecución,
sanción y ejecución de penas, en los términos previstos
en la ley.

6. Asimismo, cabe recordar que la doctrina reconoce en
las leyes las siguientes características: General. Que
implica que la misma será para todas las personas que
reúnan las condiciones previstas por ella; Abstracta. La
ley es aprobada para aplicarse en un número indetermi-
nado de casos, para todas las personas que se ubican en
los supuestos establecidos por las normas; Impersonal.
La ley esta creada para aplicarse a un número indeter-
minado de personas y no a alguna en específico; Obli-
gatoria. La ley debe cumplirse aún en contra de la vo-
luntad de las personas.

7. A través de la función legislativa, las características
señaladas se incorporan en las leyes de nuestro país, pa-
ra establecer las reglas que permitan una convivencia
armónica en la sociedad, basada en la justicia.

8. El Poder Judicial de la federación, en el ámbito de sus
atribuciones, se encarga de aplicar las leyes, así como de
ser garante de la constitucionalidad de las mismas, de
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 103, 104 y 105
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Con relación a la generalidad de las leyes, cabe citar la
siguiente tesis jurisprudencial:

Equidad y generalidad de una ley. Diferencias. 

Es inexacto que la equidad que exige la ley signifi-
que que no se esté frente a una ley privativa. En efec-
to, la interpretación jurídica del artículo 13 de la
Constitución conduce a concluir que por leyes priva-
tivas deben entenderse aquellas cuyas disposiciones
desaparecen después de aplicarse a una hipótesis
concreta y determinada de antemano, y que se apli-
quen en consideración a la especie o la persona, o
sea, que carecen de los atributos de generalidad, abs-
tracción e impersonalidad que debe revestir toda nor-
ma jurídica. Es decir, que basta con que las dispo-
siciones de un ordenamiento legal tengan vigencia
indeterminada, se apliquen a todas las personas
que se coloquen dentro de la hipótesis por ellas
prevista y que no estén dirigidas a una persona o
grupo de personas individualmente determinado,
para que la ley satisfaga los mencionados atribu-
tos de generalidad, abstracción e impersonalidad
y, por ende, no infrinja lo dispuesto en el artículo
13 constitucional. En cambio, el principio de equi-
dad que debe satisfacer toda norma jurídico-fiscal
tiene como elemento esencial el que, respecto de los
destinatarios de la misma, se trate de manera igual a
quienes se encuentren en igual situación; el principio
de igualdad establecido en la Constitución, tiende a
que en condiciones análogas se imponga gravámenes
idénticos a los contribuyentes, esto es, que las leyes
deben tratar igualmente a los iguales, en iguales cir-
cunstancias. De lo anterior, claramente se infiere que
no es lo mismo la falta de equidad de una ley, a que
ésta sea privativa en los términos del artículo 13
constitucional.

Amparo en revisión 6126/64. Turismo Internacional,
SA y coagraviados (acumulados). 6 de septiembre de
1977. Unanimidad de diecinueve votos. Ponente: J.
Ramón Palacios Vargas.

Localización: 
Séptima época 
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 103-108
primera parte; página 152
Tesis aislada
Materia: Constitucional

En razón de lo anterior, esta Comisión Dictaminadora
realiza los siguientes cambios a la redacción propuesta:
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Artículo 1. …

Las disposiciones de la presente ley no podrán apli-
carse tratándose de conductas distintas a las descritos
en ésta, o cuando los hechos que se investigan tienen
su origen en el ejercicio de las garantías de libre ma-
nifestación de las ideas, libertad de imprenta, dere-
cho a la información, derechos de asociación y dere-
cho de petición, o cualquier otra de naturaleza
similar.

9. Esta propuesta no limita la debida actuación de las
autoridades competentes en materia de investigación y
persecución del delito y permite fortalecer la protección
a las garantías individuales y sociales consagradas en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y los derechos humanos, acorde con los instrumentos in-
ternacionales firmados por nuestro país, o principios de
actuación adoptados por los organismos internacionales
de protección de los derechos humanos.

10. En cuanto a la adición de un primer párrafo al artí-
culo 2 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organi-
zada, así como el traslado del actual primer párrafo, pa-
ra pasar a ser segundo, que tienen como objetivo dar
mayor precisión al concepto de delincuencia organizada
y actualizarlo a lo dispuesto en el octavo párrafo que se
adiciona al artículo 16 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, conforme a las reformas a
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el
18 de junio de 2008, esta comisión dictaminadora con-
sidera que ha quedado sin materia a partir de las refor-
mas a la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada
publicadas en fecha 23 de enero de 2009, que recupe-
ran los elementos descritos en el octavo párrafo del ar-
tículo 16, antes citado.

A partir de la reforma citada, el primer párrafo del artí-
culo 2, establece:

Artículo 2. Cuando tres o más personas se organicen
de hecho para realizar, en forma permanente o reite-
rada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen
como fin o resultado cometer alguno o algunos de los
delitos siguientes, serán sancionados por ese solo he-
cho, como miembros de la delincuencia organizada.:

I. a VI. …

El octavo párrafo del artículo 16 antes citado, señala:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su perso-
na, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en
virtud de mandamiento escrito de la autoridad com-
petente, que funde y motive la causa legal del proce-
dimiento.

…

Párrafo octavo

Por delincuencia organizada se entiende una organi-
zación de hecho de tres o más personas para come-
ter delitos en forma permanente o reiterada, en los
términos de la ley de la materia.

[…]

11. En cuanto a la reforma propuesta al actual primer
párrafo, que pasará a ser segundo, consistente en la in-
corporación del concepto de organización de hecho,
esta comisión dictaminadora considera que ha quedado
sin materia a partir de las reformas a la Ley Federal con-
tra la Delincuencia Organizada del 23 de enero de 2009,
antes citadas.

12. Que durante la vigésimo sexta reunión plenaria, del
31 de marzo de 2009, la diputada Ma. de los Ángeles Ji-
ménez del Castillo, secretaría de la comisión, propuso
una modificación al párrafo que se propone adicionar,
consistente en sustituir las palabras tienen su origen en
por la palabra constituyan, con la finalidad de dar mayor
precisión al mismo. 

A partir de la modificación propuesta, el párrafo que se
adiciona quedaría en los siguientes términos:

Artículo 1. …

Las disposiciones de la presente ley no podrán apli-
carse tratándose de conductas distintas a las descritas
en ésta, o cuando los hechos que se investigan cons-
tituyan el ejercicio de las garantías de libre manifes-
tación de las ideas, libertad de imprenta, derecho a la
información, derechos de asociación, derecho de pe-
tición, o cualquier otra de naturaleza similar.

Por lo anteriormente expuesto, y después de estudiar el
contenido de la iniciativa con proyecto de decreto que re-
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forma los artículos 1 y 2, de la Ley Federal contra la De-
lincuencia Organizada; los integrantes de la Comisión de
Seguridad Pública de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de ésta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo 1,
de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 

Artículo único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 1 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada,
para quedar como sigue:

Artículo 1. …

Las disposiciones de la presente ley no podrán aplicar-
se tratándose de conductas distintas a las descritas en
ésta, o cuando los hechos que se investigan constituyan
el ejercicio de las garantías de libre manifestación de las
ideas, libertad de imprenta, derecho a la información,
derechos de asociación, derecho de petición, o cualquier
otra de naturaleza similar.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo en San Lázaro, a 31 de marzo de 2009.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: Juan Francisco Ri-
vera Bedoya (rúbrica), presidente; Édgar Armando Olvera Higuera,
Luis Gerardo Serrato Castell, Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Ge-
rardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), Ma. de los Ángeles Jiménez
del Castillo (rúbrica), David Mendoza Arellano (rúbrica), secretarios;
Jesús Sergio Alcántara Núñez (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido
(rúbrica), Roberto Badillo Martínez, Gregorio Barradas Miravete, Ma-
nuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, Yary del
Carmen Gebhardt Garduza (rúbrica), Jorge Justiniano González Be-
tancourt (rúbrica), Agustín Leura González (rúbrica), Andrés Lozano
Lozano (rúbrica), Miguel Ángel Macedo Escartín (rúbrica), Carlos
Madrazo Limón, José Luis Murillo Torres, Efraín Morales Sánchez,
Manuel Salvador Salgado Amador, Josefina Salinas Pérez, Layda Ele-
na Sansores San Román (rúbrica), Francisco Javier Santos Arreola, Jo-
sé de Jesús Solano Muñoz, Martín Stefanonni Mazzocco, Carlos Al-
berto Torres Torres (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En conse-
cuencia, está a discusión en lo general y en lo particular el
artículo único del proyecto de decreto.

No habiendo quien haya solicitado el uso de la palabra, lo
consideramos suficientemente discutido en lo general y en
lo particular.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cuatro minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por cuatro minutos para proceder a la vota-
ción, en lo general y en lo particular, del proyecto de de-
creto.

(Votación)

¿Falta alguna diputada o algún diputado de emitir su voto?
Está abierto el sistema, compañeras y compañeros.

Está abierto el sistema, diputado Ector Barba.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

De viva voz:

La diputada María Magdalena Rodríguez Preciado
(desde la curul): A favor.

El diputado Samuel Aguilar Solís (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Yolanda Mercedes Garmendia Hernández
(desde la curul): A favor.

El diputado Demetrio Román Isidoro (desde la curul): A
favor.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): A favor.

El diputado Luis Enrique Benítez Ojeda (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Alfredo Adolfo Ríos Camarena (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Se emitieron 320 votos a favor, 0 en contra y 2 abs-
tenciones.
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El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Apro-
bado en lo general y en lo particular, por 320 votos, el
proyecto de decreto que adiciona el segundo párrafo al
artículo 1o. de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada. Pasa al Senado para sus efectos constitu-
cionales.

LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS 
MINIMAS SOBRE READAPTACION 

SOCIAL DE SENTENCIADOS

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 6o. y 10 de la Ley que Establece las Normas Mínimas
sobre Readaptación Social de los Sentenciados.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lec-
tura.

«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 6o. y
10 de la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Re-
adaptación de Sentenciados

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión de la LX Le-
gislatura fue turnada, para estudio, análisis y dictamen co-
rrespondiente, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley que es-
tablece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
Sentenciados.

La comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 70, 71, 72 y 73, fracciones XXIII y XXX, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y

45, numeral 6, incisos e) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 60, 65,
87, 88 y 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración de los integrantes de esta honorable
asamblea el presente dictamen.

Antecedentes

1. En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión celebrada el 10 de marzo de 2009, los diputados
Carlos Alberto Torres Torres, Héctor Ramos Covarrubias y
Alejandro Landero Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional; Miguel Ángel Arellano Pulido,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática; y Gerardo Octavio Vargas Landeros, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentaron iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley que establece
las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sen-
tenciados.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
acordó que se turnara dicha iniciativa a la Comisión de Se-
guridad Pública.

3. En sesión plenaria celebrada el 31 de marzo de 2009 se
sometió a consideración de los integrantes de la Comisión
de Seguridad Pública de la LX Legislatura el proyecto de
dictamen, que fue aprobado por 19 votos a favor.

Contenido

1. Los diputados proponentes manifiestan en la exposición
de motivos que el sistema penitenciario tiene como objeti-
vo final la reinserción de los sentenciados que se encuen-
tran en alguno de los centros penitenciarios, alejados del
contacto con los familiares y con la sociedad.

2. Que, derivado de la batalla frontal contra la delincuencia
y el crimen organizado, los ciudadanos demandan un mar-
co legal adecuado y políticas públicas sólidas, por lo que
resulta necesario estructurar en el sistema penitenciario
mecanismos que impulsen una correcta reinserción de los
internos en la sociedad, evitando la reincidencia y la crea-
ción de nuevas células delictivas.

3. Señalan los proponentes que, de acuerdo con lo dispues-
to en el artículo 18 constitucional, el sistema penitenciario
se organizará sobre la base del trabajo, la capacitación pa-
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ra él, la educación, la salud y el deporte como medios para
lograr la reinserción social del sentenciado.

4. Se señala el trabajo como primer instrumento para la
reinserción del sentenciado en la sociedad; es decir, el
Constituyente reconoce como punto de partida que era ne-
cesario dotar de herramientas a los internos para que a su
salida tengan la capacidad laboral necesaria que les permi-
tiera encontrar un oficio, tener un sustento económico que
no los hiciera volver a delinquir y que fuese suficiente pa-
ra colaborar en el gasto familiar.

5. Se reconoce que los esfuerzos realizados por las autori-
dades penitenciarias, y los trabajos u oficios que al día de
hoy se ponen a disposición de los internos en la mayoría de
los centros no resultan suficientes para que al salir sean
empleados en un trabajo digno y bien remunerado.

6. No obstante, señalan los proponentes, diversos empresa-
rios mexicanos han expresado interés y presentado proyec-
tos para la instalación de pequeñas y medianas industrias
en los centros penitenciarios que permitan su capacitación
y contribuyan de manera efectiva a su reinserción.

7. Además, durante el tiempo que son empleados en estas
industrias, la percepción que reciben, además de servir de
apoyo para el sustento de los centros y la reparación del da-
ño, como menciona la ley, resulta suficiente para otorgar
un apoyo real a los dependientes económicos de los inter-
nos y para acumular un fondo de ahorro que servirá como
soporte al interno al momento de regresar a la comunidad.

8. Señalan los proponentes que, según datos de la Secretaría
de Seguridad Pública, hay una población penitenciaria de
219 mil 754 internos, de los que 204 mil 711 se encuentran
con plena capacidad físico-mental para laborar; es decir,
existe el suficiente capital humano disponible y una gran
cantidad de centros que podrían ser habilitados para des-
arrollar en el país una sólida industria penitenciaria que au-
xilie a la sustentabilidad de los centros, a la economía na-
cional y a una mejor reinserción de los internos a la
sociedad.

9. Los diputados proponentes manifiestan que otorgar al
sentenciado un trabajo que le permita desarrollarse como
persona y apoyar a la economía familiar resulta un factor
de estabilidad y apoyo para el sentenciado al momento de
obtener su libertad, ya que en múltiples ocasiones la fami-
lia de los internos se desentiende de ellos.

10. Declaran los proponentes que se busca con la iniciativa
garantizar un salario digno para los internos por el desem-
peño de sus labores, contando con industrias que puedan
emplear al mayor número de sentenciados, en un espacio
suficiente, pero reducido, que no requiera grandes adapta-
ciones físicas, siempre en condiciones que respeten los de-
rechos humanos de los internos y cuiden su integridad físi-
ca y mental.

11. Por lo expuesto, los diputados proponen reformar el no-
veno párrafo del artículo 6, adicionar un décimo y un un-
décimo párrafos, y reformar también el párrafo tercero del
artículo 10 de la Ley que establece las Normas Mínimas
sobre Readaptación Social de Sentenciados, con objeto de
establecer espacios e instalaciones que promuevan el des-
empeño de actividades de industria penitenciaria, así como
excluir de éstas a los internos relacionados con la delin-
cuencia organizada; y que los internos contribuyan para su
sostenimiento en el reclusorio, reparación del daño, sopor-
te a dependientes económicos y fondo de ahorro.

Consideraciones

a) En lo general

1. Que, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo se-
gundo del artículo 18 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, el sistema penitenciario se
organizará sobre la base del trabajo, la capacitación pa-
ra él, la educación, la salud y el deporte como medios
para lograr la reinserción social del sentenciado y pro-
curar que no vuelva a delinquir, observando los benefi-
cios que para él prevé la ley.

2. Que la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 29 de diciembre de 1976, tiene por objeto establecer
las bases de organización de la administración pública
federal, centralizada y paraestatal.

3. Que a partir de las reformas y adiciones de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal publicadas
en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre
de 2000, se creó la Secretaría de la Seguridad Pública
federal.

4. Que la ley mencionada con señala en el artículo 30
Bis el despacho de los asuntos que corresponden a la Se-
cretaría de Seguridad Pública, mencionando la adminis-
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tración del sistema federal penitenciario, como se trans-
cribe a continuación:

Artículo 30 Bis. A la Secretaría de Seguridad Públi-
ca corresponde el despacho de los siguientes asun-
tos:

I. a XXII. …

XXIII. Ejecutar las penas por delitos del orden
federal y administrar el sistema federal peniten-
ciario, así como organizar y dirigir las activida-
des de apoyo a liberados;

XXIV. a XXVII. …

5. Que la Ley que establece las Normas Mínimas sobre
Readaptación Social de Sentenciados, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 19 de mayo de 1971,
tiene como finalidad organizar el sistema penitenciario
en la república.

Que dicha ley, de carácter general, ha sido base para que
las entidades federativas publiquen sus leyes en materia
de readaptación social.

6. Que el Reglamento de la Secretaría de Seguridad Pú-
blica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el
12 de marzo de 2007, establece que la Secretaría de Se-
guridad Pública es la dependencia de la administración
pública federal que tiene por objeto preservar la liber-
tad, el orden y la paz públicos, así como administrar el
sistema penitenciario federal y el relativo al tratamiento
de menores infractores.

7. Que el artículo 3o. del reglamento citado señala que
para el estudio, la planeación y el despacho de los asun-
tos de su competencia, la secretaría contará con unida-
des administrativas y con órganos administrativos des-
concentrados, entre los cuales se encuentran la
Subsecretaría del Sistema Penitenciario Federal y el ór-
gano administrativo desconcentrado Prevención y Rea-
daptación Social.

b) De la iniciativa

1. La comisión dictaminadora se identifica plenamente
con la propuesta de los diputados de actualizar la Ley
que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación

Social de Sentenciados, con objeto de garantizar un sa-
lario digno para los internos por el desempeño de sus la-
bores, promoviendo la industria penitenciaria y ade-
cuando espacios e instalaciones que promuevan y
faciliten el desempeño de actividades de esta industria
para los internos.

2. Con relación a la propuesta, la comisión considera
oportuno mencionar que tiene por objeto reformar el no-
veno párrafo del artículo 6, con la finalidad de conside-
rar que los convenios a que se refiere el párrafo deberán
establecer espacios e instalaciones adecuados y exclusi-
vos que promuevan y faciliten el desempeño de activi-
dades de industria penitenciaria para los internos.

Asimismo, proponen adicionar un décimo párrafo, el
cual establecerá que las disposiciones a que se refiere el
párrafo anterior no aplicarán para los establecimientos
cuyos internos se encuentren exclusivamente relaciona-
dos con la delincuencia organizada o requieran medidas
especiales de seguridad, con arreglo a lo establecido en
el artículo 18 constitucional; y un undécimo párrafo, el
cual señala que se considerarán espacios que permitan
al interno recibir educación y practicar el deporte.

De igual manera, se propone reformar el tercer párrafo
del artículo 10 de la ley, con la finalidad de cambiar “re-
os pagarán” por “internos contribuirán”; que el cargo
que se hará al interno será a una parte de la percepción
que tenga como resultado del trabajo; que dicha remu-
neración se fijará de acuerdo con el salario mínimo ge-
neral vigente en el área geográfica respectiva; y cambiar
“reos no están necesitados” por “interno no lo requieren
para su sostenimiento”.

3. La comisión dictaminadora estima prudente mencio-
nar que la mayoría de los instrumentos internacionales
aplicables en materia penitenciaria no son de carácter
coactivo sino de naturaleza declarativa. No obstante, en
ellos se enuncian principios éticos fundamentales reco-
nocidos universalmente, que si bien no imponen obliga-
ciones jurídicas, son un imperativo ético para los Esta-
dos que forma parte de la Organización de las Naciones
Unidas, como México.

4. Con relación a la iniciativa que se analiza, cabe seña-
lar que las reglas mínimas para el tratamiento de reclu-
sos, aprobadas por el Consejo Económico y Social en
las resoluciones números 663C (XXIV), del 31 de julio
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de 1957, y 2076 (LXII), del 13 de mayo de 1977, esta-
blecen de manera general los principios y las reglas de
organización penitenciaria y práctica para el tratamien-
to de los reclusos.

5. Con relación a la iniciativa, sirven como argumento
para el dictamen los siguientes numerales de las Reglas
Mínimas para el Tratamiento de Reclusos:

Numeral 71, inciso 4). En la medida de lo posible,
ese trabajo deberá contribuir por su naturaleza a
mantener o aumentar la capacidad de recluso para
ganar honradamente su vida después de su libera-
ción.

Numeral 73, inciso 1. Las industrias y granjas peni-
tenciarias deberán preferentemente ser dirigidas por
la administración y no por contratistas privados.

Numeral 76, inciso 1). El trabajo de los reclusos de-
berá ser remunerado de una manera equitativa. 2) El
reglamento permitirá a los reclusos que utilicen por
lo menos una parte de su remuneración para adqui-
rir objetos destinados a su uso personal y que enví-
en otra parte a su familia. 3) El reglamento deberá
igualmente prever que la administración reserve una
parte de la remuneración a fin de constituir un fondo
que será entregado al recluso al ser puesto en liber-
tad.

De igual manera, se regulan la organización y el funcio-
namiento de las autoridades locales y de la administra-
ción pública en el Distrito Federal.

6. La comisión dictaminadora estima oportuno referirse
al Foro nacional sobre industria penitenciaria, realiza-
do este 11 de marzo en Tijuana, Baja California, en el
cual se discutió cuál es la condición en que se quiere que
estas personas recuperen la libertad y cuáles son las he-
rramientas que deben adquirir para reinsertarse con ma-
yor éxito a la comunidad.

7. En el foro mencionado se llegó a los siguientes
acuerdos:

- Homologar la industria penitenciaria, teniendo co-
mo eje rector la reglamentación del trabajo.

- Crear el consejo coordinador empresarial de indus-
tria penitenciaria para impulsar, promover y regular
la inversión del sector privado en la reinserción so-
cial.

- A través de, y en coordinación con, la red del Ser-
vicio Nacional de Empleo, implantar en la población
por reintegrarse a la sociedad las opciones de

- Bolsa de trabajo

- Talleres para buscadores de empleo

- Becas a la capacitación para el trabajo

- Fomento del autoempleo

- Programa Nacional de Emprendedores

8. Que la Secretaría de Seguridad Pública indicó en el
foro que la estrategia penitenciaria 2008-2012 pretende
transformar de fondo el sistema penitenciario mexicano
mediante un nuevo modelo que, con arreglo a la Cons-
titución, promueva además del trabajo, la capacitación,
la educación, la salud y el deporte.

La estrategia que impulsa la Secretaría de Seguridad Públi-
ca propone la creación de una política nacional de empleo
penitenciario remunerado, que regule y establezca condi-
ciones homogéneas para actividades productivas en los
centros penitenciarios del país.

Por lo expuesto, y después de estudiar detenidamente el
contenido de la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona los artículos 6 y 10 de la Ley que esta-
blece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social; los
integrantes de la Comisión de Seguridad Pública de la Cá-
mara de Diputados someten a consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 6o. y 10 de la Ley que establece las Normas Mínimas
sobre Readaptación Social de Sentenciados

Artículo Único. Se reforman los artículos 6o., párrafo no-
veno, y 10, párrafo tercero; y se adicionan los párrafos dé-
cimo y undécimo al artículo 6o. de la Ley que establece las
Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentencia-
dos, para quedar como sigue:
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Artículo 6o. …

…

…

…

…

…

…

…

En la construcción de nuevos establecimientos de custodia
y ejecución de sanciones y en el remozamiento o la adap-
tación de los existentes, la Secretaría de Seguridad Pública
tendrá las funciones de orientación técnica y las facultades
de aprobación de proyectos a que se refieren los convenios,
los cuales deberán establecer espacios e instalaciones
adecuadas y exclusivas que promuevan y faciliten el
desempeño de actividades de industria penitenciaria
para las y los internos.

Las disposiciones del párrafo anterior no aplicarán pa-
ra los establecimientos cuyos internos se encuentren ex-
clusivamente relacionados con la delincuencia organi-
zada o requieran medidas especiales de seguridad, con
apego a lo dispuesto por el artículo 18 constitucional.

Asimismo, se deben contemplar espacios que permitan
al interno recibir educación y practicar el deporte.

Artículo 10. …
…

Los internos contribuirán para su sostenimiento en el re-
clusorio con cargo a una parte de la percepción que en és-
te tengan como resultado del trabajo que desempeñen. Di-
cha remuneración se fijará de acuerdo con el salario
mínimo general vigente en el área geográfica respecti-
va. Además, se establecerá a base de descuentos corres-
pondientes a una proporción adecuada de la remuneración,
proporción que deberá ser uniforme para todos los internos
de un mismo establecimiento. El resto del producto del tra-
bajo se distribuirá del modo siguiente: treinta por ciento
para el pago de la reparación del daño, treinta por ciento
para el sostenimiento de los dependientes económicos del

reo, treinta por ciento para la constitución del fondo de
ahorros de éste, y diez por ciento para los gastos menores
del reo. Si no hubiese condena a reparación del daño o és-
te ya hubiera sido cubierto, o si los dependientes del inter-
no no lo requieren para su sostenimiento, las cuotas res-
pectivas se aplicarán por partes iguales a los fines
señalados, con excepción del indicado en último término.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los cuarenta
y cinco días siguientes al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: Juan Francisco Ri-
vera Bedoya, presidente; Édgar Armando Olvera Higuera (rúbrica),
Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), Ma. de los Ángeles Jimé-
nez del Castillo (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Luis Ge-
rardo Serrato Castell, David Mendoza Arellano (rúbrica), secretarios;
Jesús Sergio Alcántara Núñez (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido
(rúbrica), Roberto Badillo Martínez, Gregorio Barradas Miravete, Ma-
nuel Cárdenas Fonseca, Raúl Cervantes Andrade, Yary del Carmen
Gebhardt Garduza (rúbrica), Jorge Justiniano González Betancourt (rú-
brica), Agustín Leura González (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rú-
brica), Miguel Ángel Macedo Escartín (rúbrica), Carlos Madrazo Li-
món (rúbrica), Efraín Morales Sánchez, José Luis Murillo Torres
(rúbrica), Manuel Salvador Salgado Amador (rúbrica), Josefina Salinas
Pérez (rúbrica), Layda Elena Sansores San Román, Francisco Javier
Santos Arreola, José de Jesús Solano Muñoz (rúbrica), Martín Stefa-
nonni Mazzocco (rúbrica), Carlos Alberto Torres Torres (rúbrica).»

Presidencia del diputado 
José Luis Espinosa Piña

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputada. En consecuencia, está a discusión en lo ge-
neral.

La Presidencia informa que se ha registrado para la discu-
sión en lo general solamente un orador, el diputado Carlos
Alberto Torres Torres, del Grupo Parlamentario de Acción
Nacional y, en consecuencia, se le concede el uso de la tri-
buna.

El diputado Carlos Alberto Torres Torres: Compañeros
legisladores, lo que dejemos de hacer en las cárceles lo va-
mos a sufrir en las calles.
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En nombre de los diputados Héctor Ramos, Alejandro Lan-
dero, Miguel Arellano, Gerardo Vargas, José Luis Trujillo
y un servidor, Carlos Torres, someto a su consideración
nuestro propósito de atender una de las causas que generan
muchos de los delitos que se cometen en nuestro país.

En México contamos con una población de más de 200 mil
personas que están distribuidos en 438 cárceles. Más de
200 mil personas en posibilidad de llevar a cabo activida-
des productivas con la posibilidad de generar ingresos pa-
ra ellos, para sus familias y para reparar el daño a la socie-
dad.

Cuando tenemos la imagen de las cárceles se nos vienen a
nuestra mente lugares muy alejados, lugares fijos, lugares
muy distantes de nuestras actividades cotidianas, y no hay
nada más alejado de esa realidad. Lo que pasa en las cár-
celes nos repercute en la vida diaria. Cada año salen de las
cárceles de nuestro país, al cumplir su sentencia, más de 35
mil personas.

En el foro nacional que tuvimos de industria penitenciaria,
con mucho tino Patricio Patiño, subsecretario del ramo,
planteaba la siguiente reflexión: Si tenemos más de 35 mil
personas que al cumplir su sentencia se encuentran en las
calles, debemos preguntarnos cómo los queremos. ¿Quere-
mos a los 35 mil que salen delinquiendo de nueva cuenta,
o los queremos reinsertados en la sociedad?

Por ellos, los proponentes de esta iniciativa consideramos
adecuar los artículos 6o. y 10 de la Ley que Establece las
Normas Mínimas sobre Readaptación Social, a fin de in-
corporar a su texto el establecimiento de espacios e insta-
laciones adecuadas y exclusivas que promuevan y faciliten
el desempeño de actividades de industria penitenciaria.

Asimismo, se establece la posibilidad de fijar el monto de
la remuneración de acuerdo al salario mínimo general que,
sin duda, será muy digno para quienes lleven a cabo dichas
actividades productivas.

Quiero reconocer en esta tribuna el trabajo y el respaldo de
la Comisión de Seguridad por buscar alternativas ante un
viejo problema; la voluntad del presidente Calderón y de
este Congreso por aprobar presupuestos que nos permiten
tener más instalaciones del tema, más espacio para las cár-
celes.

Asimismo, debo destacar el esfuerzo de la Subsecretaría de
Asuntos Penitenciarios, ya que hemos sostenido varias reu-

niones con la Comisión de Seguridad, con académicos y
especialistas, con el propósito de tener procesos de reinser-
ción social.

La estancia en la cárcel no debe ser una pausa en la carre-
ra delincuencial. Tiene que ser el momento de un efectivo
proceso de cambio en la personalidad, en la conducta y en
los hábitos de los delincuentes. Hacer productivos los pe-
nales así como combatir la ociosidad en las cárceles es par-
te de los retos que tenemos.

Para poder vivir en paz, compañeros legisladores, tenemos
que lograr que las cárceles se conviertan en parte de la so-
lución y no en parte del problema de la inseguridad. Si lo-
gramos que al interior de los penales los internos trabajen
en empresas, y estas mismas empresas los contraten al sa-
lir, tendremos menos delincuentes potenciales.

Para estos fines, solicito a todos ustedes su respaldo, agra-
deciendo nuevamente a los compañeros que me apoyaron
en esta iniciativa, así como a la Comisión de Seguridad, de
la Cámara de Diputados. Muchas gracias.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado Carlos Torres. No habiendo más oradores...
Adelante, diputado Rivera Bedoya.

El diputado Juan Francisco Rivera Bedoya (desde la cu-
rul): Únicamente para felicitar a los proponentes de esta
iniciativa, y en lo particular al diputado Carlos Alberto To-
rres Torres, que gracias a su esfuerzo en Baja California ha-
ce un mes se instaló un Consejo Nacional de Empresarios,
para instalar empresas en los centros penitenciarios, apoyar
a los internos y a los externos en el momento que salgan.

Ése es un trabajo, no únicamente de la iniciativa, sino un
trabajo formal que se desarrolló en Baja California. Gra-
cias a todo el pleno por haber apoyado a la Comisión de
Seguridad en la autorización de casi 10 centros penitencia-
rios en el país. Muchas gracias.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado.

Toda vez que no hay más oradores registrados, consulte la
Secretaría a la asamblea si el proyecto de decreto se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
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consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Sufi-
cientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para su discu-
sión en lo particular.

No habiendo artículos reservados, se pide a la Secretaría
que abra el sistema electrónico por ocho minutos, para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular, en un
solo acto.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por ocho minutos para proceder a la votación del
proyecto de decreto, en lo general y en lo particular, en un
solo acto.

(Votación)

¿Falta algún diputado de emitir su voto?

Ciérrese el sistema electrónico.

Ábrase la curul 511, de la diputada María Magdalena Ro-
dríguez Preciado.

La diputada María Magdalena Rodríguez Preciado
(desde la curul): A favor.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Gracias. Diputado presidente, se emitieron 341 votos en
pro, 0 en contra y 4 abstenciones.

Presidencia del diputado 
César Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular por 341 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma y adiciona los artículos 6o. y 10 de
la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Rea-
daptación Social de Sentenciados. Pasa al Senado para
sus efectos constitucionales.

LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adicionan los párrafos tercero
y cuarto al artículo 181 de la Ley de la Propiedad Indus-
trial.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura
del dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto que adiciona los párrafos tercero y cuarto al artícu-
lo 181 de la Ley de la Propiedad Industrial

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, correspondiente a la LX
Legislatura, fue turnada, para estudio y dictamen, iniciati-
va que reforma el artículo 181 de la Ley de la Propiedad In-
dustrial.

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39, frac-
ción XII, y 45, numeral 6, incisos d), e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 60, 87, 88 y 94 del
Reglamento Interior para el Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
honorable asamblea el presente dictamen con base en los
siguientes
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Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
el 19 de marzo de 2009, los Secretarios de ésta dieron
cuenta al Pleno de la iniciativa que presentaron los inte-
grantes de la Comisión de Economía, en ejercicio del dere-
cho otorgado en la fracción II del artículo 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. El Presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Tercero. Que los legisladores proponen lo siguiente:

• Eliminar el requisito de acreditamiento de personali-
dad, de quien, en nombre de una persona física o moral,
tramite desde la presentación de la solicitud correspon-
diente y hasta la conclusión del procedimiento el regis-
tro de una marca, una marca colectiva, un aviso comer-
cial o la publicación de un nombre comercial.

• Dado que al tratarse los citados trámites, como regis-
tros de buena fe, se puede prescindir del requisito de
acreditamiento de personalidad, sin que exista mayor
afectación al procedimiento, evitando demoras en la tra-
mitación por requerimientos de la autoridad que en-
cuentran su fundamento en omisiones o errores de los
solicitantes.

Consideraciones

Primera. Que con base en los antecedentes y con los ele-
mentos de información disponibles, la Comisión de Eco-
nomía, con las atribuciones señaladas se abocó a dictami-
nar la iniciativa de referencia.

Segunda. Que la Ley de la Propiedad Industrial (LPI), co-
mo norma legal especial, establece las reglas generales de
los procedimientos y la forma que deben revestir todas las
solicitudes o promociones dirigidas al Instituto Mexicano
de la Propiedad Industrial (IMPI) que con motivo de la
aplicación de dicho ordenamiento jurídico tengan lugar. 

Tercera. Que dentro de cualquier procedimiento, cuando
se habla de representación legal, se está en presencia de
una forma de representación voluntaria que se satisface a
través de un mandato, o bien, mediante las distintas alter-
nativas o formas de representación previstas en los diver-
sos ordenamientos jurídicos. 

Cuarta. Que el artículo 181 de la LPI establece que las so-
licitudes y promociones que se presenten por conducto de
mandatario deberán acreditar su personalidad mediante
cualesquiera de los documentos previstos en las fracciones
I a IV del ordenamiento referido y también dispone que en
cada expediente que se tramite deberá acreditarse la perso-
nalidad del solicitante o promovente, lo cual se traduce en
una formalidad legal que retrasa el trámite de registro e in-
crementa desmesuradamente los archivos del IMPI.

Quinta. Que el artículo 181 de la LPI establece que las so-
licitudes y promociones que se presenten por conducto de
mandatario deberán acreditar su personalidad mediante
cualesquiera de los documentos previstos en las fracciones
I a IV del ordenamiento referido, sin embargo también dis-
pone que en cada expediente que se tramite deberá acredi-
tarse la personalidad del solicitante o promovente, lo cual
se traduce en una infortunada formalidad legal que además
de innecesaria.

Sexta. Que en la actualidad el trámite de registro de marca
se ha visto retrasado por el incumplimiento de requisitos
relacionados con errores u omisiones de los documentos
exhibidos para acreditar la personalidad jurídica de los
mandatarios; requisitos que en la gran mayoría de los casos
no son de trascendencia jurídica, sino únicamente cuestio-
nes de forma.

Séptima. Que considerando la naturaleza de la inscripción
de las licencias o transmisiones de las solicitudes de regis-
tro de marca, marca colectiva, aviso comercial y publica-
ción de nombre comercial se complementa la iniciativa
agregando dichos trámites al supuesto de excepción, con la
finalidad de mantener congruencia con el trámite que se
busca desregular.

Octava. Que bajo el principio de seguridad jurídica, se
considera necesario establecer un régimen de transición
tanto para las nuevas solicitudes como para aquellas que se
encuentran en trámite. Con la reforma planteada igualmen-
te se permitirá que los interesados que opten por la subs-
tanciación bajo las disposiciones propuestas puedan sim-
plemente hacerlo saber por escrito al IMPI, dentro de los
treinta días naturales siguientes a su entrada en vigor.

Novena. Que buscando que el texto propuesto guarde con-
gruencia con la ley vigente, se introducen cambios en la re-
dacción que se propone en la iniciativa, de manera que se
genere mayor claridad entre los solicitantes, y el texto a
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adicionar sea aún más uniforme con las disposiciones que
complementa.

Décima. Que los integrantes de la Comisión de Economía,
que dictamina, reconocen y concluyen que la propuesta de
los integrantes de la mesa directiva resulta factible, en vir-
tud de que suprimirá formalidades legales innecesarias que
además de disminuir de forma considerable los recursos
materiales del IMPI, contribuirá a la desregulación del pro-
cedimiento administrativo en beneficio de la inversión, la
competitividad y, en consecuencia, el crecimiento econó-
mico, sin embargo se considera necesario adecuar la valio-
sa propuesta para armonizarla con las disposiciones de ca-
rácter procesal que complementa.

En virtud de lo expuesto, la Comisión de Economía pre-
senta el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adicionan los párrafos tercero y
cuarto al artículo 181 de la Ley de la Propiedad Indus-
trial

Artículo Único. Se adicionan los párrafos tercero y cuarto
al artículo 181 de la Ley de Propiedad Industrial para que-
dar como sigue:

Artículo 181. …

I. a IV. …

…

Para acreditar la personalidad en las solicitudes de
registro de marca, marca colectiva, aviso comercial y
publicación de nombre comercial, sus posteriores re-
novaciones, así como la inscripción de las licencias o
transmisiones correspondientes, bastará que el man-
datario manifieste por escrito en la solicitud, bajo
protesta de decir verdad, que cuenta con facultades
para llevar a cabo el trámite correspondiente, siem-
pre y cuando se trate del mismo apoderado desde el
inicio hasta la conclusión del trámite.

Si con posterioridad a la presentación de la solicitud
interviene un nuevo mandatario, éste deberá acredi-
tar la personalidad que ostenta en los términos del
presente artículo.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Lo dispuesto en este decreto se aplica-
rá a las solicitudes de registro de marca, marca colectiva,
aviso comercial y publicación de nombre comercial que se-
an presentadas a partir de su entrada en vigor. Para tal efec-
to, el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial deberá
publicar las modificaciones correspondientes a los forma-
tos oficiales en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Tercero. Respecto con las solicitudes de registro
de marca, marca colectiva, aviso comercial y publicación
de nombre comercial, las renovaciones, así como la ins-
cripción de licencias o transmisiones que se encuentren en
trámite, los interesados que opten por la aplicación de las
disposiciones contenidas en el presente decreto deberán
hacerlo saber, por escrito, al instituto dentro de los treinta
días naturales siguientes a su entrada en vigor.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2009.

La Comisión de Economía, diputados: Adriana Rodríguez Vizcarra
Velázquez (rúbrica), presidenta; Carlos Armando Reyes López (rúbri-
ca), Jorge Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Fausto Fluvio Men-
doza Maldonado (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbrica),
Enrique Serrano Escobar (rúbrica), Jorge Godoy Cárdenas, secretarios;
Jericó Abramo Masso (rúbrica), Narciso Alberto Amador Leal, Anto-
nio Berber Martínez (rúbrica), Carlos Alberto García González (rúbri-
ca), Miguel Ángel González Salum (rúbrica), Jesús Sesma Suárez,
Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), Martín Malagón Ríos (rúbrica),
Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica), Octavio Martínez
Vargas (rúbrica), Susana Monreal Ávila, Alicia Rodríguez Martínez
(rúbrica), Mauricio Ortiz Proal, Eduardo Ortiz Hernández, Miguel Án-
gel Peña Sánchez (rúbrica), Raúl Ríos Gamboa, Ricardo Rodríguez Ji-
ménez, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Ernesto Ruiz Velasco de Li-
ra, Alejandro Sánchez Camacho (rúbrica), Alberto Amaro Corona
(rúbrica), Joaquín Humberto Vela González (rúbrica), Javier Martín
Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra el señor diputado Carlos Armando Reyes López,
por la comisión, para fundamentar, de conformidad con el
artículo 108 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.
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El diputado Carlos Armando Reyes López: Con su per-
miso, señor presidente.

En nombre de la Comisión de Economía acudo a esta alta
tribuna para poner a su consideración el dictamen con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Propiedad Industrial.

El artículo 28 constitucional prevé la protección que debe
brindar la ley a los privilegios que por determinado tiempo
el Estado otorgue a los autores y artistas para la producción
de sus obras y los que, para el uso exclusivo de sus inven-
tos, se concedan a los propios inventores y perfeccionado-
res de alguna mejora.

La propiedad intelectual tiene que ver con las creaciones de
la mente; las invenciones, las obras literarias y artísticas;
los símbolos, los nombres, las imágenes y los dibujos y
modelos utilizados en el comercio.

La propiedad intelectual se divide en dos categorías. La
propiedad industrial, que incluye las invenciones, patentes,
marcas, dibujos y modelos industriales e indicaciones geo-
gráficas de origen; y el derecho de autor, que abarca las
obras literarias y artísticas.

La adopción de innovaciones basadas en tecnologías suele
reducir los costos de transacción, contribuir al desarrollo
de nuevas capacidades en la empresa y ayudar al desarro-
llo de estructuras empresariales más dinámicas y flexibles
y, por ende, más competitivas.

El artículo 181 de la Ley de la Propiedad Industrial esta-
blece que las solicitudes presentadas por este conducto de-
berán acreditar su personalidad. Sin embargo, también dis-
pone que en cada expediente que se tramita deberá
acreditarse la personalidad del solicitante o promovente, lo
cual se traduce en una infortunada formalidad legal que,
además de innecesaria por su menor trascendencia, retrasa
la agilidad del trámite y distrae los recursos del Instituto
Mexicano de Propiedad Industrial, puesto que se entiende
como un trámite de buena fe.

Una de las principales razones que obstruyen la innovación
en México es que apremia la necesidad de contar con un
sistema de derechos de propiedad intelectual más respeta-
do. Ante este escenario, este H. Congreso debe abordar me-
didas que abonen a la competitividad nacional, que incen-
tiven a los innovadores mediante la mejora regulatoria,
entre otros esfuerzos legislativos.

Como poder reformador debemos atender la búsqueda
constante de mejoras legales que retiren permanentemente
obstáculos y ordenamientos legales.

Por lo anterior, la presente reforma tiene por objeto que,
eliminando un requisito solicitado en repetidas ocasiones,
se torne de baja relevancia cuando sea demostrado previa-
mente, y que en todo caso —para efectos de evolución o
adecuación al trámite— pueda constituirse en rango de re-
glamento sin necesidad de una reforma a la ley.

Por lo anterior, los diputados integrantes de la comisión
dictaminadora les invitamos a votar a favor este dictamen
que optimiza la Ley de la Propiedad Industrial. Es cuanto,
señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, señor diputado Carlos Armando Reyes López.

En consecuencia, está a discusión en lo general y en lo par-
ticular el artículo único del proyecto de decreto.

En virtud de que ningún legislador ha solicitado el uso de
la palabra, lo consideramos suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico has-
ta por ocho minutos para proceder a la votación, en lo ge-
neral y en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del
Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema
electrónico por ocho minutos para proceder a la votación
en lo general y en lo particular del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta alguna compañera diputada o algún compañero di-
putado de emitir su voto? Está abierto el sistema compañe-
ros.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

De viva voz:

La diputada Laura Angélica Rojas Hernández (desde la
curul): A favor.

El diputado Tomás José Luis Varela Lagunas (desde la
curul): A favor.
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El diputado José Luis Blanco Pajón (desde la curul): A
favor.

La diputada María Magdalena Rodríguez Preciado
(desde la curul): A favor.

El diputado Eduardo Ortiz Hernández (desde la curul):
A favor.

El diputado Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui (desde
la curul): A favor.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Señor presidente, se emitieron 323 votos a favor, 0 en
contra y 1 abstención.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular, por 323 votos, el pro-
yecto de decreto que adiciona los párrafos tercero y
cuarto al artículo 181 de la Ley de la Propiedad Indus-
trial. Pasa al Senado para sus efectos constitucionales.

LEY DE VIVIENDA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley de Vivienda. En virtud de que se encuentra
publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secreta-
ría a la asamblea si se dispensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Vivienda, con proyecto de
decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley de Vi-
vienda

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Vivienda fue turnada por acuerdo de es-
ta soberanía, para estudio, análisis y dictamen, iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley de Vivienda, presentada por la diputada Mar-
tha Margarita García Müller, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, perteneciente a la LX Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados.

La Comisión de Vivienda, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 39, fracción XL, y 45, numeral 6, incisos e)
y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como en los artículos 56, 60,
87, 88, 93 y demás relativos al Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta a la honorable asamblea el siguiente
dictamen.

Antecedentes

1. Con fecha 5 de febrero de 2008, la diputada Martha Mar-
garita García Müller, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, perteneciente a la LX Legislatura de la
Cámara de Diputados, presentó al Pleno de esta represen-
tación nacional, iniciativa con proyecto decreto que adicio-
na la fracción X del artículo 6; la fracción VII al inciso A y
la fracción VIII al inciso B del artículo 17, además de la
fracción XXIV del artículo 19 de la Ley de Vivienda.

2. En sesión celebrada con fecha 5 de febrero de 2008, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la honorable Cámara
de Diputados dictó el siguiente trámite: “Túrnese a la Co-
misión de Vivienda”, el cual se hizo del conocimiento para
su dictaminación mediante el oficio número DGPL.60-II-
2-1313.

De acuerdo con los antecedentes, los integrantes de la Co-
misión de Vivienda de la LX Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión exponemos
las siguientes

Consideraciones

Primera. Para los integrantes de la Comisión de Vivienda,
una de las mayores barreras para las personas con discapaci-
dades es la falta de accesibilidad y adaptabilidad en el entor-
no físico de viviendas, edificios públicos, comercios, calles,
parques, centros de trabajo, etcétera. Al respecto existen
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normas internacionales que enfatizan la importancia global
del acceso para lograr la igualdad de oportunidades en to-
das las esferas de la sociedad, las personas con discapaci-
dades de cualquier índole, incluye recomendaciones relati-
vas a la implantación de programas de acción para que el
entorno físico sea accesible y a la adopción de medidas pa-
ra garantizar el acceso principalmente en las viviendas y
centros de trabajo.

En consecuencia, tanto a nivel nacional como internacio-
nal, existen organizaciones que se empeñan por mantener
en la agenda pública el tema de la accesibilidad para este
sector, a fin de que se incluyan en el diseño y construcción
del entorno físico interno en las viviendas y en los centros
de trabajo una mejor accesibilidad para las personas con
discapacidad.

La Asamblea General de las Naciones Unidas promovió en
1976 como Año Internacional de las Personas con Disca-
pacidad, bajo el lema “Participación plena e igualdad”.
En esta asamblea se establecieron cinco objetivos principa-
les, destacando el “estímulo a los proyectos de estudio e in-
vestigación destinados a facilitar la participación práctica
de las personas con discapacidad en la vida cotidiana; por
ejemplo, mejorando su acceso a los edificios público, vi-
vienda y a los sistemas de transporte”.

Para 1982, la Asamblea General de las Naciones Unidas
adoptó el Programa de Acción Mundial para las Personas
con Discapacidad. Este programa destacó la necesidad pa-
ra que los Estados miembros instalarán los medios para que
la persona con discapacidad pueda hacer uso de los servi-
cios que se ofrecen a la colectividad. Al ser accesibles a to-
dos “se hará efectivo el principio de igualdad de oportuni-
dades”. Además, dentro de sus orientaciones clave en el
entorno físico, el artículo 114 de este programa establece
que los Estados miembros están invitados a adoptar una
política tendiente a asegurar a las personas con discapaci-
dad el acceso a todos los nuevos edificios e instalaciones,
viviendas y sistemas de transporte público existentes,
siempre que sea posible.

En agosto de 2006, la Convención Internacional sobre los
Derechos de las personas con Discapacidad de las Nacio-
nes Unidas y, posteriormente, la Asamblea General de la
ONU, aprobaron el Tratado sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad, que en su artículo 9 del anexo II
refiere a la accesibilidad con el propósito de que las perso-
nas con discapacidad puedan vivir en forma independiente
y participar plenamente en todos los aspectos de la vida,

por lo que los Estados parte adoptarían medidas apropiadas
para asegurar el acceso de las personas con discapacidad,
en igualdad con otras personas, al entorno físico de vivien-
das y centros de trabajo, al transporte, a los sistemas y tec-
nologías de la información y las comunicaciones, a los ser-
vicios e instalaciones públicas, tanto en zonas urbanas
como rurales; además estas medidas incluirían la identifi-
cación y eliminación de obstáculos y barreras al acceso,
que se aplicarían en edificios, caminos, transporte y otras
obras bajo techo y al aire libre, como escuelas e instalacio-
nes médicas.

Segunda. En los últimos años, el Estado mexicano ha asu-
mido un papel cada vez más activo en adoptar medidas de
carácter legislativo, social, educativo y laboral, necesarias
para eliminar la discriminación contra las personas con dis-
capacidad y propiciar su plena integración a la sociedad.

Prueba de lo anterior, el 8 de junio de 1999 el gobierno me-
xicano firmó en la ciudad de Guatemala, el ad referéndum
de la Convención Interamericana para la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación contra las Personas
con Discapacidad, el cual fue ratificado por la Cámara de
Senadores del honorable Congreso de la Unión el 25 de
abril de 2000.

Posteriormente, en agosto de 2005 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación la Ley General de las Personas con
Discapacidad, que en su artículo 5, inciso h), se establece
que las políticas públicas en la materia deberán considerar
como uno de sus principios “la accesibilidad”; asimismo,
se instituye en el artículo 13 que las dependencias de la ad-
ministración pública federal, estatal y municipal vigilarán
el cumplimiento de las disposiciones que en materia de ac-
cesibilidad, desarrollo urbano y vivienda se establecen en
la normatividad vigente.

Derivado del derecho constitucional que tiene la familia de
disfrutar de una vivienda digna y decorosa consagrado en
el artículo 4o. de la Constitución federal, esta ley también
reconoce el derecho a la vivienda de las personas discapa-
citadas y para garantizar este derecho, estipula que los pro-
gramas del sector público incluyan proyectos arquitectóni-
cos de construcción que consideren las necesidades propias
de las personas con discapacidad de la misma manera, el
artículo 16, establece que los organismos públicos de vi-
vienda otorgarán facilidades a las personas con discapaci-
dad para recibir créditos o subsidios para la adquisición,
construcción o remodelación de vivienda.
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De conformidad con estas disposiciones, la Comisión Na-
cional de Fomento a la Vivienda, dependiente de la Secre-
taría de Desarrollo Social, elaboró en 2005, la guía “Hacia
un código de edificación de vivienda”, con la finalidad de
establecer los lineamientos que sirvieran de fundamento
para que las autoridades estatales y municipales elaboraran
su propia reglamentación de forma que garantizarán, entre
otras cosas, que las viviendas resultaran habitables, accesi-
bles y sustentables.

Este documento estableció que la accesibilidad debe for-
mar parte integral de la vivienda y del entorno urbano, co-
mo un factor que propicie la movilidad y la comunicación
de sus habitantes, ofreciendo condiciones propicias para el
desarrollo y convivencia de los adultos mayores y las per-
sonas con discapacidad.

Por su parte, la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión aprobó, el 12 de febrero de 2008, una refor-
ma a la Ley Federal del Trabajo, en la que se estableció la
obligación de los patrones a adecuar las instalaciones de los
centros de trabajo y oficinas para permitir el acceso y des-
plazamiento de personas y trabajadores con discapacidad.

Tercera. El 4 de diciembre de 2006 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación la reforma al artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
la que se eliminó del texto constitucional el concepto “ca-
pacidades diferentes” por el de “las discapacidades”.

Dicha reforma constitucional estableció el concepto de dis-
capacidad a efecto de precisar con toda objetividad las ca-
racterísticas propias de las personas con discapacidad y, de
este modo, promover la tolerancia, el respeto a la diversi-
dad e igualdad en sus derechos, para preservar y hacer va-
ler sus derechos fundamentales.

Por lo anterior, el Poder Legislativo federal se ha dado a la
tarea de actualizar las leyes generales o federales y demás
ordenamientos del marco jurídico positivo mexicano, con la
finalidad de homologar, el término “discapacidad”, de con-
formidad con lo establecido en el párrafo tercero del artícu-
lo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Cuarta. Para los integrantes de la comisión dictaminadora,
la vivienda accesible debe ser aquélla que se diseñe y cons-
truya con base en las necesidades específicas de un usuario
con discapacidad, creando las condiciones favorables de
funcionalidad y satisfaciendo las necesidades de accesibili-
dad.

Es por ello que deben promoverse criterios de accesibilidad
y adaptabilidad en la vivienda en todas sus modalidades
por todos los niveles de gobierno, que garanticen la igual-
dad de oportunidades para las personas con discapacidad y
salvaguarden sus derechos, a fin de que puedan desarro-
llarse libremente en todas las esferas de la vida social.

Cabe señalar que en el Código de Edificación que promue-
ve la Comisión Nacional de Vivienda se busca unificar cri-
terios en las legislaciones, reglamentos y normatividad, en
los distintos ámbitos de gobierno, con la finalidad de ele-
var la calidad y seguridad de las viviendas que se edifican
o remodelan en el país, en especial las destinadas a los sec-
tores de bajos recursos. Todas las entidades federativas re-
quieren esquemas de regulación que garanticen que las
construcciones, materiales utilizados e instalaciones incre-
menten y preserven el patrimonio de las familias, que las
viviendas resulten habitables, accesibles y sustentables,
además de que los conjuntos, desarrollos y fraccionamien-
tos cuenten con la infraestructura y el equipamiento nece-
sario, de acuerdo con los planes y programas de ordenación
del territorio y desarrollo urbano aplicables a cada locali-
dad.

Además, las recomendaciones que plantea el Código de
Edificación consideran las variables bioclimatológicas, ge-
omorfológicas, tecnológico-productivas, los mapas de ries-
go y otros factores socioeconómicos y culturales de cada
zona. Asimismo, la clasificación de ciudades y localidades
del sistema urbano nacional, para conocer el rango de la
población y sus grados de relación y dependencia regional,
sus requerimientos de suelo, infraestructura, equipamiento,
la segmentación de la vivienda por su valor, su tipología,
su adaptabilidad y accesibilidad (adultos mayores y perso-
nas con discapacidades), así como los tipos de agrupación
de vivienda que se requieren (conjuntos, condominios,
fraccionamientos y desarrollos).

En consecuencia, la iniciativa que se analiza propone re-
formar diversas disposiciones de la Ley de Vivienda, que
consideran lineamientos generales que promuevan en to-
dos los niveles de gobierno la adopción de criterios de ac-
cesibilidad y adaptabilidad en el diseño, construcción y
mejoramiento de la vivienda para las personas con disca-
pacidad y las personas adultas mayores, que hagan realidad
su derecho a una vivienda digna con accesibilidad.

Por las consideraciones expuestas, los integrantes de la Co-
misión de Vivienda nos permitimos someter a considera-
ción de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de
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Decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley de
Vivienda

Artículo Único. Se adicionan la fracción X al artículo 6; la
fracción VII al inciso A, la fracción VIII al inciso B del ar-
tículo 17, y una fracción XXIV, pasando la actual fracción
XXIV a ser XXV al artículo 19 de la Ley de Vivienda, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 6. La política nacional de vivienda tiene por ob-
jeto cumplir los fines de esta ley y deberá considerar los si-
guientes lineamientos:

I. a VII. ...

VIII. Promover una distribución y atención equilibrada
de las acciones de vivienda en todo el territorio nacio-
nal, considerando las necesidades y condiciones locales
y regionales, así como los distintos tipos y modalidades
del proceso habitacional;

IX. Promover medidas que proporcionen a la población
información suficiente para la toma de decisiones sobre
las tendencias del desarrollo urbano en su localidad y
acerca de las opciones que ofrecen los programas insti-
tucionales y el mercado, de acuerdo con sus necesida-
des, posibilidades y preferencias; y

X. Promover que en el diseño, construcción y mejo-
ramiento de los desarrollos habitacionales y de la vi-
vienda se adopten criterios de accesibilidad y adap-
tabilidad a las necesidades de las personas con
discapacidad y de personas adultas mayores.

Artículo 17. La comisión promoverá que los gobiernos de
las entidades federativas expidan sus respectivas leyes de
vivienda, en donde establezcan la responsabilidad y com-
promiso de los gobiernos estatales y municipales en el ám-
bito de sus atribuciones para la solución de los problemas
habitacionales de sus comunidades. Entre otras tareas y
responsabilidades, deberá promoverse que

A. Los gobiernos estatales asuman las siguientes atribu-
ciones:

I. a IV. ...

V. Promover la participación de los sectores social y
privado en la instrumentación de los programas y ac-
ciones de suelo y vivienda, de conformidad con lo

dispuesto en esta ley y en los demás ordenamientos
legales aplicables;

VI. Informar a la sociedad sobre las acciones que re-
alicen en materia de suelo y vivienda; y

VII. Incorporar en los instrumentos normativos,
programáticos y administrativos que expidan
conforme a su competencia en materia de des-
arrollo urbano y vivienda, criterios de accesibili-
dad y adaptabilidad de la vivienda a las necesida-
des de las personas con discapacidad y de
personas adultas mayores.

B. Los municipios asuman las siguientes atribuciones:

I. a V. ...

VI. Coordinar acciones con el gobierno de su enti-
dad federativa con la finalidad de recibir apoyo para
la planeación, gestión de recursos, operación de pro-
gramas y ejecución de acciones en materia de suelo
y vivienda;

VII. Coordinar acciones en materia de suelo y vi-
vienda con otros municipios; y

VIII. Incorporar en los instrumentos normativos,
programáticos y administrativos que expidan con-
forme a su competencia en materia de desarrollo
urbano, vivienda y construcciones, criterios de ac-
cesibilidad y adaptabilidad de la vivienda a las
necesidades de las personas con discapacidad y
de personas adultas mayores.

Artículo 19. Corresponde a la comisión

I. a XXII. ...

XXIII. Promover y apoyar la constitución y operación
de organismos de carácter no lucrativo que proporcio-
nen asesoría y acompañamiento a la población de bajos
ingresos para desarrollar de mejor manera sus procesos
productivos y de gestión del hábitat;

XXIV. Promover en coordinación con los organismos
de vivienda y las autoridades estatales y municipales
competentes, que en todo desarrollo habitacional
que se construya deberá contar con un porcentaje de
viviendas con criterios de accesibilidad y adaptabili-
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dad, destinadas a personas con discapacidad, así co-
mo a personas adultas mayores; y

XXV. Las demás que le otorguen la presente ley u otros
ordenamientos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de marzo de dos
mil nueve.

La Comisión de Vivienda, diputados: Diego Aguilar (rúbrica), Ara-
cely Escalante Jasso (rúbrica), Martha Margarita García Müller, Raúl
García Vivián (rúbrica), Eduardo Ortiz Hernández (rúbrica), María
Elena Torres Baltazar (rúbrica), Claudia Sánchez Juárez (rúbrica),
Martín Zepeda Hernández (rúbrica), Joel Arellano Arellano, Susana
Sarahí Carrasco Cárdenas (rúbrica), Rosa Elena Galván Valles (rúbri-
ca), Óscar González Morán (rúbrica), José Luis Murillo Torres (rúbri-
ca), Alejandro Sánchez Domínguez (rúbrica), Luis Gerardo Serrato
Castell, Marisol Mora Cuevas, Alberto López Rojas (rúbrica), Mario
Vallejo Estévez (rúbrica), María Soledad López Torres, David Mendo-
za Arellano, Juan Manuel San Martín Hernández, Gerardo Villanueva
Albarrán, Tomás Gloria Requena, Élmar Darinel Díaz Solórzano, Al-
fredo Barba Hernández, Lourdes Quiñones Canales (rúbrica), Jesús Ri-
cardo Canavati Tafich (rúbrica), Beatriz Manrique Guevara (rúbrica),
Robinson Uscanga Cruz (rúbrica), Jaime Cervantes Rivera.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra la diputada Martha García Müller, por la comisión,
para fundamentar el dictamen de conformidad con el artí-
culo 108 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, has-
ta por cinco minutos.

La diputada Martha Margarita García Müller: Con su
permiso, señor presidente.

Compañeros diputados y compañeras diputadas, el dicta-
men que hoy será sometido a consideración de ustedes
atiende las necesidades que existen de vivienda para perso-
nas con discapacidad y adultos mayores.

Por esta razón hoy vengo con ustedes a plantear la urgente
necesidad de reformar diversas disposiciones de la Ley de
Vivienda, en materia de accesibilidad y adaptabilidad para

las personas con discapacidad y adultos mayores, quienes
carecen de atención específica en esta materia.

La Organización Mundial de la Salud estima que el pro-
medio mundial de discapacidad es aproximadamente de 10
por ciento de la población mundial. Por tanto, México de-
be tener aproximadamente un porcentaje similar, o sea,
cerca de 10 millones de ciudadanos en estas condiciones.
Por otro lado, las personas mayores, según los datos del
Conapo, son 7.9 de la población, o sea, aproximadamente
8 millones de ciudadanos.

Además, hay que considerar que en los pronósticos para
2020 se espera un crecimiento acelerado del sector de adul-
tos mayores, que será de 22 millones aproximadamente.
Por tanto, es necesario legislar para atender actualmente a
estos 18 millones de ciudadanos, para que puedan acceder
a una vivienda digna con accesibilidad adecuada a sus ne-
cesidades físicas y de edad.

En la actualidad la vivienda no es sólo un espacio edifica-
do donde las personas habitamos. Es el lugar del que más
dependemos, debido a que nos brinda la protección, segu-
ridad y privacidad, y un patrimonio familiar. En especial
las personas con discapacidad y adultos mayores pasan la
mayor parte del tiempo en su casa, en la vivienda. De tal
forma que por su condición física y edad son más necesa-
rios para ellos.

Por esta razón es ineludible que el Estado se enfoque en ga-
rantizar a este sector de la población el acceso a una vi-
vienda con accesibilidad y adaptabilidad, y que cuente con
las condiciones de desarrollo.

Compañeros diputados y compañeras diputadas, actual-
mente ya la Constitución, en el artículo 4o., prevé el dere-
cho a una vivienda digna a cualquier ciudadano. También
la Ley General de las Personas con Discapacidad y la Ley
de Vivienda ya prevé ese derecho de las personas con dis-
capacidad, a una vivienda digna. Y para este sector se dic-
ta que los programas de vivienda del sector público inclui-
rán proyectos arquitectónicos de construcciones que
consideren las necesidades propias de las personas con dis-
capacidad; y de la misma manera todos los organismos pú-
blicos de vivienda, estatales y municipales. Asimismo,
otorgan facilidades de créditos y subsidios para ellos, para
adquirir una vivienda.

También internacionalmente se ha proclamado, a nivel de
las Naciones Unidas, donde establecen que las personas
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con discapacidad deben tener una mejor calidad de vida, y
compromete a todos los Estados en ello.

Aunque los avances del acceso a la vivienda son alentado-
res, aún prevalece el reto de garantizar una vivienda con las
características que legalmente deben reconocer como dig-
na y decorosa en su diseño y construcción.

La ausencia de accesibilidad constituye una forma de dis-
criminación indirecta, porque genera una desventaja a las
personas con discapacidad. En este caso específico la vi-
vienda, cuando tiene la falta de accesibilidad, se traduce en
un sinónimo de aislamiento e inseguridad.

La Comisión Nacional de Fomento, como parte de las po-
líticas públicas del gobierno federal, actualmente han he-
cho un gran esfuerzo para ese sector y han elaborado una
guía hacia el código de edificación de vivienda a fin de es-
tablecer los lineamientos que sirvan como fundamento pa-
ra que las autoridades estatales y municipales elaboren su
propia reglamentación de forma que garantice —entre
otras— la vivienda y que resulten habitables, accesibles y
sustentables.

Con el propósito de contribuir a esta causa, la presente ini-
ciativa propone reformar la Ley de Vivienda, para que den-
tro de los lineamientos que considera la política nacional
de vivienda, se encuentre promover la adopción de crite-
rios de accesibilidad y adaptabilidad en el diseño, cons-
trucción y mejoramiento de la vivienda.

También se pretende que el gobierno estatal y municipal
adopte los criterios de adaptabilidad y accesibilidad.

Además se propone que se promueva en todo desarrollo
habitacional, que cuente con un porcentaje de viviendas
con accesibilidad y adaptabilidad para las personas con dis-
capacidad y adultos mayores, basándose cada estado o mu-
nicipio en las necesidades propias de los padrones de ellos.

Por esta razón, compañeros, los invito a que juntos aprobe-
mos este dictamen, con la finalidad de apoyar a las perso-
nas con discapacidad y adultos mayores, para que puedan
tener ellos realmente el derecho a una vivienda digna y de-
corosa que cumpla y satisfaga sus necesidades. 

Compañeros, considero que éste es el momento en el cual
debemos seguir avanzando como país, para que se siga dan-
do igualdad de oportunidades a todos los mexicanos. Mu-
chas gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputada doña Martha García Müller. En consecuencia, es-
tá a discusión en lo general.

Ha solicitado el uso de la palabra el diputado Ricardo Fran-
co Cázarez, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional,
en pro.

El diputado Ricardo Franco Cázarez: Con el permiso de
la Presidencia.

Compañeras y compañeros diputados, desde una saludable
apreciación de la naturaleza humana encontramos que la
vida de y en la comunidad, es parte esencial y el funda-
mento mismo de esa misma naturaleza.

Encontramos también que por otro lado el principio de
igualdad entre los seres humanos es parte de esa esencia,
independientemente de los derechos o diferencias de cultu-
ra, raza, religión y recursos con los que pueda contar.

Y descubrimos que la dignidad humana va más allá de
cuestiones de mera apariencia y de las circunstancias en
que se encuentre el ser humano concreto y que es precisa-
mente en la comunidad en la que la dignidad debe tener las
condiciones necesarias para aflorar, para trasladarse de la
vida individual a la vida en sociedad, en congruencia con
los principios de solidaridad y de subsidiariedad.

Desde este punto de vista encontramos que las limitaciones
físicas o mentales, transitorias y permanentes, impiden a la
persona desarrollar sus actividades en la forma como lo ha-
ría la mayoría de la población. La discapacidad no debe ser
motivo para que sea discriminada la persona en ninguna de
las maneras, como desgraciadamente ocurre, sino por el
contrario, debe ser precisamente la comunidad la que,
consciente de la dignidad del discapacitado, ponga las con-
diciones requeridas para su desarrollo para que pueda tener
una existencia tan plena como cualquier otra persona.

En la actualidad, de acuerdo con el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía, en México hay alrededor de 2 mi-
llones de personas con discapacidad, que representan cerca
de 2 por ciento de la población.

En consecuencia, señores diputados, la distribución geo-
gráfica de la población con algún tipo de discapacidad pue-
de darse, y de hecho se da, en todas las entidades del país.
Por ello es indispensable que en todas ellas existe la con-
ciencia y las normas necesarias para que el discapacitado
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cuente con las facilidades que le permitan convivir en
igualdad de circunstancias con todos los demás.

Por lo anterior, y en el entendido de que en los criterios con
los que se construye la vivienda de interés social no se sue-
le tomar en cuenta a la persona con discapacidad, es que se
plantea la aprobación del proyecto que adiciona diversas
disposiciones a la Ley de Vivienda. En ellas se establecen
los criterios que evitan la discriminación del discapacitado
en el ámbito de su propio hábitat, así como obliga a que los
gobiernos de las entidades federativas tomen en cuenta la
realidad que hemos señalado. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, señor diputado Ricardo Franco Cázares. No ha-
biendo quien más haya solicitado el uso de la palabra, se
considera suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

No habiendo quien haya solicitado reserva alguna para dis-
cutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría que abra el
sistema electrónico por ocho minutos para proceder a la
votación, en lo general y en lo particular, en un solo acto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por ocho minutos para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular del proyecto de decre-
to, en un solo acto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?

De viva voz:

El diputado Emilio Gamboa Patrón (desde la curul): A
favor.

El diputado Héctor Larios Córdova (desde la curul): A
favor.

El diputado Alejandro Chanona Burguete (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Manuel Cárdenas Fonseca (desde la curul):
A favor.

El diputado Daniel Torres García (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado César Camacho Quiroz (desde la curul): A
favor.

La diputada Alliet Mariana Bautista Bravo (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Pedro Landero López (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada María Magdalena Rodríguez Preciado
(desde la curul): A favor.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Se emitieron 291 votos en pro, 0 en contra y 0 abstencio-
nes.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular por 291 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley de
Vivienda. Pasa al Senado para sus efectos constitucio-
nales.

El diputado Diego Aguilar (desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Diputado
Diego Aguilar. Sonido a la curul del diputado Diego Agui-
lar, presidente de la Comisión de Vivienda.

El diputado Diego Aguilar (desde la curul): Gracias, se-
ñor presidente.

Nada más para expresar a todos los diputados y a todas las
diputadas el reconocimiento por el apoyo y solidaridad que
le dieron a la diputada Martha Müller, en su posición; por
favor.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Bien, di-
putado. Muchas gracias.
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